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Presentación


 Han pasado más de diez años desde que una reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, diera paso a lo que hoy es una realidad: la instauración del sistema penal acusatorio en todo el suelo nacional. Recordemos que el 18 de junio de 2008, se publicó la reforma al artículo 20 constitucional, mediante la que se estableció, entre otros aspectos, que el proceso penal sería acusatorio y oral, con observancia de los principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación, estableciéndose, un plazo fatal de ocho años para que todas las entidades de la república lo incorporaran a su legislación local.

No obstante, durante el plazo para su implementación, se advirtió la necesidad de contar con una legislación única a partir de la cual se pudieran contrarrestar las dificultades que entrañaba el que cada Estado, incluido el entonces Distrito Federal, asumieran diversos modelos del sistema penal acusatorio; fue así que el 5 de marzo de 2014 se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el Código Nacional de Procedimientos Penales; mismo que, de conformidad con su artículo segundo transitorio, estableció la forma de iniciar la vigencia de su aplicación, tanto a nivel federal como en cada una de las entidades de la república.

En este sentido, por lo que hace a nuestra Ciudad de México, la entrada en vigor de dicho ente normativo lo fue a partir de la declaratoria que sobre el particular hiciera la entonces Asamblea Legislativa del Distrito Federal en fecha 20 de agosto de 2014, la que dispuso la incorporación de la ciudad capital al Sistema Procesal Penal Acusatorio a su orden jurídico, y del citado Código como disposición normativa reguladora de tal sistema.

Ante este panorama, el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, de manera simultánea a su labor de administración de justicia, y a instancia de su entonces magistrado presidente, el Dr. Édgar Elías Azar, dispuso la integración de una comisión, a cargo del magistrado Dr. Raúl Ayala Casillas, para que magistrados y jueces del propio tribunal, se dieran a la tarea de estudiar y verter un comentario, a modo de glosa, respecto de cada artículo del código, para, de tal forma tener una explicación del contenido de este novísimo ordenamiento.

A este colosal esfuerzo, se suman los buenos oficios que, en su momento, dispusiera el también presidente del Tribunal, Dr. Álvaro Augusto Pérez Juárez, a fin de que la obra viera la luz. A todos ellos, por mi conducto, el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, les reconoce y agradece su dedicación.

El Código Nacional de Procedimientos Penales comentado por impartidores de justicia de la Ciudad de México está dividido en: análisis de la exposición de motivos como estudio introductorio, voces, precepto legal, concordancia o correlación, comentario y tesis de jurisprudencia.

La sistematización de la obra comprende, en primer término, un epítome (nomen iuris), y enseguida la hipótesis normativa; en este último caso se encuentran incorporados los cambios legislativos del que ha sido objeto: 19 de diciembre de 2014 y 17 de junio de 2016 e, incluso, la sentencia dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la acción de inconstitucionalidad 10/2014 y su acumulada 11/2014, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 25 de junio de 2018 (1) .

La concordancia o correlación se encuentra elaborada al interior del propio ordenamiento; sin embargo, también se tienen remisiones expresas a otras leyes, de las cuales se toma nota, como Ley Nacional de Ejecución Penal o Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias en Materia Penal.

El comentario de los operadores judiciales, esencia de esta obra, está centrado en la reconstrucción del sentido inmanente de la ley; esto es, una aclaración o explicación que sigue directamente al texto, y es una especie de guía; es decir, el juez realiza la interpretación como un medio para llegar a la subsunción del hecho realizado en el supuesto o situación de hecho descrita en la proposición jurídica (2) .

Siguiendo a García Goyena, es dable afirmar que señalar que el comentario aborda las consecuencias y aplicaciones del artículo, tiene el objetivo de clarificar puntos oscuros y cuestiones que podrían suscitarse en la práctica.

Por último, la sección de tesis de jurisprudencia, cuidadosamente abordada, da cuenta de los más recientes criterios emitidos por el Poder Judicial de la Federación en cada uno de los institutos jurídico procesales, como: principios del sistema acusatorio penal, asesor jurídico, auto de vinculación a proceso, medidas cautelares, criterios de oportunidad, entre otros. Todos estos elementos hacen que este código comentado dé como resultado que la ciudadanía tenga una mejor percepción de nuestro sistema judicial.

En virtud de que el argumento jurídico debe ser, no sólo oportuno, sino lógico y el razonamiento judicial pulcro y preciso, y dada la trascendencia del ordenamiento legal que nos ocupa, el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, a través de la Dirección General de Anales de Jurisprudencia y Boletín Judicial, pone a disposición del postulante, litigante, estudiante de Derecho y del público en general, el Código Nacional de Procedimientos Penales comentado por impartidores de justicia de nuestra ciudad.

 

Dr. Rafael Guerra Álvarez

Magistrado Presidente del Tribunal Superior de Justicia

y del Consejo de la Judicatura de la Ciudad de México






	 (1) 

	Conforme al punto resolutivo cuarto, el Tribunal Constitucional decretó «la invalidez de los artículos 242, 249, 303, párrafo primero y 335 párrafo último».
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	 (2) 

	Gallego Anabitarte, Alfredo, Sobre el comentario constitucional. Técnica y método, https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/2048388.pdf.
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Análisis de la Exposición de Motivos del Código Nacional de Procedimientos Penales

Lic. Ciro Betancourt García



 La Exposición de Motivos del Código Nacional de Procedimientos Penales se compone de tres apartados: el primero relata los antecedentes que dieron origen a la aprobación de la Minuta, su análisis y dictamen de la Comisión de Justicia del Senado, en la creación del Sistema Acusatorio; el segundo, que trata de la minuta enviada por el Senado a la Cámara de Diputados, en donde se sintetiza el alcance de la propuesta de reforma del presente Código; y, el tercero, refiere las consideraciones en donde la Cámara de Diputados realiza las reflexiones, análisis y valoración de la Minuta, mediante la evaluación de los argumentos planteados en la exposición de motivos; por ello, se analizarán estas últimas en los siguientes términos:

 

PRIMERO

El 18 junio de 2008 fue publicada en el Diario Oficial de la Federación la reforma a los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22; las fracciones XXI y XXIII del artículo 73; la fracción VII del artículo 115 y la fracción XIII del apartado B del artículo 123, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la cual se estableció el sistema de justicia penal de corte acusatorio y oral, y para implementarlo en todo el país, se dio un plazo de ocho años.

Con esta finalidad surgió la necesidad de crear un Código Nacional de Procedimientos Penales que unificara los criterios de las distintas entidades federativas para evitar impunidad, en virtud de que antes de las reformas a la Constitución, diversos estados, como Chihuahua, Nuevo León, Estado de México, entre otros, tenían ya implementado el procedimiento acusatorio, pero con características divergentes en su legislación.

Por dicho motivo, el 17 de julio de 2013 fue aprobado por el Pleno de la Cámara de Diputados el Proyecto de Decreto que reforma la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que faculta al Congreso de la Unión para expedir un Código Nacional de Procedimientos Penales y el 5 de septiembre del mismo año, la Cámara de Diputados realizó la declaratoria de constitucionalidad de la reforma al artículo 73, mediante la cual se faculta al Congreso de la Unión para expedir una legislación única en materia procedimental penal, ejecución de penas y mecanismos alternativos de solución de controversias, misma que fue publicada el 8 de octubre de 2013 en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se reforma la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El objetivo esencial del Código Nacional de Procedimientos Penales es el esclarecimiento de los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune, reparar el daño causado, asegurando así un acceso a la justicia, en el que se respeten los derechos humanos reconocidos en nuestra Carta Magna y los tratados internacionales suscritos por el Estado mexicano.

 

SEGUNDO

Los principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación inherentes al procedimiento acusatorio, que se encuentran plasmados en el artículo 20 de nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y que son reconocidos por los tratados internacionales como normas de un debido proceso, se ven debidamente explicados en el Código Nacional de Procedimientos Penales en los artículos del 4 al 9, ampliando el catálogo de principios agregando el de igualdad ante la ley, igualdad entre las partes, el principio del debido proceso y juicio previo, presunción de inocencia y prohibición del doble enjuiciamiento, que se ven plasmados en los artículos del 10 al 14 del presente ordenamiento.

Lo mismo acontece con los derechos que este procedimiento prevé para las partes, como un refuerzo a los principios mencionados, como lo son: el derecho a la intimidad y a la privacidad, a una justicia pronta, a una defensa y asesoría jurídica adecuada e inmediata, el de ser informado de sus derechos y el respeto a la libertad personal, que se encuentran previstos del artículo 15 al 19 del Código adjetivo nacional.

Con los principios y derechos previstos en dicho ordenamiento, se crea certeza jurídica para los gobernados que de alguna forma se encuentran inmiscuidos en un procedimiento penal.

 

TERCERO

La problemática que actualmente se vive con la existencia de diversas legislaciones locales y federales en el aspecto procedimental en materia penal, crea diversos criterios en relación con la competencia del órgano jurisdiccional, la acumulación de causas y la separación de procesos, criterios que se unifican con la creación del Código Nacional en el cual se coordinan las actuaciones de los diversos órganos jurisdiccionales al respecto, y el derecho de las partes para argumentar la competencia o no de un juzgador en la materia, planteando soluciones no solo en cuestiones de competencia sino también en acumulación y separación de causas, así como el procedimiento a seguir en cada una de las referidas figuras y sus consecuencias.

Cabe decir, que también en el aspecto competencial se aborda la excusa, recusación e impedimentos, como una especie de incompetencia subjetiva de los magistrados, jueces, ministerio público y peritos, las cuales pueden hacerse valer en cada momento procedimental, de oficio o a petición de parte.

 

CUARTO

La oralidad es el medio preponderante en este sistema acusatorio, que tiene aplicación en todas las audiencias en las diversas etapas, donde sobresalen las formalidades como el idioma, que deben de ser en español, y en caso de que alguna de las partes hable en diferente idioma o tenga alguna incapacidad, se le proveerá de un intérprete o traductor, al igual que los miembros de pueblos o comunidades indígenas que de alguna manera intervengan en el procedimiento, se les nombrará un intérprete con conocimientos en su lengua y cultura.

En relación al momento en que han de realizarse las actuaciones, pueden ser en cualquier tiempo y hora; y en lo tocante al lugar de las audiencias, por regla general se llevarán en la sala de audiencias del órgano jurisdiccional, con las excepciones que prevé el artículo 47 de este ordenamiento, en donde se establece que las audiencias podrán celebrarse en el lugar que indique dicho juzgador.

Las formalidades inician con la protesta de conducirse con verdad de los testigos mayores de edad y peritos que van a intervenir, y con el exhorto de los menores de edad y del inculpado. Cabe decir que a los que tengan doce años de edad y menos de dieciocho, conforme al artículo 49 se les informa que deben conducirse con verdad ante el órgano jurisdiccional, y que, en caso de conducirse con falsedad, incurrirán en una conducta tipificada como delito y se harán acreedores a una medida de seguridad de conformidad con las leyes de justicia para adolescentes.

En relación al acceso a la carpeta de investigación, por regla general, las partes tienen acceso a la misma, salvo las excepciones previstas en el artículo 50 por vulnerarse los principios de presunción de inocencia, el derecho a la privacidad o a la intimidad de las partes, cuando así lo disponga la ley, o el juzgador lo restrinja por considerarlo pertinente para el normal desarrollo del procedimiento.

Asimismo, se prevé la utilización de los medios electrónicos para la recepción y transmisión de los medios de pruebas y la realización de actos procesales.

 

QUINTO

En este sistema penal acusatorio tiene realce que la mayoría de los actos procesales se lleve a cabo mediante audiencias, en donde se siguen los principios que lo rigen, como son: publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación, igualdad ante la ley, igualdad entre las partes, debido proceso y juicio previo, presunción de inocencia y prohibición del doble enjuiciamiento, así como el derecho a la intimidad y a la privacidad, a una justicia pronta, a una defensa y asesoría jurídica adecuada e inmediata, el de ser informado de sus derechos y el respeto a la libertad personal, con las excepciones que el mismo Código establece, dentro de las que destacan las previstas en el artículo 64 (excepciones al principio de publicidad), como lo son: el que pueda afectar la integridad de alguna de las partes, o de alguna persona citada para participar en él; la seguridad pública o la seguridad nacional puedan verse gravemente afectadas; peligre un secreto oficial, particular, comercial o industrial, cuya revelación indebida sea punible, peligre el interés superior de la niñez, entre otras. Motivo por lo que en las audiencias se vislumbran una serie de formalidades que revisten de gran solemnidad, en las que el juzgador impone en todo momento la disciplina.

 

SEXTO

Una vez establecido que, en el sistema penal acusatorio la mayoría de los actos procedimentales se deben de llevar mediante el sistema de audiencias públicas, en donde la transparencia se hace patente, el dictado de las resoluciones debe de ser en la misma audiencia y en forma verbal por el órgano jurisdiccional, mediante autos y sentencias; en el caso de los primeros, cuando en la resolución no se decida en definitiva ni ponga término al procedimiento, y en las segundas, fuera de estas circunstancias, cumpliendo con los requisitos plasmados en el numeral 68 del Código Nacional de Procedimientos Penales, como lo son: citar de manera concisa los antecedentes, los puntos a resolver y que estén debidamente fundados y motivados; debiendo ser claros, concisos y evitando formulismos innecesarios, privilegiando el esclarecimiento de los hechos, debiendo de existir congruencia en lo que se plantea y en lo que se resuelve, previendo, además, la figura de la aclaración de sentencias, ya sea de oficio o a petición de parte, cuando la misma contenga términos oscuros, ambiguos o contradictorios, siempre que tales aclaraciones no impliquen una modificación o alteración del sentido de la resolución.

 

SÉPTIMO

Toda vez que el ámbito de aplicación del Código Nacional de Procedimientos Penales lo es a nivel nacional, pero respetando las competencias locales y federales, en donde surgen diversas problemáticas de comunicación entre las diversas autoridades que en auxilio de las mismas, de alguna forma intervienen en el procedimiento penal acusatorio, resulta necesario que este ordenamiento prevea los elementos necesarios a las autoridades jurisdiccionales para facilitar no solo la comunicación entre las diversas autoridades federales o locales, sino a nivel internacional, ya sea mediante la figura de los convenios de colaboración plasmados en el numeral 119 de nuestra Constitucional Política de los Estados Unidos Mexicanos, mediante los exhortos o requisitorias, e incluso el auxilio en el ámbito internacional, con base a los tratados internacionales suscritos por el Estado mexicano.

Para lograr dicho cometido, este Código prevé el empleo de cualquier medio de comunicación idóneo y ágil que ofrezca las condiciones razonables de seguridad, de autenticidad y de confirmación posterior, en caso de ser necesario, y en el ámbito internacional, el Título XI plasma el procedimiento a seguir en la asistencia jurídica internacional en materia penal y en su artículo 433 establece que en los Estados Unidos Mexicanos prestarán a cualquier Estado extranjero que lo requiera o autoridad ministerial o judicial, tanto en el ámbito federal como del fuero común, la más amplia ayuda relacionada con la investigación, el procesamiento y la sanción de delitos que correspondan a la jurisdicción de éste. Lo anterior de acuerdo a los compromisos internacionales suscritos por el Estado mexicano en materia de asistencia jurídica, así como de los respectivos ordenamientos internos.

La asistencia jurídica, que sólo podrá ser invocada para la obtención de medios de prueba ordenados por la autoridad investigadora o judicial, y para situaciones que no estén contempladas de manera específica en un tratado de asistencia jurídica, se aplicará lo dispuesto en este Código, siguiendo los principios de conexidad, especificidad, identidad de normas y reciprocidad, encargando para tal efecto, como Autoridad Central en materia de asistencia jurídica internacional a la Procuraduría General de la República, quien ejercerá las atribuciones establecidas en este Código o a través de la vía diplomática, comprendiendo la asistencia jurídica en notificación de documentos procesales, obtención de pruebas, intercambio de información e iniciación de procedimientos penales, localización e identificación de personas y objetos, recepción de declaraciones y testimonios, así como práctica de dictámenes periciales, ejecución de órdenes de cateo o registro domiciliario y demás medidas cautelares; aseguramiento de objetos, productos o instrumentos del delito, citación de imputados, testigos, víctimas y peritos para comparecer voluntariamente ante autoridad competente en la parte requirente, citación y traslado temporal de personas privadas de libertad, a fin de comparecer como testigos o víctimas ante la parte requirente, o para otras actuaciones procesales indicadas en la solicitud de asistencia; entrega de documentos, objetos y otros medios de prueba, y cualquier otra forma de asistencia, siempre y cuando no esté prohibida por la legislación mexicana.

 

OCTAVO

En relación a las notificaciones, además de continuar con las formas tradicionales como lo son notificaciones personales, por lista, estrado o boletín judicial y por edictos, lo novedoso es que, atendiendo a que, la mayoría de los actos procesales en el procedimiento acusatorio se dan mediante el sistema de audiencias públicas, las notificaciones de las determinaciones que en la misma se emitan, se notificarán personalmente en la misma audiencia o por alguno de los medios tecnológicos señalados por el interesado o su representante legal, dentro de los cuales se destacan mediante fax, correo electrónico, teléfono o cualquier otro medio, debiendo dejarse constancia de ello y que en la notificación de las resoluciones judiciales se acepta el uso de la firma digital, con lo que el presente Código tiene una visión futurista en la aplicación de los medios tecnológicos.

De igual manera, el Código Nacional de Procedimientos Penales prevé la forma de notificar a las personas que por circunstancias personales tengan alguna discapacidad, facilitándoles un intérprete o aquellos medios tecnológicos que le permitan obtener de forma comprensible la información solicitada o, a falta de éstos, a alguien que sepa comunicarse con ella. En los actos de comunicación, los órganos jurisdiccionales deberán tener certeza de que la persona con discapacidad ha sido informada de las decisiones judiciales que deba conocer y de que comprende su alcance. De igual forma la autoridad competente podrá adoptar otras medidas para salvaguardar el derecho a ser debidamente asistida la persona con discapacidad y recibir asistencia en materia de estenografía proyectada, por un intérprete de lengua de señas o a través de cualquier otro medio que permita un entendimiento cabal de todas y cada una de las notificaciones.

En lo concerniente a las personas que por cualquier otra circunstancia le impida comprender el alcance de la notificación, como lo sería la persona que hable una lengua e idioma diferente al español y atento a lo dispuesto por el artículo 2, fracción VIII, de nuestra Carta Magna y 45 de este Código, la notificación deberá realizarse mediante traductor o intérprete y se les permitirá hacer uso de su propia lengua o idioma.

Asimismo, el presente Código establece la nulidad de una notificación, no solo cuando no se cumplan con las formalidades establecidas para tal efecto, sino también cuando la forma de hacerla cause un estado de indefensión a la persona notificada.

En relación a la citación, se vislumbra un avance tratándose de servidores públicos, y que por circunstancias del caso sea necesario examinar, el órgano jurisdiccional dispondrá que dicho testimonio sea desahogado en el juicio por sistemas de reproducción a distancia de imágenes y sonidos o cualquier otro medio que permita su trasmisión, en sesión privada.

Este Código también prevé el supuesto en que las partes, estando obligadas a presentar a sus testigos o peritos, no cumplan con dicha comparecencia, se les tendrá por desistidos de la prueba, a menos que justifiquen la imposibilidad que se tuvo para presentarlos, circunstancia que es bien vista, tomando en cuenta que el procedimiento acusatorio tiene la característica de ser breve, sin dilaciones injustificadas.

 

NOVENO

Para computar los plazos establecidos en el presente Código, es preciso señalar que son días inhábiles los sábados, domingos y aquellos determinados como tales en los ordenamientos legales, a excepción de que se trate de los actos relativos a providencias precautorias, puesta del imputado a disposición del órgano jurisdiccional, resolver la legalidad de la detención, formulación de la imputación, resolver sobre la procedencia de las medidas cautelares en su caso y decidir sobre la procedencia de su vinculación a proceso. Para tal efecto, todos los días se computarán como hábiles.

De igual forma, los plazos establecidos en horas correrán de momento a momento y los establecidos en días a partir del día en que surte efectos la notificación.

La renuncia o abreviación de los plazos y la reposición de los mismos, están regulados en el presente Código para cumplir su objetivo. Para tal efecto, las partes en cuyo favor se haya establecido un plazo podrán renunciar a él o consentir su abreviación mediante manifestación expresa, y en caso de que el plazo sea común para las partes, para proceder en los mismos términos, todos los interesados deberán expresar su voluntad en el mismo sentido. Asimismo, queda establecido que cuando sea el Ministerio Público el que renuncie a un plazo o consienta en su abreviación, deberá oírse a la víctima u ofendido para que manifieste lo que a su interés convenga.

La renuncia o abreviación de los plazos por las partes tiene razón de ser, lo que coadyuva a una pronta administración de justicia, y sería aplicable cuando el ministerio público solicita sea declarado el cierre de la investigación por considerar que se encuentra debidamente integrada la carpeta de investigación, y que dicha solicitud se realice antes de que concluya el plazo concedido por el juez de control para tal efecto, consintiendo las demás partes en su abreviación.

También se regula en el presente la reposición del plazo, misma que era facultad del tribunal de alzada o del tribunal de amparo, siendo en el presente Código una potestad de las partes, las que podrán solicitar dicha reposición de manera fundada y motivada, ya sea total o parcial, cuando no se haya podido observar el plazo por circunstancias ajenas a la parte afectada, resolviendo el juzgador su procedencia, una vez escuchadas las partes.

 

DÉCIMO

Los derechos humanos reconocidos en nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales firmados por el Estado mexicano, conforme al artículo 1.º de nuestra Carta Magna, son la ley suprema. De ahí que, al ser el procedimiento acusatorio de índole garantista en el que se respetan las normas del debido proceso, no es permitido en este procedimiento la violación de los derechos humanos, por lo que la realización de los actos procedimentales que se realicen vulnerando dichos derechos, trae como consecuencia la nulidad de los mismos.

La nulidad de actos procedimentales que vulneren derechos humanos puede ser declarada de oficio por el órgano jurisdiccional, en el momento en que se percate de dicha violación, o puede hacerse valer a petición de parte sin importar el momento procesal en que se encuentre.

Lo anterior obedece a los compromisos internacionales suscritos por el Estado mexicano en los tratados de la materia, los cuales se vieron cristalizados en la reforma del 10 de junio del 2011, en el artículo 1.º de nuestro máximo ordenamiento, en donde se establecen como garantía el respeto a los derechos humanos plasmados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales en que el Estado mexicano sea parte. Por lo que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.

De ahí que, si un acto procesal se realiza vulnerando derechos humanos, dicho acto es nulo de origen, y no puede ser saneado o convalidado. Sin embargo, sí pueden ser saneados los actos ejecutados, que, no contraviniendo los derechos humanos, sí se realizan en contravención a las formalidades previstas en este Código, pudiendo ser declarados nulos, salvo que el defecto haya sido saneado o convalidado.

 

DÉCIMO PRIMERO

En el presente Código se precisa de manera atinada quiénes son los sujetos del procedimiento penal, mencionando a la víctima u ofendido, al asesor jurídico, el imputado, el defensor, el ministerio público, la policía, el órgano jurisdiccional, y la autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la suspensión condicional del proceso, sujetos que de alguna manera intervienen en el procedimiento acusatorio en las diversas etapas con sus respectivas funciones, incluyendo la de ejecución de sanciones.

El Código adjetivo nacional reconoce a la policía como sujeto procesal, pero no a un policía preventivo municipal o estatal, sino a un policía de investigación profesional, que sea licenciado en Derecho con conocimientos especiales en la investigación, ya que, siguiendo al mando directo del Ministerio Público, por mandato constitucional, el papel en este procedimiento acusatorio es de vital importancia, porque interviene directamente en el inicio de la investigación, estando dotado de ciertas facultades y obligaciones como son: el actuar en la investigación de los delitos en estricto apego a los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución, recibiendo denuncias sobre hechos que puedan ser constitutivos de delito e informar al Ministerio Público por cualquier medio y de forma inmediata de las diligencias practicadas; recibir denuncias anónimas e inmediatamente hacerlo del conocimiento del Ministerio Público a efecto de que éste coordine la investigación, realizando detenciones en los casos que autoriza la Constitución, haciendo saber a la persona detenida los derechos que ésta le otorga e impedir que se consumen los delitos o que los hechos produzcan consecuencias ulteriores, estando obligada a realizar los actos necesarios para evitar una agresión real, actual o inminente y sin derecho en protección de bienes jurídicos de los gobernados a quienes tiene la obligación de proteger, actuando bajo el mando del Ministerio Público en el aseguramiento de bienes relacionados con la investigación de los delitos e informando sin dilación por cualquier medio al Ministerio Público sobre la detención de cualquier persona, e inscribir inmediatamente las detenciones en el registro que al efecto establezcan las disposiciones aplicables; practicar las inspecciones y otros actos de investigación, así como reportar sus resultados al Ministerio Público. En aquellos que se requiera autorización judicial, el policía de investigación deberá solicitarla a través del Ministerio Público, debiendo preservar el lugar de los hechos o del hallazgo y en general, realizar todos los actos necesarios para garantizar la integridad de los indicios; debiendo recolectar y resguardar objetos relacionados con la investigación de los delitos, entrevistando a las personas que pudieran aportar algún dato o elemento para la investigación, así como requerir a las autoridades competentes y solicitar a las personas físicas o morales, informes y documentos para fines de la investigación, proporcionar atención a víctimas u ofendidos o testigos del delito y para tal efecto, debiendo prestar protección y auxilio inmediato, de conformidad con las disposiciones aplicables e informar a la víctima u ofendido sobre los derechos que en su favor se establecen, procurar que reciban atención médica y psicológica cuando sea necesaria, y adoptar las medidas que se consideren necesarias, en el ámbito de su competencia, tendientes a evitar que se ponga en peligro su integridad física y psicológica, dar cumplimiento a los mandamientos ministeriales y jurisdiccionales que les sean instruidos y emitir el informe policial y demás documentos, de conformidad con las disposiciones aplicables. Para tal efecto se podrá apoyar en los conocimientos que resulten necesarios, sin que ello tenga el carácter de informes periciales.

El órgano jurisdiccional procurará que en todo momento se respete la regularidad del procedimiento, el ejercicio de las facultades o derechos en términos de ley y la buena fe.

Asimismo, refiere el presente Código que tienen calidad de parte en los procedimientos previstos en este ordenamiento, el imputado y su defensor, el ministerio público, la víctima u ofendido y su asesor jurídico, resultando este último la nueva figura que aparece en este sistema procesal acusatorio, quien representa los intereses de la víctima u ofendido, siendo su papel independiente al del Ministerio Público.

De igual forma se establece que los sujetos del procedimiento que intervengan en calidad de parte, deberán conducirse con probidad, evitando los planteamientos dilatorios de carácter formal o cualquier abuso en el ejercicio de las facultades o derechos que este Código les concede.

 

DÉCIMO SEGUNDO

En el presente Código, en relación a las partes, dan los conceptos de cada una de ellas, así como los derechos y obligaciones que las mismas tienen en el procedimiento acusatorio en las diversas etapas. Víctima se entiende al sujeto pasivo que resiente directamente sobre su persona la afectación producida por la conducta delictiva y ofendido a la persona física o moral titular del bien jurídico lesionado o puesto en peligro por la acción u omisión prevista en la ley penal como delito. Dentro de los derechos de la víctima u ofendido destacan el de designar a un asesor jurídico, cuya intervención será para orientar, asesorar o intervenir legalmente en el procedimiento penal en representación de la víctima u ofendido en igualdad de condiciones que el defensor, el cual deberá ser licenciado en derecho o abogado titulado, quien deberá acreditar su profesión desde el inicio de su intervención mediante cédula profesional. Si la víctima u ofendido no puede designar un asesor particular, tendrá derecho a uno de oficio.

De igual forma, imputado es aquel que es señalado por el Ministerio Público como posible autor o partícipe de un hecho que la ley señala como delito; acusado, la persona contra quien se ha formulado acusación; y, sentenciado, a aquel sobre quien ha recaído una sentencia, aunque no se haya declarado firme.

Asimismo, dentro de los derechos que tiene el imputado prevalece el de presunción de inocencia, esto es, que debe de ser tratado como inocente hasta en tanto no sea sentenciado como culpable, por sentencia que haya causado ejecutoria.

Otro derecho que prevalece para el imputado lo es el nombrar un defensor que podrá ser designado por él desde el momento de su detención, mismo que deberá ser licenciado en Derecho con cédula profesional; a falta de éste, o ante la omisión de su designación, será nombrado el defensor público que corresponda.

La garantía de la defensa técnica es una característica que debe tener el defensor y si el órgano jurisdiccional advierte que existe una manifiesta y sistemática incapacidad técnica del defensor, prevendrá al imputado para que designe otro; si se trata de un defensor privado, el imputado contará con tres días para designar un nuevo defensor. Si prevenido el imputado, no designa otro, un defensor público será asignado para colaborar en su defensa.

En lo que se refiere al Ministerio Público, su papel no sólo representa los intereses del ofendido, que asume en este procedimiento acusatorio el asesor jurídico de la víctima u ofendido, sino que su actuar es más imparcial, como el conducir la investigación, coordinar a las policías y a los servicios periciales durante la investigación, resolver sobre el ejercicio de la acción penal en la forma establecida por la ley y, en su caso, ordenar las diligencias pertinentes y útiles para demostrar, o no, la existencia del delito y la responsabilidad de quien lo cometió o participó en su comisión.

Asimismo, el Ministerio Público deja el papel inquisitivo y adquiere el deber de lealtad, el cual consiste en que deberá actuar durante todas las etapas del procedimiento en las que intervenga, con absoluto apego a lo previsto en la Constitución, en este Código y en la demás legislación aplicable, debiendo proporcionar información veraz sobre los hechos, sobre los hallazgos en la investigación y tendrá el deber de no ocultar a los intervinientes elemento alguno que pudiera resultar favorable para la posición que ellos asumen, sobre todo cuando resuelva no incorporar alguno de esos elementos al procedimiento, salvo la reserva que en determinados casos la ley autorice en las investigaciones.

De igual forma, el Ministerio Público tiene el deber de ser objetivo en la investigación, y referirse tanto a los elementos de cargo como de descargo, y conducirla con la debida diligencia, a efecto de garantizar el respeto de los derechos de las partes y el debido proceso, teniendo como parte acusadora la carga de la prueba y al concluir la investigación complementaria puede solicitar el sobreseimiento del proceso, la absolución o una condena más leve que aquella que sugiere la acusación, cuando en ésta surjan elementos que conduzcan a esa conclusión.

Durante la investigación, tanto el imputado como su defensor, así como la víctima o el ofendido, podrán solicitar al Ministerio Público todos aquellos actos de investigación que consideraren pertinentes y útiles para el esclarecimiento de los hechos.

También el procedimiento acusatorio, en el presente Código, prevé la figura de los consultores técnicos quienes, de acuerdo a las circunstancias del caso en particular, pueden asistir a las partes que intervienen en el procedimiento y poder consultarlos por tener conocimientos en una ciencia, arte o técnica y podrá acompañar en las audiencias a la parte con quien colabora, para apoyarla técnicamente.

 

DÉCIMO TERCERO

En el procedimiento acusatorio, materia de este Código, la protección del ofendido o la víctima tiene vital importancia, pues de ello depende que el culpable no quede impune y que se haga efectiva la reparación del daño. Por tal motivo, en el presente Código surgen las figuras de las medidas de protección y las providencias precautorias.

Las medidas de protección son ordenadas por el Ministerio Público cuando estime que el imputado representa un riesgo inminente en contra de la seguridad de la víctima u ofendido, las cuales consisten en la prohibición de acercarse o comunicarse con la víctima u ofendido; limitación para asistir o acercarse al domicilio de la víctima u ofendido o al lugar donde se encuentre; separación inmediata del domicilio; la entrega inmediata de objetos de uso personal y documentos de identidad de la víctima que tuviera en su posesión el imputado; la prohibición de realizar conductas de intimidación o molestia a la víctima u ofendido o a personas relacionados con ellos; vigilancia en el domicilio de la víctima u ofendido; protección policial de la víctima u ofendido; auxilio inmediato por integrantes de instituciones policiales, al domicilio en donde se localice o se encuentre la víctima u ofendido en el momento de solicitarlo; el traslado de la víctima u ofendido a refugios o albergues temporales, así como de sus descendientes y el reingreso de la víctima u ofendido a su domicilio, una vez que se salvaguarde su seguridad.

En caso de incumplimiento, el Ministerio Público podrá imponer alguna de las medidas de apremio previstas en este Código.

Las primeras tres medidas de protección, en audiencia pública, el juez podrá cancelarlas, o bien, ratificarlas o modificarlas mediante la imposición de las medidas cautelares correspondientes y tratándose de delitos por razón de género, se aplicará de manera supletoria la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

Por su parte, las providencias precautorias tienen como objetivo garantizar la restitución de derechos de la víctima como la reparación del daño, mismas que pueden ser solicitadas por la víctima, el ofendido o el Ministerio Público, aunque es lógico pensar que también pueden ser solicitadas por el Asesor Jurídico de la víctima u ofendido.

Dichas providencias son: el embargo de bienes y la inmovilización de cuentas y demás valores que se encuentren dentro del sistema financiero; se regirá en lo conducente por las reglas generales del embargo que prevé el Código Federal de Procedimientos Civiles.

Las providencias precautorias serán canceladas si el imputado garantiza o paga la reparación del daño.

 

DÉCIMO CUARTO

El presente Código también establece las formas de conducir al imputado al proceso, vía citatorio, órdenes de comparecencia y aprehensión, previa solicitud del Ministerio Público, una vez existiendo denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito y anuncie que obran en la carpeta de investigación datos que establezcan que se ha cometido ese hecho y exista la probabilidad de que el imputado lo haya cometido o participado en su comisión.

El citatorio es para que comparezca el imputado a la audiencia inicial; la orden de comparecencia es aquella a través de la cual se utiliza la fuerza pública, en contra del imputado que, habiendo sido citado previamente a una audiencia, no haya comparecido sin justificación alguna; la orden de aprehensión en contra del imputado procede cuando el Ministerio Público advierta que existe la necesidad de cautela o cuando el imputado resista o evada la orden de comparecencia judicial y el delito que se le impute merezca pena privativa de la libertad.

En el presente Código, se faculta al juez de control para librar una orden de reaprehensión en caso de que el Ministerio Público lo solicite para detener a un imputado cuya extradición a otro país hubiera dado lugar a la suspensión de un procedimiento penal, cuando en el Estado requirente el procedimiento para el cual fue extraditado haya concluido.

Lo también novedoso en el presente Código es que las solicitudes de las órdenes de comparecencia o aprehensión se formularán por cualquier medio, como los sistemas informáticos que garanticen su autenticidad, o en audiencia privada con la presencia del Ministerio Público y el juez de control, lo que permite una mayor celeridad y secrecía, y si la resolución se registra por medios diversos al escrito, los puntos resolutivos de la orden de aprehensión deberán transcribirse y entregarse al Ministerio Público.

Este Código prevé el desistimiento de la acción penal por parte del Ministerio Público, con la salvedad de que en este sistema el Ministerio Público tiende a ser objetivo e imparcial, cuyas decisiones ya no son tan inquisitivas, porque sus actuaciones pueden ser impugnadas ante el juez de control o ante el juez de amparo, por lo que podrán solicitar el desistimiento de la acción penal en cualquier etapa del procedimiento, hasta antes de dictada la resolución de segunda instancia y dicho desistimiento debe contar con la autorización del titular de la Procuraduría o del funcionario que en él delegue esa facultad. En caso de desistimiento de la acción penal, la víctima u ofendido podrán impugnar la resolución emitida por el juez de control o tribunal de enjuiciamiento.

En la detención del imputado por existir flagrancia o caso urgente, son los supuestos en los que se puede detener a una persona sin orden judicial.

Para el presente Código se entiende que hay flagrancia cuando la persona es detenida en el momento de estar cometiendo un delito, o inmediatamente después de cometerlo es detenida, en virtud de que es sorprendida cometiendo el delito y es perseguida material e ininterrumpidamente, o cuando la persona sea señalada por la víctima u ofendido, algún testigo presencial de los hechos o quien hubiere intervenido con ella en la comisión del delito, y cuando tenga en su poder instrumentos, objetos, productos del delito o se cuente con información o indicios que hagan presumir fundadamente que intervino en el mismo, siempre y cuando inmediatamente después de cometer el delito no se haya interrumpido su búsqueda o localización.

Como se advierte de lo anterior, el Código Nacional de Procedimientos Penales sigue considerando la flagrancia y cuasi flagrancia, dejando fuera la flagrancia equiparada reconocida por alguna de las legislaciones locales, siendo acorde con la Constitucional Política de los Estados Unidos Mexicanos; en su artículo 16 refiere: «Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá un registro inmediato de la detención».

De igual forma, este Código prevé el supuesto en que se detenga a una persona por un hecho que pudiera constituir un delito que requiera querella de la parte ofendida, por lo que la detención se podrá efectuar y la víctima u ofendido será informado inmediatamente para que presente la querella, concediéndole un plazo, que en ningún supuesto podrá ser mayor de doce horas, contadas a partir de que la víctima u ofendido fue notificado, o en su caso, conceda veinticuatro horas a partir de su detención en caso de que no fuera posible su localización. Si transcurridos estos plazos no se presenta la querella, el detenido será puesto en libertad de inmediato. Asimismo, en caso de que la víctima u ofendido tengan imposibilidad física de presentar su querella y se agotará el plazo legal de detención del imputado, serán los parientes por consanguinidad hasta el tercer grado o por afinidad en primer grado, quienes podrán legitimar la querella, con independencia de que la víctima u ofendido la ratifique o no con posterioridad.

Otra forma de detención de un imputado, sin orden jurisdiccional, lo es el caso urgente bajo los siguientes supuestos: que existan datos que establezcan la existencia de un hecho señalado como delito grave y que exista la probabilidad de que la persona lo cometió o participó en su comisión. Se califican como graves, para los efectos de la detención por caso urgente, los delitos señalados como de prisión preventiva oficiosa, así como aquellos cuyo término medio aritmético sea mayor de cinco años de prisión, exista riesgo fundado de que el imputado pueda sustraerse de la acción de la justicia, y que, por razón de la hora, lugar o cualquier otra circunstancia, no pueda ocurrir ante la autoridad judicial, o que, de hacerlo, el imputado pueda evadirse.

De lo anterior se advierte, que el concepto de delito grave ha dejado de tener vigencia, ya que no son considerados como delitos graves aquellos que merezcan prisión preventiva oficiosa, así como aquellos cuyo término medio aritmético sea mayor de cinco años de prisión.

También prevé el presente Código el caso de que el detenido sea extranjero, para lo cual se le hará saber sin demora y se garantizará su derecho a recibir asistencia consular, permitiéndolo comunicarse a las embajadas o consulados de los países respecto de los que sea nacional, debiendo el juez de control notificar a las embajadas o consulados la detención de dicha persona, registrando constancia de ello.

De igual forma, se establece en este Código que las autoridades que ejecuten una detención por flagrancia o caso urgente, deberán asegurarse de que la persona tenga pleno y claro conocimiento del ejercicio de los derechos como lo son el derecho a informar a alguien de su detención; el de consultar en privado con su defensor; el de recibir una notificación escrita que establezca los derechos establecidos en las fracciones anteriores y las medidas que debe tomar para la obtención de asesoría legal; el de ser colocado en una celda en condiciones dignas y con acceso a un aseo personal, el de no estar detenido desnudo o en prendas íntimas y cuando, para los fines de la investigación sea necesario que el detenido entregue su ropa, se le proveerán prendas de vestir, y el derecho a recibir atención clínica si padece una enfermedad física, se lesiona o parece estar sufriendo de un trastorno mental.

 

DÉCIMO QUINTO

A través de los años, las víctimas y ofendidos han sido las más desprotegidas y olvidadas por los sistemas jurídicos, motivo por el cual las reformas al artículo 20 de la Constitucional Política de los Estados Unidos Mexicanos han incluido diversos derechos de quienes resienten directa o indirectamente la comisión de un delito, por lo que dichos derechos ya son reconocidos en los diversos tratados internacionales y en las garantías individuales de nuestra Carta Magna, y para protección de los mismos, en este sistema penal acusatorio se han creado las medidas cautelares, que son aquellas emitidas por el órgano jurisdiccional, de oficio o a petición del Ministerio Público, de la víctima u ofendido, por el tiempo indispensable para asegurar la presencia del imputado en el procedimiento, garantizar la seguridad de la víctima u ofendido o del testigo, o evitar la obstaculización del procedimiento.

Las medidas cautelares se emiten una vez formulada la imputación y el propio imputado se acoja al plazo constitucional, ya sea de una duración de setenta y dos horas o de ciento cuarenta y cuatro, según sea el caso, o cuando se haya vinculado a proceso al imputado.

Los tipos de medidas cautelares son: la presentación periódica ante el juez o ante autoridad distinta que aquél designe, la exhibición de una garantía económica, el embargo de bienes, la inmovilización de cuentas y demás valores que se encuentren dentro del sistema financiero, la prohibición de salir sin autorización del país, de la localidad en la cual reside o del ámbito territorial que fije el juez, el sometimiento al cuidado o vigilancia de una persona o institución determinada o internamiento a institución determinada, la prohibición de concurrir a determinadas reuniones o acercarse o ciertos lugares, la prohibición de convivir, acercarse o comunicarse con determinadas personas, con las víctimas u ofendidos o testigos, siempre que no se afecte el derecho de defensa, la separación inmediata del domicilio, la suspensión temporal en el ejercicio del cargo cuando se le atribuye un delito cometido por servidores públicos, la suspensión temporal en el ejercicio de una determinada actividad profesional o laboral, la colocación de localizadores electrónicos, el resguardo en su propio domicilio con las modalidades que el juez disponga, o la prisión preventiva.

Para determinar la idoneidad y proporcionalidad de la medida, se podrá tomar en consideración el análisis de evaluación de riesgo realizado por personal especializado en la materia, de manera objetiva, imparcial y neutral y el juez de control deberá justificar las razones por las que la medida cautelar impuesta es la que resulta menos lesiva para el imputado.

Cabe decir que, la prisión preventiva a través de los años ha sido la más criticada porque vulnera directamente el principio de presunción de inocencia plasmado durante décadas en los tratados internacionales como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su artículo 11, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 14, punto 2 y artículo 8, punto 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (1) , pero en este sistema, en base al derecho penal del enemigo y en delitos de alto impacto en los que la víctima u ofendido y la sociedad misma resienten más el daño, como lo son el secuestro, la trata de personas y la delincuencia organizada, entre otros, es que se establece la prisión preventiva oficiosa, realizando el presente Código, como en la Constitución, un catálogo de delitos en donde el órgano jurisdiccional debe imponer de manera oficiosa la medida cautelar de la prisión preventiva; en los demás casos también se podrá imponer dicha medida previa audiencia en la que se escuchen a las partes y aporten datos o medios de prueba para tal efecto y sólo cuando el hecho ilícito tenga pena privativa de libertad, pero fuera de estos casos, la medida cautelar de la prisión preventiva se debe de aplicar de manera excepcional, esto es, cuando las otras medidas no resultan ser tan eficaces para el fin que se persigue.

La prisión preventiva no podrá exceder de dos años, salvo que su prolongación se deba al ejercicio del derecho de defensa del imputado. Si cumplido este término no se ha dictado sentencia, el imputado será puesto en libertad de inmediato mientras se sigue el proceso, sin que ello obste para imponer otras medidas cautelares.

Asimismo, se establece que todas las decisiones judiciales relativas a las medidas cautelares reguladas por este Código son apelables, que la evaluación y supervisión de medidas cautelares distintas a la prisión preventiva corresponderá a la autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la suspensión condicional del proceso, que se regirá por los principios de neutralidad, objetividad, imparcialidad y confidencialidad.

De igual forma, cabe hacer mención que el presente Código establece como excepción en el caso de que el imputado sea una persona mayor de setenta años de edad o esté afectada por una enfermedad grave o terminal, el órgano jurisdiccional podrá ordenar que la prisión preventiva se ejecute en el domicilio de la persona imputada o, de ser el caso, en un centro médico o geriátrico, bajo las medidas cautelares que procedan; lo mismo procederá cuando se trate de mujeres embarazadas o de madres durante la lactancia, salvo que, a criterio del juez de control, puedan sustraerse de la acción de la justicia o manifiesten una conducta que haga presumible su riesgo social.

 

DÉCIMO SEXTO

En la doctrina jurídica siempre se ha establecido el principio de la ultima ratio del derecho penal, esto es, que el derecho penal debe de aplicarse cuando las demás ramas del derecho hayan fracasado en su aplicación; es decir, el derecho penal es la última razón de ser, la última alternativa a la cual se acude para regular conductas de los integrantes en sociedad, por ser el derecho penal el más exigente, el más agresivo, porque está de por medio la libertad de las personas.

Por tal motivo, y con el afán de que solamente lleguen a juicio los asuntos que revisten vital importancia, el procedimiento acusatorio ha plasmado en el Código en comento, formas alternas de solución de conflictos, como la mediación y conciliación, cuya aplicación se estará a la ley de la materia, ocupándose sólo este Código en lo que se refiere al acuerdo reparatorio y la suspensión condicional del proceso y como forma de terminación anticipada del proceso, el procedimiento abreviado.

Los acuerdos reparatorios son aquellos celebrados entre la víctima u ofendido y el imputado que, una vez aprobados por el Ministerio Público o el juez de control y cumplidos en sus términos, tienen como efecto la conclusión del proceso, y procederá en delitos que se persiguen por querella o requisito equivalente de parte ofendida y en delitos culposos o patrimoniales cometidos sin violencia sobre las personas.

Lo criticable de esta figura es que, siendo el objetivo primordial la reparación del daño a la víctima u ofendido y habiendo acuerdo entre ellos en lo que a este punto se refiere, no procederán los acuerdos reparatorios en los casos en que el imputado haya celebrado anteriormente otros acuerdos por hechos de la misma naturaleza jurídica, salvo que hayan transcurrido dos años de haber dado cumplimiento al último acuerdo reparatorio, o cinco de haber incumplido, o se trate de delitos de violencia familiar o sus equivalentes en las entidades federativas, circunstancias que no tienen razón de ser atendiendo a que se restringe el derecho humano y garantía constitucional que tiene el ofendido a que se le repare el daño.

Los acuerdos reparatorios podrán ser de cumplimiento inmediato o diferido; en caso de señalar que el cumplimiento debe ser diferido y no señalar plazo específico, se entenderá que el plazo será por un año. El plazo para el cumplimiento de las obligaciones suspenderá el trámite del proceso y la prescripción de la acción penal y lo continuará si el imputado incumple, pero si ambas partes cumplen lo pactado, el acuerdo sea de cumplimiento inmediato y se encuentra en la etapa de investigación inicial, es el Ministerio Público el que declarará extinta la acción penal. En las etapas posteriores y antes del dictado del auto de apertura a juicio, cualquiera que sea la forma de cumplimiento, el juez de control decretará la extinción de la acción una vez aprobado el cumplimiento pleno de las obligaciones pactadas en un acuerdo reparatorio, haciendo las veces de sentencia ejecutoriada.

La suspensión condicional del proceso es el planteamiento formulado por el Ministerio Público o por el imputado, el cual contendrá un plan detallado sobre el pago de la reparación del daño y el sometimiento del imputado a una o varias condiciones, lo cual garantiza una efectiva tutela de los derechos de la víctima u ofendido y que, en caso de cumplirse, pueda dar lugar a la extinción de la acción penal. Las condiciones para su solicitud son: que el auto de vinculación a proceso del imputado se haya dictado por un delito cuya media aritmética de la pena de prisión no exceda de cinco años, y que no exista oposición fundada de la víctima u ofendido y podrá solicitarse hasta antes del dictado del auto de apertura a juicio.

 

DÉCIMO SÉPTIMO

No todo procedimiento que inicia debe de culminar con una etapa de juicio en el que se dicte sentencia, por eso el presente Código establece el principio de oportunidad, mediante el cual se prevé las soluciones alternas de conflictos y las formas anticipadas de terminación del proceso, destacando dentro de esta última el procedimiento abreviado.

Gracias al principio de oportunidad se logra una despresurización del sistema penitenciario y solamente deben llegar a juicio los asuntos más relevantes para la sociedad, en base a una nueva política criminal.

Ha sido muy criticado el hecho de que la aplicación de los criterios de oportunidad sea una facultad exclusiva del Ministerio Público y que no es un derecho al que el imputado o su defensor puedan acceder para una reducción de la pena, si cumplen con los requisitos y no hay oposición de la víctima u ofendido; sin embargo, al ser una facultad exclusiva del Ministerio Público se presta a actos de corrupción en las entidades en donde dicha facultad exclusiva está regulada. Por lo que, con base al principio de igualdad de las partes ante la ley, los criterios de oportunidad, dentro de los cuales se encuentra el procedimiento abreviado, lo pueden solicitar también el imputado y su defensor cuando cumplan con los requisitos diversos a la solicitud del Ministerio Público.

Conforme al Código Nacional de Procedimientos Penales para acceder al procedimiento abreviado lo debe solicitar el Ministerio Público, para lo cual se deberá formular la acusación y exponer los datos de prueba que la sustentan, enunciando los hechos que se atribuyen al acusado, su clasificación jurídica y grado de intervención, así como las penas y el monto de reparación del daño; que la víctima u ofendido no presente oposición fundada, y que el imputado reconozca estar debidamente informado de su derecho a un juicio oral y de los alcances del procedimiento abreviado, que expresamente renuncie al juicio oral, que consienta la aplicación del procedimiento abreviado, admita su responsabilidad por el delito que se le imputa y acepte ser sentenciado con base en los medios de convicción que exponga el Ministerio Público al formular la acusación.

El Ministerio Público podrá solicitar la apertura del procedimiento abreviado después de que se dicte el auto de vinculación a proceso y hasta antes de la emisión del auto de apertura a juicio oral y en audiencia el juez de control admitirá la solicitud cuando verifique que concurran los medios de convicción que corroboren la acusación, escuchará al Ministerio Público, a la víctima u ofendido o a su asesor jurídico, de estar presentes y después a la defensa y al acusado. Concluido el debate, el juez de control emitirá su fallo en la misma audiencia, para lo cual deberá dar lectura y explicación pública a la sentencia, dentro del plazo de cuarenta y ocho horas, explicando de forma concisa los fundamentos y motivos que tomó en consideración, sin imponer una pena distinta o de mayor alcance a la que fue solicitada por el Ministerio Público y aceptada por el acusado, fijando el monto de la reparación del daño.

 

DÉCIMO OCTAVO

Cuando la problemática por la comisión de un hecho ilícito no se pueda resolver mediante las formas alternas de solución de conflictos y no sea posible aplicar alguna forma de terminación anticipada o suspensión condicional del proceso, su continuación dará lugar a un procedimiento ordinario, que si bien la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 20, apartado B, fracción VII y 113, fracción X, del presente Código, establecen que el imputado será juzgado antes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena máxima no exceda de dos años y de un año si la pena excede de ese tiempo, en esos preceptos no se señala a partir de qué momento empieza a correr términos pues si se toman a partir del ejercicio de la pretensión punitiva ante el juez de control, a partir de que es puesto a disposición del juzgador al imputado o a partir del dictado del auto de vinculación del proceso, los plazos quedarían muy cortos si partimos de la idea de que cuando se dicta un auto de vinculación a proceso, se continúa con la investigación complementaria hasta el auto que declare cerrada la investigación y que conforme al artículo 321 no podrá ser mayor a dos meses si se tratare de delitos cuya pena máxima no exceda los dos años de prisión ni de seis meses si la pena máxima excediera ese tiempo. Transcurrido el plazo para el cierre de la investigación, ésta se dará por cerrada.

La investigación inicial que efectúe el Ministerio Público deberá realizarse cumpliendo con los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez, lealtad y respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados, orientada a explorar todas las líneas de investigación posibles que permitan allegarse de datos para el esclarecimiento del hecho que la ley señala como delito, así como la identificación de quien lo cometió o participó en su comisión, reuniendo los datos de prueba para sustentar el ejercicio de la acción penal, la acusación contra el imputado y la reparación del daño.

En el presente considerando, el legislador cita el artículo 217 del Código adjetivo en comento, como fundamento para que el Ministerio Público registre las comunicaciones con los organismos jurisdiccionales, como las solicitudes de cateo, intervención de comunicaciones privadas, arraigo, localización geográfica en tiempo real. Afirmación que no es atinada toda vez que el numeral 217 mencionado, se refiere a que «el Ministerio Público y la Policía deberán dejar registro de todas las actuaciones que se realicen durante la investigación de los delitos, utilizando al efecto cualquier medio que permita garantizar que la información recabada sea completa, íntegra y exacta, así como el acceso a la misma por parte de los sujetos que de acuerdo con la ley tuvieren derecho a exigirlo». Registro que es independiente a las solicitudes de actos de investigación que requieren control judicial, cuyo registro también se debe de integrar a la carpeta correspondiente, pero los fundamentos son diversos.

Los actos que requieren control jurisdiccional son aquellos que impliquen afectación a derechos establecidos en la Constitución, como la exhumación de cadáveres; las órdenes de cateo; la intervención de comunicaciones privadas y correspondencia; la toma de muestras de fluido corporal, vello o cabello, extracciones de sangre u otros análogos, cuando la persona requerida, excepto la víctima u ofendido, se niegue a proporcionar la misma y el reconocimiento o examen físico de una persona cuando aquélla se niegue a ser examinada.

El imputado y su defensor tienen derecho a consultar los registros de la investigación y a obtener copia, con la oportunidad debida para preparar la defensa, una vez convocados a la audiencia inicial. El Ministerio Público podrá solicitar excepcionalmente al juez de control que determinada información se mantenga bajo reserva aún después de la vinculación a proceso, cuando sea necesario para evitar la destrucción, alteración u ocultamiento de pruebas, la intimidación, amenaza o influencia a los testigos del hecho, para asegurar el éxito de la investigación, o para garantizar la protección de personas o bienes jurídicos.

Dentro de las técnicas de investigación que prevé este Código destacan la cadena de custodia, el decomiso y aseguramiento de bienes. Conforme al precepto 227 del Código en comento, «La cadena de custodia es el sistema de control y registro que se aplica al indicio, evidencia, objeto, instrumento o producto del hecho delictivo, desde su localización, descubrimiento o aportación, en el lugar de los hechos o del hallazgo, hasta que la autoridad competente ordene su conclusión, con el fin de corroborar los elementos materiales probatorios y la evidencia física, la cadena de custodia se aplicará teniendo en cuenta los siguientes factores: identidad, estado original, condiciones de recolección, preservación, empaque y traslado; lugares y fechas de permanencia y los cambios que en cada custodia se hayan realizado; igualmente se registrará el nombre y la identificación de todas las personas que hayan estado en contacto con esos elementos».

La autoridad judicial podrá decretar el decomiso de bienes, con excepción de los que hayan causado abandono en los términos de este Código o respecto de aquellos sobre los cuales haya resuelto la declaratoria de extinción de dominio.

En relación al aseguramiento de bienes, instrumentos, objetos o productos del delito, éstos podrán efectuarse durante el desarrollo de la investigación, a fin de que no se alteren, destruyan o desaparezcan.

Para el caso de que el producto, los instrumentos u objetos del hecho delictivo hayan desaparecido o no se localicen por causa atribuible al imputado, el Ministerio Público decretará o solicitará al órgano jurisdiccional correspondiente el embargo precautorio, el aseguramiento y, en su caso, el decomiso de bienes propiedad del o de los imputados, así como de aquellos respecto de los cuales se conduzcan como dueños, cuyo valor equivalga a dicho producto, sin menoscabo de las disposiciones aplicables en materia de extinción de dominio.

Asimismo, debe destacarse que no todas las actuaciones realizadas por el Ministerio Público requieren autorización judicial, ya que existen diversas en que el Ministerio Público las puede realizar de motu proprio, como son: la inspección del lugar del hecho o del hallazgo, la inspección de un lugar distinto al de los hechos o del hallazgo o de personas; la revisión corporal; inspección de vehículos; levantamiento e identificación de cadáver; la aportación de comunicaciones entre particulares; el reconocimiento de personas; la entrega vigilada y las operaciones encubiertas, en el marco de una investigación y en los términos que establezcan los protocolos emitidos para tal efecto por el Procurador y la entrevista a testigos, entre otras.

 

DÉCIMO NOVENO

En el actual sistema siempre ha imperado el actuar inquisitivo del Ministerio Público, teniendo la idea que una vez iniciada la averiguación debería de concluir con un ejercicio de la pretensión punitiva, estuviese o no debidamente integrada la averiguación, llegando incluso a crear estadísticas en donde se establecía en número de averiguaciones consignadas, teniendo la idea que el Ministerio Público es más eficiente cuando consigna un mayor número de averiguaciones; circunstancias que el Código en comento ha tomado muy en cuenta, regulando las formas de terminación anticipada de la averiguación, como el abstenerse de investigar, el archivo temporal, el no ejercicio de la acción penal y la aplicación de algún criterio de oportunidad.

La facultad de abstenerse de investigar se ejerce cuando los hechos relatados en la denuncia, querella o acto equivalente, no fueren constitutivos de delito o cuando los antecedentes y datos suministrados permitan establecer que se encuentra extinguida la acción penal o la responsabilidad penal del imputado; esta abstención de investigar resulta a todas luces lógica, ya que, en el primer supuesto, si los hechos puestos en conocimiento no son delictivos, deja de tener objeto la investigación; y, en caso de surgir la figura de la extinción, sería obsoleto integrar una carpeta de investigación si no va a surtir efectos al final por la extinción misma.

El archivo temporal de la investigación, se aplica en aquellas en las que no se encuentren elementos suficientes en los que no se puedan establecer líneas de investigación que permitan realizar diligencias tendentes a esclarecer los hechos que dieron origen a la investigación, hasta en tanto se obtengan datos que permitan continuarla a fin de ejercitar la acción penal.

En lo tocante al no ejercicio de la acción surge antes de la audiencia inicial, cuando el Ministerio Público concluya que se actualiza alguna de las causales de sobreseimiento previstas en este Código.

Conforme a las reformas del 18 de junio del 2008 a nuestra Carta Magna, sobresale la plasmada al artículo 21, en su párrafo séptimo, el cual establece: «El Ministerio Público podrá considerar criterios de oportunidad, para el ejercicio de la acción penal, en los supuestos y condiciones que fije la Ley». Lo anterior es el fundamento constitucional en que descansan los criterios de oportunidad que prevé el sistema penal acusatorio, como una facultad exclusiva del Ministerio Público para suspender, interrumpir, prescindir total o parcialmente el ejercicio de la pretensión punitiva de alguno o varios hechos ilícitos o de alguna de las personas que actuaron o participaron en los mismos.

Los criterios de oportunidad también son considerados como una política criminal, toda vez que, la mayor carga de trabajo que ocupan a las autoridades investigadoras y de administración de justicia, lo es por delitos menores, cuya afectación es mínima o nula al interés público, pero con el anterior sistema, dichas autoridades se veían obligadas a llevar a cabo los procedimientos hasta concluirlos con una sentencia, a muy altos costos en asuntos que no lo ameritan, pudiendo, en base al criterio de oportunidad, disponer los recursos para la investigación, proceso y sanción de los que cometan delitos que más ofenden a la sociedad y atento a los bienes jurídicos de mayor entidad.

El dilema que existe entre los criterios de oportunidad se sitúa en la esfera de la política criminal y no es exclusivo del ámbito penal. Algunos piensan que con los criterios de oportunidad, como política criminal crea impunidad, cuando la verdad lo que se pretende es que solamente lleguen a juicio los asuntos relevantes que más lesionan a la sociedad, pues el legislador a través de los años se ha dado a la tarea de tipificar múltiples conductas como delictivas, haciendo caso omiso del principio de la ultima ratio, en donde todas las controversias que se susciten deben de resolverse por otras vías diversas a la penal, siendo ésta la última razón a acudir para la solución de los conflictos al derecho penal, lo cual no acontece en la realidad, pues el legislador cree que tipificando más conductas delictivas o acrecentando su punibilidad, va a frenar la criminalidad en un Estado, lo cual no acontece en nuestro sistema actual.

Inicialmente, la política criminal fue entendida como el conjunto de herramientas cuya finalidad era la prevención de la delincuencia y la forma en que se debe de reprimir. Posteriormente, la política criminal es entendida como la minimización del aparato penal en lo que se refiere a conductas prohibidas, introduciendo métodos que hacen prevalecer la prevención del delito, dejando a un lado el carácter retributivo de la pena, dando lugar a la utilización de los mecanismos alternos de solución de conflictos, protegiendo a la vez el derecho de las víctimas.

Los criterios de oportunidad dan un cambio al sistema penal, tomando en cuenta la protección de los bienes jurídicos, los derechos de las víctimas u ofendidos, especialmente en lo que se refiere a la reparación del daño y la naturaleza de las conductas delictivas, y al mismo tiempo el Estado al crear esta figura, criterios de oportunidad, reconoce que, no cualquier lesión o puesta en peligro del bien jurídico tutelado, deberá ser objeto de un reproche penal, minimizando la represión de las conductas delictivas, descriminalizando, desprisionalizando y desjudicializando dichas conductas llevándolas a los mecanismos de reacción social más eficaces, como los alternos de solución de conflictos, cumpliendo así con un derecho penal de mínima intervención.

También los criterios de oportunidad tienen cabida en delitos en los cuales, conforme a los datos aportados en la carpeta de investigación, sería difícil o casi imposible que dicha investigación llegue a feliz término, como es el caso de las denuncias realizadas en contra de quien o quienes resulten responsables o que los datos aportados sean en sí mismo ineficaces para comprobar la existencia del hecho delictivo.

En estos casos, el Ministerio Público podrá renunciar a continuar con la investigación hasta en tanto no existan nuevos elementos, circunstancia que deberá de hacerse del conocimiento de la víctima u ofendido, quien desde el inicio de la investigación sabrá con honestidad lo difícil que será el que prospere su denuncia o querella.

Los criterios de oportunidad también son considerados como una herramienta de investigación, pues hay delitos como el de delincuencia organizada, en donde se hace necesario que para la investigación de estos delitos, se recurra a la información que un imputado pueda dar, y que la ayuda sea de tal magnitud para la captura de sus miembros y la disolución de la misma; circunstancia que se puede fomentar al otorgarle beneficios a dicho informante e inclusive, el prescindir del ejercicio de la acción penal; en tratándose de delitos graves, el imputado brinde información esencial para evitar que continúe el delito o se perpetren otros, ayudando a esclarecer el hecho investigado u otros conexos, o proporcione información útil para probar la participación de otros imputados, siempre que la acción penal de la cual se prescinde (total o parcial) resulte considerablemente más leve que los hechos punibles cuya persecución facilita o cuya continuación evita.

El principio de la ultima ratio va muy ligado al principio de mínima intervención que se deriva de la subsidiaridad, el cual consiste que si un conflicto puede resolverse por otros medios diversos a la materia penal, deberá de excluirse aquélla, por una menos enérgica, pues la materia penal será la última razón a que se deba acudir, cuando, las demás formas de solución de conflictos hayan fracasado o el daño causado a la sociedad por la conducta de sus individuos sea de tal magnitud que, el derecho penal sobresalga como la última instancia a la cual deba acudirse, con su característica lesiva, por la gravedad de las sanciones que se imponen, y el que necesariamente deba aplicarse para la solución de un conflicto.

Con la aplicación de los criterios de oportunidad terminaría el exceso de procedimientos penales existentes y que en base al principio de la ultima ratio dejan de ser objeto de un procedimiento acusatorio los hechos insignificantes para la sociedad o de mínima culpabilidad, en los delitos en los que el imputado reparó íntegramente el daño causado, tratándose de delitos culposos en donde la víctima e imputado hayan llegado a un acuerdo reparatorio, por algún medio alternativo de solución de conflicto, en aquellos delitos en donde el imputado a consecuencia del hecho delictuoso, haya sufrido mayor daño que hace innecesaria la imposición de una pena, e inclusive, se puede prescindir de una pena cuando ya se le han impuesto otras con anterioridad; asimismo, se prescinde de un procedimiento penal, cuando el imputado haya colaborado eficazmente en la investigación de otros delitos graves o contra la delincuencia organizada.

En nuestro Código Nacional de Procedimientos Penales, el numeral 256 regula la aplicación de los criterios de oportunidad, siempre que, en su caso, se hayan reparado o garantizado los daños causados a la víctima u ofendido o ésta manifieste su falta de interés jurídico en dicha reparación, siendo aplicable en los siguientes supuestos: que se trate de un delito que no tenga pena privativa de libertad, tenga pena alternativa o tenga pena privativa de libertad cuya punibilidad máxima sea de cinco años de prisión, siempre que el delito no se haya cometido con violencia; se trate de delitos de contenido patrimonial cometidos sin violencia sobre las personas o de delitos culposos, siempre que el imputado no hubiere actuado en estado de ebriedad, bajo el influjo de narcóticos o de cualquier otra sustancia que produzca efectos similares; cuando el imputado haya sufrido como consecuencia directa del hecho delictivo un daño físico o psicoemocional grave, o cuando el imputado haya contraído una enfermedad terminal que torne notoriamente innecesaria o desproporcional la aplicación de una pena; que la pena o medida de seguridad que pudiera imponerse por el hecho delictivo carezca de importancia en consideración a la pena o medida de seguridad ya impuesta al inculpado por otro delito, o la que podría aplicarse al mismo por otros delitos o bien, por la pena que previamente se le haya impuesto o podría llegar a imponérsele en virtud de diverso proceso tramitado en otro fuero; cuando el imputado aporte información esencial para la persecución de un delito más grave del que se le imputa, la información que proporcione derive en la detención de un imputado diverso y se comprometa a comparecer en juicio.

En estos supuestos, los efectos del criterio de oportunidad suspenderán hasta en tanto el imputado beneficiado comparezca a rendir su declaración en la audiencia de juicio, cuando la afectación al bien jurídico tutelado resulte poco significativa, y cuando la continuidad del proceso o la aplicación de la pena sea irrelevante para los fines preventivos de la política criminal.

Como excepción, también nuestro Código establece que no podrá aplicarse el criterio de oportunidad, en los casos de delitos contra el libre desarrollo de la personalidad, de violencia familiar, ni en los casos de delitos fiscales o aquellos que afecten gravemente el interés público.

La aplicación de los criterios de oportunidad podrá ordenarse en cualquier momento y hasta antes de que se dicte el auto de apertura a juicio y extinguirá la acción penal con respecto al autor o partícipe en cuyo beneficio se dispuso la aplicación de dicho criterio; en otros casos se suspenderá el ejercicio de la acción penal.

 

VIGÉSIMO

Partiendo de la idea de que prueba es el medio de convicción desahogado ante el órgano jurisdiccional, el legislador ha tenido a bien precisar los conceptos de la prueba atendiendo a la etapa procedimental en la cual se presentan.

Por lo que este Código establece que dato de prueba es la referencia al contenido de un determinado medio de convicción aún no desahogado ante el órgano jurisdiccional, que se advierta idóneo y pertinente para establecer razonablemente la existencia de un hecho delictivo y la probable participación del imputado; medios o elementos de prueba son toda fuente de información que permite reconstruir los hechos, respetando las formalidades procedimentales previstas para cada uno de ellos y prueba todo conocimiento cierto o probable sobre un hecho, que ingresando al proceso como medio de prueba en una audiencia y desahogada bajo los principios de inmediación y contradicción, sirve al tribunal de enjuiciamiento como elemento de juicio para llegar a una conclusión cierta sobre los hechos materia de la acusación.

Ahora, si bien es cierto que las partes tienen la libertad de ofrecer cualquier medio de prueba para acreditar sus respectivos argumentos y pretensiones, debe decirse que esta libertad no es absoluta como algunos lo piensan, sino que están sujetas a establecer si el medio de prueba es idóneo y pertinente para el hecho o circunstancia que se pretende probar, para tal efecto debemos de precisar cuál es el objeto de prueba, el órgano de prueba y el medio de prueba.

Objeto de la prueba. En el proceso hay que determinar el tema a probar (thema probandum); consiste en la cosa, la circunstancia o el acontecimiento cuyo conocimiento es necesario y debe obtenerse en el proceso.

El objeto de la prueba «son los hechos no admitidos y no notorios» puesto que los hechos que no pueden negarse sine tergiversatione, no exigen prueba. Objeto de la prueba son los hechos dudosos o controvertidos. El objeto de prueba, para que se pueda estimar como tal en el proceso, debe contener algo que se relacione con la verdad buscada en el proceso.

El objeto de prueba principal es el hecho del delito, objeto de prueba accesorio y secundario, son los hechos distintos del delito, pero conexos, de los cuales puede deducirse el delito (2) .

Esto nos obliga a manifestar que un requisito esencial del objeto de prueba es la pertinencia. Por pertinencia queremos indicar que lo que se trata de probar tenga alguna relación con lo que en el proceso se quiere saber. La falta de pertinencia hace desaparecer el objeto de prueba.

Órgano de prueba es la persona por medio de la cual se adquiere en el proceso el objeto de prueba; es decir, por medio de la cual dicho objeto llega al conocimiento del juez y eventualmente de los demás sujetos procesales.

El principio de la verdad material, que en el proceso brilla con luz propia y constituye el fundamento del sistema probatorio, y el criterio del libre convencimiento, que es el alma y el espíritu vivificador de este sistema, llevan conjuntamente a la conclusión de que los medios de prueba no pueden señalarse en una enumeración taxativa e inmodificable. Así se manifiesta en toda su firmeza el principio de la libertad de los medios de prueba (3) .

Medio de prueba son aquellas cosas o personas por medio de las cuales aporta al juzgador en el proceso el conocimiento de un hecho de importancia jurídica. Hay medios de prueba simples y medios de prueba compuestos o complejos; los primeros se manifiestan por sí mismos, verbigracia los testigos, y los segundos exigen o pueden exigir el concurso de otros medios, por ejemplo, inspección del juez con intervención de peritos, reconstrucción del hecho con testigos, peritos, inspección ocular de un lugar.

La licitud de la prueba consiste en que los datos y las pruebas deberán ser obtenidos, producidos y reproducidos lícitamente y por prueba ilícita se entiende como aquella obtenida con violación de los derechos fundamentales plasmados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales, lo que será motivo de exclusión o nulidad (4) .

Las partes harán valer la nulidad del medio de prueba en cualquier etapa del proceso y el juez o tribunal deberá pronunciarse al respecto.

El órgano jurisdiccional asignará libremente el valor correspondiente a cada uno de los datos y pruebas, de manera libre y lógica, debiendo justificar adecuadamente el valor otorgado; explicará y justificará su valoración con base en la apreciación conjunta, integral y armónica de todos los elementos probatorios.

 

VIGÉSIMO PRIMERO

Conforme a las reformas del 18 de junio del 2008 al artículo 21 de la Constitucional Política de los Estados Unidos Mexicanos, se estableció en el párrafo primero: «La investigación de los delitos corresponde al Ministerio Público, a las policías, las cuales actuarán bajo la conducción y mando de aquel en el ejercicio de esta función».

Como se advierte del precepto constitucional en cita, al referirse a las policías, debemos de entender que son las policías de investigación, sea local o federal, las facultadas para la investigación de los delitos, sin que deba entenderse que se refiera dicha facultad a las demás policías preventivas locales, porque estas últimas no tienen el conocimiento y preparación necesarias para dicha investigación.

Una vez dicho lo anterior, al tener las policías de investigación las facultades para la investigación de los delitos, pueden realizar actuaciones encaminadas a tal fin, sin que estas actuaciones sean autónomas a las realizadas por el Ministerio Público en la misma investigación, porque los policías de investigación están, por mandato constitucional, bajo el mando de aquél.

Por tal motivo, encontramos que el Código Nacional de Procedimientos Penales prevé actuaciones de investigación que pueden realizar directamente los policías de investigación, como lo son: la inspección sobre el estado que guardan lugares, objetos, instrumentos o productos del delito, que incluye la entrevista de personas que se encuentran en dicho lugar; la inspección sobre una persona y sus posesiones en caso de flagrancia o cuando existan indicios de que oculta entre sus ropas o que lleva adherido a su cuerpo instrumentos, objetos o productos relacionados con el hecho considerado como delito que se investiga; solicitar a cualquier persona la aportación voluntaria de muestras de fluido corporal, vello o cabello, exámenes corporales de carácter biológico, extracciones de sangre u otros análogos, así como que se le permita obtener imágenes internas o externas de alguna parte del cuerpo, siempre que no implique riesgos para la salud y la dignidad de la persona; podrá disponer la práctica de los peritajes que sean necesarios para la investigación del hecho, entre otras, sin que esto implique que el Ministerio Público no pueda practicarlas directamente.

El artículo 16 de nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su párrafo décimo cuarto, establece que los jueces de control resolverán de forma inmediata y por cualquier medio, las técnicas de investigación que requieran control judicial, garantizando los derechos de los indiciados, víctimas u ofendidos.

Atento al precepto constitucional plasmado, este Código prevé actuaciones de investigación que en sí mismo son actos de molestia hacia el gobernado, por lo que requieren de su consentimiento para llevarse a cabo y, en caso de no contar con el mismo, el Ministerio Público requerirá autorización judicial para tal efecto, como lo son, entre otros: la inspección de personas que implique una exposición de partes íntimas del cuerpo; la aportación de muestras de fluido corporal, vello o cabello, exámenes corporales de carácter biológico, extracciones de sangre u otros análogos, así como que se le permita obtener imágenes internas o externas de alguna parte del cuerpo, siempre que no implique riesgos para la salud y la dignidad de la persona. En la toma de muestras podrá estar presente una persona de confianza del examinado o el abogado defensor en caso de que se trate del imputado, quien será advertido previamente de tal derecho.

Tratándose de menores de edad estará presente quien ejerza la patria potestad, la tutela o curatela del menor; a falta de alguno de éstos deberá estar presente el Ministerio Público en su calidad de representante social y, en caso de personas inimputables que tengan alguna discapacidad, se proveerá de los apoyos necesarios para que puedan tomar la decisión correspondiente.

El peritaje irreproducible es aquél que se realiza sobre objetos que se consuman al ser analizados; en este supuesto o cualquier otro semejante que impida que con posterioridad se practique un peritaje independiente, deberá ser notificado por el Ministerio Público al defensor del imputado, si éste ya se hubiere designado o al defensor público, para que, si lo estima necesario, los peritos de ambas partes, y de manera conjunta practiquen el examen, o bien, para que el perito de la defensa acuda a presenciar la realización de peritaje.

Lo novedoso de este peritaje es la actuación de un defensor público sin que haya sido nombrado por el imputado, para que éste último pueda nombrar peritos en la materia e intervenir en el peritaje irreproducible y así no dejar al imputado en estado de indefensión, en lo que a este tipo de peritajes se refiere.

En lo tocante a los peritajes especiales, su intervención se da en asuntos relacionados con personas agredidas sexualmente o cuando la naturaleza del hecho delictivo lo amerite, debiendo integrar un equipo interdisciplinario con profesionales capacitados en atención a víctimas, con el fin de concentrar en una misma sesión las entrevistas que ésta requiera, para la elaboración del respectivo dictamen.

El artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su párrafo décimo segundo, indica: «Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionará penalmente cualquier acto que atente contra la libertad y privacía de las mismas, excepto cuando sean aportadas de forma voluntaria por alguno de los particulares que participen en ellas. El juez valorará el alcance de éstas, siempre y cuando contengan información relacionada con la comisión de un delito. En ningún caso se admitirán comunicaciones que violen el deber de confidencialidad que establezca la ley».

Acorde a lo anterior, nuestro Código procesal en comento regula las comunicaciones entre particulares, las cuales podrán ser aportadas voluntariamente a la investigación o al proceso penal, cuando hayan sido obtenidas directamente por alguno de los participantes en la misma y deberán estar estrechamente vinculadas con el delito que se investiga, por lo que en ningún caso el juez admitirá comunicaciones que violen el deber de confidencialidad respecto de los sujetos a que se refiere este Código, ni la autoridad prestará el apoyo a que se refiere el párrafo anterior cuando se viole dicho deber.

Sin embargo, fuera del supuesto anterior, la autorización de la intervención de la comunicación privada la puede dar la autoridad judicial federal, conforme al párrafo décimo tercero del numeral 16 de nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que establece: «Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación privada. Para ello, la autoridad competente deberá fundar y motivar las causas legales de la solicitud, expresando, además, el tipo de intervención, los sujetos de la misma y su duración. La autoridad judicial federal no podrá otorgar estas autorizaciones cuando se trate de materias de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del detenido con su defensor».

En nuestro sistema anterior, era práctica común que el reconocimiento de persona se llevara a cabo mediante la famosa Cámara de Gesell, sin que se cumplieran para tal efecto las formalidades de la confrontación. Por lo que, ahora, nuestro Código procesal prevé las formalidades que se deben seguir para el reconocimiento de personas, la cual deberá practicarse con la mayor reserva posible. El reconocimiento procederá, aún sin consentimiento del imputado, pero siempre en presencia de su defensor; quien sea citado para efectuar un reconocimiento deberá ser ubicado en un lugar desde el cual no sea visto por las personas susceptibles de ser reconocidas. Se adoptarán las previsiones necesarias para que el imputado no altere u oculte su apariencia.

El reconocimiento del imputado se deberá de realizar presentándolo en conjunto con otras personas con características físicas similares, salvo que las condiciones de la investigación no lo permitan, lo que se asentará en el registro correspondiente de la diligencia. Además, lo novedoso es que, en todos los procedimientos de reconocimiento, el acto deberá realizarse por una autoridad ministerial distinta a la que dirige la investigación y tratándose de personas menores de edad o de víctimas u ofendidos por los delitos de secuestro, trata de personas o violación que deban participar en el reconocimiento de personas, el Ministerio Público dispondrá medidas especiales para su participación, con el propósito de salvaguardar su identidad e integridad emocional. En la práctica de tales actos, el Ministerio Público deberá contar, en su caso, con el auxilio de peritos y con la asistencia del representante del menor de edad.

Lo mismo acontece con el reconocimiento por fotografía, en donde se le deberán mostrar las fotografías del imputado y las de otras personas con características semejantes, pero en ningún caso se deberán mostrar al testigo retratos computarizados o hechos a mano, o imágenes de identificación facial electrónica.

Pero resulta desatinado nuestro Código procesal al autorizar la pluralidad de reconocimientos, manifestando que la misma puede realizarse en un solo acto, lo cual rompe con las formalidades señaladas en líneas anteriores.

En el reconocimiento de objeto, quien realice la diligencia deberá proceder a su descripción. Acto seguido se presentará el objeto o el registro del mismo para llevar a cabo el reconocimiento.

También en este Código se prevé el reconocimiento de voces, sonidos y cuanto pueda ser objeto de percepción sensorial; se observarán, en lo aplicable, las disposiciones previstas para el reconocimiento de personas.

En la orden de cateo, sigue teniendo las mismas características y objetivos, como lo son para inspeccionar un domicilio o una propiedad privada, la persona o personas que han de aprehenderse y los objetos que se buscan, señalando los motivos e indicios que sustentan la necesidad de la orden, así como los servidores públicos que podrán practicar o intervenir en dicho acto de investigación.

En lo que se refiere a la aprehensión de personas, se deben de reunir los requisitos plasmados en el artículo 16 de nuestra Carta Magna, que estipula: «No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin que preceda denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito, sancionado con pena privativa de libertad y obren datos que establezcan que se ha cometido ese hecho y que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión». Sin embargo, el Código Nacional de Procedimientos Penales, en el artículo 283 no establece dichos requisitos; sólo establece, en lo que a la orden de aprehensión se refiere, en su fracción III: «El motivo del cateo, debiéndose indicar o expresar los indicios de los que se desprenda la posibilidad de encontrar en el lugar la persona o personas que hayan de aprehenderse o los objetos que se buscan». Por lo que existe una discordancia en lo plasmado por la Constitución y lo previsto en el Código Nacional de Procedimientos Penales.

Lo mismo acontece con lo establecido en el multicitado artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en donde se afirma: «En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir, a solicitud del Ministerio Público, se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, levantándose al concluirla, un acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia». Esto es, que la diligencia de cateo debe limitarse exclusivamente al objetivo por el cual fue librada la orden correspondiente; sin embargo, el Código Nacional de Procedimientos Penales establece en su numeral 289 que: «si al practicarse un cateo resultare el descubrimiento de un delito distinto del que lo haya motivado, se formará un inventario de aquello que se recoja relacionado con el nuevo delito, observándose en este caso lo relativo a la cadena de custodia y se hará constar esta circunstancia en el registro para dar inicio a una nueva investigación».

Asimismo, el Código Nacional de Procedimientos Penales prevé el ingreso de la autoridad investigadora a un lugar sin autorización judicial cuando sea necesario para repeler una agresión real, actual o inminente y sin derecho que ponga en riesgo la vida, la integridad o la libertad personal de una o más personas, o se realiza con consentimiento de quien se encuentre facultado para otorgarlo.

La ciencia de la tecnología va avanzando a pasos agigantados y la delincuencia se está modernizando en dichos avances para la comisión de delitos, por lo que, ante tal circunstancia, la ley penal sustantiva y adjetiva debe de estar actualizada al respecto, motivo por el cual surge en nuestro Código Nacional de Procedimientos Penales una nueva técnica de investigación, la cual puede ser solicitada por el Procurador o el servidor público en quien se delegue la facultad para solicitar la conservación de datos, a los concesionarios, permisionarios o comercializadoras del servicio de telecomunicaciones, comunicación vía satélite, la localización geográfica en tiempo real de los equipos de comunicación móvil asociados a una línea que se encuentren relacionados con los hechos que se investigan y se les podrá también requerir la conservación inmediata de datos contenidos en redes, sistemas o equipos de informática, hasta por un tiempo máximo de noventa días. Lo anterior debido a la urgencia y que se encuentre en alto riesgo la vida o la integridad física de la víctima u ofendido, o que se oculten o desaparezca el objeto del delito.

 

VIGÉSIMO SEGUNDO

El reformado artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su párrafo primero, establece: «Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del plazo de setenta y dos horas, a partir de que el indiciado sea puesto a su disposición, sin que se justifique con un auto de vinculación a proceso en el que se expresará: el delito que se impute al acusado; el lugar, tiempo y circunstancias de ejecución, así como los datos que establezcan que se ha cometido un hecho que la ley señale como delito y que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión». Y, en su párrafo quinto, afirma: «Todo proceso se seguirá forzosamente por el hecho o hechos delictivos señalados en el auto de vinculación a proceso».

Al analizar este considerando y relacionándolo con el numeral 19 de nuestra Carta Magna, nos damos cuenta de la confusión que existe en el legislador al querer equiparar el auto de plazo constitucional, denominado formal prisión o sujeción a proceso, con el auto de vinculación a proceso. Es cierto, el auto de formal prisión o sujeción a proceso era considerado como cabeza del proceso; en la actualidad, en el procedimiento acusatorio, el auto de vinculación a proceso no lo es, en virtud de que, este último está inmerso en medio de la etapa de investigación, es decir, entre la investigación inicial y la investigación complementaria, en donde el Ministerio Público investiga desde la denuncia o querella o acto equivalente, hasta el cierre de la investigación complementaria. Por dicho motivo se afirma que, conforme al artículo 19 de nuestro máximo ordenamiento, se investiga para vincular a proceso a un imputado y conforme al Código Nacional de Procedimientos Penales, se vincula a proceso para continuar investigando.

Asimismo, se afirma, que el auto de vinculación a proceso en el Código Nacional de Procedimientos Penales no es cabeza de proceso, como lo era el auto de formal prisión o sujeción a proceso en el anterior sistema, toda vez que, una vez formulada imputación y dictado el auto de vinculación a proceso, el Ministerio Público continúa dirigiendo la investigación complementaria. Por lo que ya no resulta idóneo afirmar que conforme al citado artículo 19 de nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su párrafo quinto: «Todo proceso se seguirá forzosamente por el hecho o hechos delictivos señalados en el auto de vinculación a proceso», y menos afirmar como lo refiere el numeral 211 del Código Nacional de Procedimientos Penales que establece: «El proceso dará inicio con la audiencia inicial, y terminará con la sentencia firme», porque al continuar investigando el Ministerio Público en la complementaria, puede ser que los hechos considerados como delitos una vez cerrada la investigación, sean diversos a los señalados en el auto de vinculación a proceso o incluso no se formule acusación.

En este mismo sentido se puede afirmar que, conforme al artículo 311 del Código Nacional de Procedimientos Penales, el Ministerio Público formule imputación en la audiencia inicial exponiendo al imputado el hecho que se le atribuye, la calificación jurídica preliminar, la fecha, lugar y modo de su comisión, la forma de intervención que haya tenido en el mismo, así como el nombre de su acusador, al continuarse con la investigación complementaria, sin variar los hechos, puede variar el delito o la forma de intervención.

Conforme al procedimiento de la audiencia inicial, se debe nombrar defensor al imputado y hacerle saber sus derechos, procediendo inmediatamente a resolver sobre la legal detención, por existir flagrancia o caso urgente, o en su caso, por cumplimentarse una orden de aprehensión, de comparecencia o citación a audiencia inicial, se formulará la imputación y en su caso se tomará la declaración inicial del imputado, procediendo el juzgador de control a resolver sobre la vinculación o no a proceso, las medidas cautelares solicitadas y sobre el plazo de cierre de la investigación complementaria.

Una vez cerrada la investigación complementaria, el Ministerio Público formulará acusación o solicitará el sobreseimiento, esto último también podrá ser solicitado por el imputado o su defensor.

 

VIGÉSIMO TERCERO

Conforme al artículo 261 del Código Nacional de Procedimientos Penales, se denomina prueba a todo conocimiento cierto o probable sobre un hecho, que ingresando al proceso como medio de prueba en una audiencia y desahogada bajo los principios de inmediación y contradicción, sirve al tribunal de enjuiciamiento como elemento de juicio para llegar a una conclusión cierta sobre los hechos materia de la acusación.

Bajo este concepto e interpretado a contrario sensu, si un medio de prueba no es desahogado ante el tribunal de enjuiciamiento, no será considerado como prueba.

Tal afirmación tiene su excepción, la cual está plasmada en el numeral 304 del Código Nacional de Procedimientos Penales, bajo la figura de la prueba anticipada, la cual permite que un medio de prueba se desahogue ante el juez de control bajo ciertas circunstancias o requisitos y que posteriormente adquiera valor a pesar de no ser desahogada ante el tribunal de enjuiciamiento.

Hasta antes de la celebración de la audiencia de juicio se podrá desahogar anticipadamente, cualquier medio de prueba pertinente, siempre que sea practicada ante el juez de control; que sea solicitada por alguna de las partes, quienes deberán expresar las razones por las cuales el acto se debe realizar con anticipación a la audiencia de juicio en la que se pretende desahogar y se torna indispensable en virtud de que se estime probable que algún testigo no podrá concurrir a la audiencia de juicio, por vivir en el extranjero, por existir motivo que hiciere temer su muerte, o por su estado de salud o incapacidad física o mental que le impidiese declarar; teniendo además motivos fundados y de extrema necesidad para evitar la pérdida o alteración del medio probatorio, y que se practique en audiencia y en cumplimiento de las reglas previstas para la práctica de pruebas en el juicio.

La solicitud de desahogo de prueba anticipada podrá plantearse desde que se presenta la denuncia, querella o acto equivalente y hasta antes de que dé inicio la audiencia de juicio oral y, en caso de que, no exista imputado identificado, se designará un defensor público para que intervenga en la audiencia.

 

VIGÉSIMO CUARTO

La etapa intermedia se compone de una fase escrita y una fase oral. La primera inicia con el escrito de acusación que formula el Ministerio Público. La fase oral dará inicio con la celebración de la audiencia intermedia y culminará con el dictado del auto de apertura a juicio. Por lo tanto, el objeto de la etapa intermedia es la formulación de la acusación vía escrita, la solicitud de coadyuvancia, el ofrecimiento y admisión de los medios de prueba, así como la depuración de los hechos controvertidos que serán materia del juicio.

La acusación del Ministerio Público deberá contener en forma clara y precisa la individualización del o los acusados y de su defensor; la identificación de la víctima u ofendido y su asesor jurídico; una relación clara, precisa, circunstanciada y específica de los hechos atribuidos en modo, tiempo y lugar, así como su clasificación jurídica; las modalidades del delito que concurrieren; la autoría o participación concreta que se atribuye al acusado; la expresión de los preceptos legales aplicables; el señalamiento de los medios de prueba que pretenda ofrecer, así como la prueba anticipada que se hubiere desahogado en la etapa de investigación; el monto de la reparación del daño y los medios de prueba que ofrece para probarlo; la pena o medida de seguridad cuya aplicación se solicita incluyendo en su caso la correspondiente al concurso de delitos; los medios de prueba que el Ministerio Público pretenda presentar para la individualización de la pena y, en su caso, la procedencia o no, de sustitutivos de la pena de prisión o suspensión de la misma; la solicitud de decomiso de los bienes asegurados; la propuesta de acuerdos probatorios, en su caso, y la solicitud de que se aplique alguna forma de terminación anticipada del proceso cuando ésta proceda.

La acusación sólo podrá formularse por los hechos y personas señaladas en el auto de vinculación a proceso, aunque se efectúe una distinta clasificación, la cual deberá hacer del conocimiento de las partes.

Una vez presentada la acusación, el juez de control ordenará su notificación a las partes al día siguiente; al acusado y su defensor, a la víctima u ofendido por conducto de su asesor jurídico, se les entregará copia de la acusación. Para estar en condiciones de señalar fecha de audiencia intermedia, el Ministerio Público deberá poner a disposición de las demás partes todos los antecedentes recabados durante la investigación.

El descubrimiento probatorio es la figura mediante la cual el Ministerio Público y el asesor jurídico, entregan a la defensa copia de los registros de la investigación que incluyen todos los documentos que integren la carpeta de investigación, así como fotografías, videos con o sin audio, grabaciones de voz, informes periciales y pruebas periciales que obren en cualquier tipo de soporte o archivo electrónico, y que pretenda ofrecerlos como medios de prueba para ser desahogados en juicio. La defensa sólo estará obligada a descubrir aquellos medios de prueba que pretenda llevar a juicio como prueba.

El Ministerio Público deberá efectuar en favor de la defensa su descubrimiento en un plazo de cinco días, contados a partir de que se hubieren satisfecho los supuestos previstos en el artículo 335. Lo anterior sin perjuicio de la obligación del Ministerio Público de dar acceso al imputado y su defensor del contenido de la carpeta de investigación cuando así lo soliciten.

En esta etapa, una vez formulada la acusación, la víctima u ofendido podrán mediante escrito constituirse como coadyuvantes en el proceso; señalar los vicios formales de la acusación y requerir su corrección; ofrecer los medios de prueba que estime necesarios para complementar la acusación del Ministerio Público debiendo hacerlo de su conocimiento por conducto del juez y solicitar el pago de la reparación del daño y cuantificar su monto.

En tal caso, el Ministerio Público deberá comunicarlo al imputado y a su defensor para que comparezcan ante su presencia a tomar conocimiento de ello y, en su caso, soliciten copia de los mismos.

Los acuerdos probatorios son aquellos celebrados entre el Ministerio Público y el acusado y su defensor, sin oposición fundada de la víctima u ofendido, para aceptar como probados alguno o algunos de los hechos o sus circunstancias. El juez de control autorizará el acuerdo probatorio, siempre que lo considere justificado por existir antecedentes de la investigación con los que se acredite el hecho.

En estos casos, el juez de control indicará en el auto de apertura a juicio, cuáles son los hechos no controvertidos y que se tienen por acreditados y cuáles son los hechos controvertidos a que deberá estarse durante la audiencia del juicio oral.

El juez de control, una vez examinados los medios de prueba ofrecidos y de haber escuchado a las partes, ordenará fundadamente que se excluyan de ser rendidos en la audiencia de juicio, aquellos medios de prueba que no se refieran directa o indirectamente al objeto de la investigación y sean útiles para el esclarecimiento de los hechos, así como aquellos que se ofrezca para generar efectos dilatorios, en virtud de ser sobreabundante por referirse a diversos medios de prueba del mismo tipo, testimonial o documental, que acrediten lo mismo; impertinentes, por no referirse a los hechos controvertidos o innecesarias, por referirse a hechos públicos, notorios o incontrovertidos; por haberse obtenido con violación a derechos fundamentales; por haber sido declaradas nulas o por ser aquellas que contravengan las disposiciones señaladas en este Código para su desahogo. Asimismo, en los casos de delitos contra la libertad y seguridad sexuales y el normal desarrollo psicosexual, el juez excluirá la prueba que pretenda rendirse sobre la conducta sexual anterior o posterior de la víctima.

Antes de finalizar la audiencia intermedia, el juez de control dictará el auto de apertura a juicio indicando el tribunal de enjuiciamiento competente para celebrar la audiencia de juicio, así como la fecha y hora fijadas para la audiencia; la individualización de los acusados; las acusaciones que deberán ser objeto del juicio y las correcciones formales que se hubieren realizado en ellas, así como los hechos materia de la acusación; los acuerdos probatorios a los que hubieren llegado las partes; los medios de prueba admitidos que deberán ser desahogados en la audiencia de juicio, así como la prueba anticipada; los medios de pruebas que, en su caso, deban de desahogarse en la audiencia de individualización de las sanciones y de reparación del daño; las medidas de resguardo de identidad y datos personales que procedan en términos de este Código; las personas que deban ser citadas a la audiencia de debate y las medidas cautelares que hayan sido impuestas al acusado.

El juez de control hará llegar el auto de apertura a juicio al tribunal de enjuiciamiento competente y pondrá a su disposición los registros, así como al acusado.

 

VIGÉSIMO QUINTO

En la etapa de juicio es donde se deciden las cuestiones esenciales del proceso, sobre la base de la acusación en el que cobran vigencia en todo su esplendor los principios que rigen el proceso acusatorio como lo son: el de inmediación, publicidad, concentración, igualdad, contradicción y continuidad.

En el auto de apertura a juicio oral dictado por el juez de control, se establece la fecha para la celebración de la audiencia de debate y se cita oportunamente a todas las partes para asistir al debate.

Los jueces que hayan intervenido en alguna etapa del procedimiento anterior a la audiencia de juicio no podrán fungir como tribunal de enjuiciamiento.

Sólo podrá suspenderse la audiencia en forma excepcional: cuando se deba resolver una cuestión incidental que no pueda, por su naturaleza, resolverse en forma inmediata; porque tenga que practicarse algún acto fuera de la sala de audiencias, incluso porque se tenga la noticia de un hecho inesperado que torne indispensable una investigación complementaria y no sea posible cumplir los actos en el intervalo de dos sesiones; porque no comparezcan testigos, peritos o intérpretes, deba practicarse una nueva citación y no se pueda continuar el debate hasta que ellos comparezcan; porque algún integrante del tribunal de enjuiciamiento, el acusado o cualquiera de las partes se enfermen a tal extremo que no puedan continuar interviniendo en el debate; porque el defensor, el Ministerio Público o el acusador particular no pueda ser reemplazado inmediatamente o en caso de muerte o incapacidad permanente, o por alguna catástrofe o algún hecho extraordinario torne imposible su continuación.

El tribunal de enjuiciamiento ordenará los aplazamientos que se requieran, indicando la hora en que continuará el debate. No será considerado aplazamiento ni suspensión el descanso de fin de semana y los días inhábiles de acuerdo con la legislación aplicable.

Si la audiencia de debate de juicio, no se reanuda a más tardar al undécimo día después de ordenada la suspensión, se considerará interrumpido y deberá ser reiniciado ante un tribunal de enjuiciamiento distinto y lo actuado será nulo.

Lo anterior, deja de ser aplicable por la excesiva carga de trabajo que existe para los tribunales de enjuiciamiento, que se ven imposibilitados de cumplir con dicho mandamiento, provocado por la actitud de la autoridad ministerial, que, lejos de concluir los asuntos por alguna solución alterna, la aplicación de un criterio de oportunidad o la propuesta de procedimientos abreviados, prevalece la idea de que, la eficacia de la procuraduría se ve plasmada por el número de asuntos que se turne ante el juez de control y que con posterioridad culminen con un juicio ante el tribunal de enjuiciamiento.

Las decisiones del tribunal de enjuiciamiento serán verbales, con expresión de sus fundamentos y motivos, quedando todos notificados de su emisión.

 

VIGÉSIMO SEXTO

Una de las cualidades que debe tener el juzgador en el procedimiento acusatorio, a parte del conocimiento de la ciencia del derecho, es actuar con temple y firmeza en sus decisiones, además de ser cauto en la dirección de las audiencias. Mucho se ha dicho que en el procedimiento acusatorio, al ser considerado como adversarial, lo que no compartimos por advertirse que es garantista, el papel del juzgador debe de ser pasivo ante las pretensiones e interrogatorio de las partes; otros piensan que el papel del juzgador debe de ser más activo porque va dirigiendo la audiencia y controlando el actuar de las partes sin llegar a ser protagónicos que represente un obstáculo para que las partes puedan ejercer a cabalidad sus derechos.

Por el contrario, de acuerdo con los lineamientos de este sistema, aplicados en lo conducente y desde la perspectiva de la Constitución y los tratados internacionales, visualizados sobre la racionalidad integral de la operatividad y eficacia perseguidas, la función del juez implica una gran responsabilidad en cuanto al seguimiento y la dirección de las audiencias, por eso pasa a ser el sujeto más importante en la triada procesal que debe buscar, mediante la ponderación racional, el constante equilibrio entre partes como base de la característica fundamental de ser garantista. Lo anterior significa que el criterio que se estima congruente con los referidos principios constitucionales, es el que admite que dicho juzgador no puede permanecer impasible ante la notoria incongruencia o despropósito del actuar deficiente o tendencioso de las partes, pero tampoco asumir una postura de manipulación o interferencia en el debido ejercicio del derecho. Lo anterior se afirma en el criterio sustentado por los tribunales federales, con el rubro «Sistema procesal penal acusatorio. Actuación que el Juez debe tener para cumplir con los principios de imparcialidad, contradicción y equilibrio procesal previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos» (5) .

La dirección del debate de juicio implica ordenar y autorizar las lecturas pertinentes, hacer las advertencias que correspondan, tomar las protestas legales y moderar la discusión, impidiendo intervenciones impertinentes o que no resulten admisibles, sin coartar con ello el ejercicio de la persecución penal o la libertad de defensa, resolver las objeciones que se formulen durante la audiencia.

La disciplina en la audiencia es indispensable para llevarla a buen término, por lo que el juzgador que la presida deberá mantener el orden, solicitando a los asistentes el respeto y las consideraciones debidas, corrigiendo en el acto las faltas que se cometan.

Para llevar a cabo esta especial tarea, el Código Nacional de Procedimientos Penales establece una serie de medidas para aplicar a quien altere el orden, como son: el apercibimiento, multa, expulsión de la sala de audiencia; arresto hasta por treinta y seis horas, o el desalojo público de la sala de audiencia.

Si el infractor fuere el Ministerio Público, el acusado, su defensor, la víctima u ofendido, y fuere necesario expulsarlos de la sala de audiencia, se aplicarán las reglas conducentes para el caso de su ausencia.

Si el orden no se restablece a pesar de las medidas adoptadas, el órgano jurisdiccional que presida la audiencia la suspenderá hasta en tanto se encuentren reunidas las condiciones que permitan continuar con su curso normal.

El tribunal de enjuiciamiento podrá ordenar el arresto hasta por quince días ante la contumacia de las obligaciones procesales de testigos o peritos que atenten contra el principio de continuidad, como lo pueden ser sus incomparecencias injustificadas a audiencia o aquellos actos que impidan que las pruebas puedan desahogarse en tiempo y forma.

 

VIGÉSIMO SÉPTIMO

Por regla general, se tiene conocimiento que las partes en un procedimiento penal tienen la libertad probatoria con la que podrán ser acreditados los hechos o circunstancias con base a su teoría del caso.

Pero, en este procedimiento, dicha regla general se ve delimitada, tan es así que es nulo de origen una prueba obtenida mediante actos que vulneren derechos fundamentales plasmados en nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de la materia; también no podrá ser valorada una prueba si no fue ofrecida y desahogada en los plazos establecidos en la ley; de igual forma, no podrá ser objeto de valoración una probanza que siendo ofrecida de manera oportuna, no fue incorporada en la audiencia de desahogo de pruebas.

Asimismo, la libertad de las partes de ofrecer las pruebas no es absoluta, pues se debe atender a la idoneidad y a la pertinencia de la misma, con la cual se pretende acreditar o desacreditar el hecho o circunstancia controvertida.

La pertinencia de la prueba consiste en que debe de ceñirse al objeto de la prueba, tanto en lo principal como en las circunstancias importantes, es decir, que la prueba que se ofrece debe de ser coherente y tener una relación directa con lo que se plantea en el juicio.

La idoneidad de la prueba consiste en que la prueba ofrecida debe de ser la adecuada para acreditar o desacreditar un hecho o circunstancia controvertida.

Al respecto, el artículo 20, apartado A, de nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su fracción II, establece: «Toda audiencia se desarrollará en presencia del juez, sin que pueda delegar en ninguna persona el desahogo y la valoración de las pruebas, la cual deberá realizarse de manera libre y lógica»; en la fracción III, afirma: «Para los efectos de la sentencia sólo se considerarán como prueba aquellas que hayan sido desahogadas en la audiencia de juicio. La ley establecerá las excepciones y los requisitos para admitir en juicio la prueba anticipada, que por su naturaleza requiera desahogo previo»; y la fracción IX refiere: «Cualquier prueba obtenida con violación de derechos fundamentales será nula». Por su parte, en el apartado B, en su fracción IV, menciona: «Se le recibirán los testigos y demás pruebas pertinentes que ofrezca, concediéndosele el tiempo que la ley estime necesario al efecto y auxiliándosele para obtener la comparecencia de las personas cuyo testimonio solicite, en los términos que señale la ley»; y en su apartado C, fracción II, establece: «Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se le reciban todos los datos o elementos de prueba con los que cuente, tanto en la investigación como en el proceso, a que se desahoguen las diligencias correspondientes…».

Acorde con lo anterior, el Código Nacional de Procedimientos Penales, en su artículo 356, plasma que: «todos los hechos y circunstancias aportados para la adecuada solución del caso sometido a juicio, podrán ser probados por cualquier medio pertinente producido e incorporado de conformidad con este Código»; en el numeral 357 afirma: «La prueba no tendrá valor si ha sido obtenida por medio de actos violatorios de derechos fundamentales, o si no fue incorporada al proceso conforme a las disposiciones de este Código»; asimismo, el artículo 358 señala: «La prueba que hubiere de servir de base a la sentencia deberá desahogarse durante la audiencia de debate de juicio, salvo las excepciones expresamente previstas en este Código».

La valoración de la prueba es aquella operación mental que realiza el órgano jurisdiccional, cuyo objetivo es obtener de cada elemento probatorio la suficiente convicción para determinar sobre la existencia o no de un hecho delictivo y la autoría o participación de una persona en su comisión. Por lo que el tribunal de enjuiciamiento deberá hacer referencia en la motivación que realice, de todas las pruebas desahogadas, incluso de aquellas que se hayan desestimado, indicando las razones que se tuvieron para hacerlo.

La motivación permitirá la expresión del razonamiento utilizado para alcanzar las conclusiones contenidas en la resolución jurisdiccional. Sólo se podrá condenar al acusado si se llega a la convicción de su culpabilidad más allá de toda duda razonable y en caso de duda razonable, el tribunal de enjuiciamiento absolverá al imputado.

Dentro de la libre valoración de la prueba, implica no una valoración inquisitiva o caprichosa, sino que debe de sujetarse a ciertas reglas, como la sana crítica en la cual el juzgador, para motivar su determinación, debe de realizar un razonamiento adecuado, ajustándose a las reglas de la lógica, las máximas de la experiencia y a los conocimientos científicos. Esto es, que la motivación de la resolución permita constatar que la libertad de la ponderación de la prueba ha sido utilizada de forma correcta y adecuada. La sana crítica es el arte de juzgar atendiendo a la verdad de los hechos, sin vicios ni errores, mediante un razonamiento lógico, dialéctico, con base a la experiencia, la equidad, las ciencias, las artes afines y auxiliares, y a la moral, para alcanzar y establecer con expresión motivada, la certeza sobre la prueba que se produce en el proceso.

La lógica es un proceso mental que incluye reglas y métodos que distinguen el razonamiento válido del inválido, es decir, que un razonamiento es producto de una consecuencia, esto es, que una conclusión se afirma cuando se deriva de unas premisas que fueron consideradas como elementos que explican la primera.

Las reglas de la lógica son: el de la identidad el cual consiste en que todo objeto de conocimiento es idéntico en sí mismo; el de la no contradicción consiste en que una cosa no puede ser y ser al mismo tiempo; el de tercero excluido consiste en que una cosa puede ser y no ser, excluyendo una tercera opción; el de razón suficiente consiste en que toda cosa o situación, para ser verdadera tiene una razón suficiente que la hace creíble. Asimismo, existen otras reglas o principios de la lógica a las cuales el juzgador puede recurrir, como lo son: el razonamiento inductivo, el deductivo, analógico, reglas del silogismo, reglas de la lógica formal, etcétera.

Las máximas de la experiencia son todos los conocimientos humanos que se invocan para establecer la verdad, como las leyes naturales, los usos, las costumbres, las reglas técnicas, los principios de la ciencia, entre otros, pueden utilizarse para conocer, comprobar y apreciar los hechos sometidos a consideración del juzgador.

Los conocimientos científicos son aquellas opiniones emitidas por los profesionales en una ciencia o técnica en que se auxilia el juzgador para la valoración de las pruebas.

 

VIGÉSIMO OCTAVO

En este considerando se hace alusión a la prueba testimonial y a la pericial, y tratan de englobarlos como medios de prueba semejantes, cuando en realidad son muy diferentes.

El testigo es el órgano que lleva al proceso el conocimiento de los hechos comunes, para cuya percepción bastarán las aptitudes ordinarias del hombre, mientras el perito es el órgano que aporta al proceso, el conocimiento de las reglas, los principios y los hechos específicos, científicos o técnicos, para cuya posesión o percepción se requieren en el sujeto, aptitudes o conocimientos peculiares adecuados, esto es, competencia científica o técnica, para decirlo en pocas palabras.

Diferencias sustanciales. Carácter de general (testigo) o de especial (perito). El hecho común puede percibirlo o relatarlo cualquier individuo; en cambio, el hecho especial (científico o técnico) no lo puede percibir sino el que disponga de adecuados conocimientos especiales (científicos o técnicos).

La relación que tiene el testigo con el hecho imputado es individual, contingente, histórica, requisitos que faltan en la relación del perito con el hecho, siendo ésta racional y científica. Además, la relación del testigo con el hecho se deriva de haber sido espectador de él, mientras que la del perito tiene su fundamento por poseer y emplear nociones o aptitudes científicas o técnicas.

El testigo, por lo general, no puede ser representado o sustituido, mientras los métodos de sustitución pueden aplicarse plenamente al perito.

La declaración del testigo no puede ser sino individual y es deber del testigo permanecer fiel a las percepciones recibidas, al perito le corresponde ser fiel a las reglas y a los principios de su ciencia o técnica, además, debe ser leal con el resultado de sus investigaciones.

Diferencias formales. El testigo, como el perito deben jurar, pero el tenor de la fórmula del juramento es diverso, dada la diversidad de sus funciones; el testigo realiza una prestación jurídica que tiene sus matices en un deber social, el perito, en cambio, cumple con un encargo profesional y recibe, por lo tanto, remuneración adecuada.

Diferencias accidentales o accesorias. El testigo refiere hechos, en tanto que el perito le indica al juez los principios de la experiencia y la ciencia; el testigo refiere hechos y el perito expresa juicios; el testigo se refiere a hechos pasados, mientras el perito se refiere a hechos presentes, pero esto no siempre corresponde a la verdad.

El intérprete. Asimilado al perito y las más de las veces equiparado y casi identificado con éste; el intérprete sirve para transmitirle al juez los elementos de prueba (objeto o medios de prueba) que se manifiestan en un idioma o en un dialecto distinto de la lengua empleada en el proceso. Por lo tanto, también es órgano de prueba, ya que presenta al juez o a las partes, en una lengua que les es accesible, los elementos de esta prueba.

El deber de rendir testimonio. El testimonio está vinculado con el hecho que ha de comprobarse necesariamente debe apelarse a él y sin el testigo muchas veces el hecho no podría establecerse, el deber del testimonio lo impone la necesidad de administrar justicia, y por ello va más allá del vínculo de sujeción entre el ciudadano y el Estado.

El deber de rendir testimonio se reduce a tres formas fundamentales: El deber de comparecer, el deber de declarar (la verdad), y el deber de jurar.

El carácter de derecho público que tiene el deber de rendir testimonio, está reafirmado por la incriminación del falso testimonio como delito, incriminación que se funda, no ya en el hecho de faltar al juramento, sino en el perjuicio acarreado a la administración de justicia.

Como toda regla general tiene sus excepciones, el testigo podrá abstenerse de declarar cuando, respecto del imputado, tenga el carácter de tutor, curador, pupilo, cónyuge, concubina o concubinario, conviviente, que hubiese vivido de forma permanente con el imputado durante por lo menos dos años anteriores al hecho, sus parientes por consanguinidad en línea recta ascendente o descendente hasta el cuarto grado y en la colateral por consanguinidad hasta el segundo grado inclusive, salvo que fueran denunciantes.

De igual forma es inadmisible el testimonio de personas que, respecto del objeto de su declaración, tengan el deber de guardar secreto con motivo del conocimiento que tengan de los hechos en razón del oficio o profesión, tales como: ministros religiosos, abogados, visitadores de derechos humanos, médicos, psicólogos, farmacéuticos y enfermeros, así como los funcionarios públicos sobre información que no es susceptible de divulgación según las leyes de la materia. No obstante, estas personas no podrán negar su testimonio cuando sean liberadas por el interesado del deber de guardar secreto.

Respecto de testigos que sean servidores públicos, la dependencia en la que se desempeñen adoptará las medidas correspondientes para garantizar su comparecencia, en cuyo caso absorberá además los gastos que se generen.

Los testimonios especiales son los que emiten los servidores públicos federales: el Presidente de la República; los Secretarios de Estado de la Federación; el Procurador General de la República; los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y los Diputados y Senadores del Congreso de la Unión; los Magistrados del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y los Consejeros del Instituto Federal Electoral; los servidores públicos estatales, el Gobernador; los Secretarios de Estado; el Procurador General de Justicia o su equivalente; los Diputados de los Congresos locales e integrantes de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal Estatal Electoral y los Consejeros del Instituto Electoral estatal; los extranjeros que gozaren en el país de inmunidad diplomática, de conformidad con los tratados sobre la materia, y los que, por enfermedad grave u otro impedimento calificado por el órgano jurisdiccional estén imposibilitados de hacerlo.

Cuando deba recibirse testimonio de menores de edad víctimas del delito y se tema por su afectación psicológica o emocional, así como en caso de víctimas de los delitos de violación o secuestro, el órgano jurisdiccional a petición de las partes, podrá ordenar su recepción con el auxilio de familiares o peritos especializados; para ello deberán utilizarse las técnicas audiovisuales adecuadas que favorezcan evitar la confrontación con el imputado.

Asimismo, cuando las personas que no puedan concurrir a la sede judicial, por estar físicamente impedidas, serán examinadas en el lugar donde se encuentren y su testimonio será transmitido por sistemas de reproducción a distancia.

El órgano jurisdiccional podrá ordenar medidas especiales destinadas a proteger la integridad física y psicológica del testigo, víctimas u ofendidos, así como de sus familiares.

La prueba pericial es el medio de prueba que auxilia al juzgador para el conocimiento de la verdad, valiéndose, quien trata de obtenerla, de la experiencia y los conocimientos (científicos o técnicos) de un tercero de la que se carece.

Gramaticalmente, la palabra pericia proviene de la voz latina peritia, que significa sabiduría, práctica, experiencia y habilidad en una ciencia o arte.

Naturaleza jurídica. Este ha sido uno de los temas en que se ha debatido la doctrina procesal a efecto de establecer la naturaleza jurídica de la pericia; el punto central de la discusión consiste en establecer si la peritación constituye o no un medio de prueba.

Algunos procesalistas estiman que la pericia no es un medio de prueba, sino que se trata de un elemento de juicio que complementa el saber del juez sobre cuestiones técnicas o especializadas. De ahí que la actividad del perito deba ser considerada como auxiliar del juez en la busca de los hechos, circunstancias o de máximas o reglas de experiencia que no se hallen a su alance en la valoración de las pruebas; la opinión del perito ilustra al juez sobre experiencias que desconoce quien, por lo tanto, puede aceptar o rechazar dicha opinión.

Otros juristas consideran que la peritación sí es un medio de prueba, en cuanto a que el carácter de la actividad del perito no es opuesto al concepto de prueba, porque también el testimonio, la confesión y la inspección judicial son actividades y medios de prueba. Se produce en el proceso y para el proceso, a fin de demostrar a los sujetos procesales los elementos probatorios que habrán de ser valorados primero por las partes y en definitiva por el juzgador, conforme a los criterios que las leyes determinan o autoricen.

El peritaje es la expresión de una opinión técnica o científica, respecto de una persona, un objeto, un lugar o una circunstancia especial, teniendo la obligación de plasmar en dichos peritajes, todas las operaciones y experimentos que su ciencia o arte les sugiera y expresarán los hechos y circunstancias que sirvan de fundamento a su dictamen, pero de ninguna manera deberán de emitir una opinión respecto de la culpabilidad o no del imputado.

Los peritos deberán poseer título oficial en la materia relativa al punto sobre el cual dictaminarán y no tener impedimentos para el ejercicio profesional, siempre que la ciencia, el arte, la técnica o el oficio sobre la que verse la pericia en cuestión esté reglamentada; en caso contrario, deberá designarse a una persona de idoneidad manifiesta y que preferentemente pertenezca a un gremio o agrupación relativa a la actividad sobre la que verse la pericia.

De igual forma los peritos que deban intervenir en el procedimiento para efectos probatorios, podrán pedir a la autoridad correspondiente que adopte medidas tendentes a que se les brinde la protección prevista para los testigos.

Antes de declarar, los testigos no podrán comunicarse entre sí, ni ver, oír o ser informados de lo que ocurra en la audiencia, por lo que permanecerán en una sala distinta a aquella en donde se desarrolle y serán llamados en el orden establecido por las partes.

El juzgador que presida la audiencia de juicio identificará al perito o testigo, le tomará protesta de conducirse con verdad y le advertirá de las penas que se imponen si se incurre en falsedad.

Durante la audiencia, los peritos y testigos deberán ser interrogados personalmente, el juzgador que presida la audiencia de juicio concederá la palabra a la parte que propuso el testigo o perito para que lo interrogue, y con posterioridad a los demás sujetos que intervienen en el proceso, respetándose siempre el orden asignado. La parte contraria podrá inmediatamente después contrainterrogar al testigo o perito.

A solicitud de alguna de las partes, el tribunal podrá autorizar un nuevo interrogatorio a los testigos que ya hayan declarado en la audiencia, siempre y cuando no hayan sido liberados; al perito se le podrán formular preguntas con el fin de proponerle hipótesis sobre la materia del dictamen pericial, a las que el perito deberá responder atendiéndose a la ciencia, la profesión y los hechos hipotéticos propuestos.

Después del contrainterrogatorio, el oferente podrá repreguntar al testigo en relación a lo manifestado. En materia de contrainterrogatorio, la parte contraria podrá recontrainterrogar al testigo respecto de la materia de las repreguntas realizadas.

En la declaración del acusado se seguirán, en lo conducente, las mismas reglas para el desarrollo del interrogatorio. El imputado deberá declarar con libertad de movimiento, sin el uso de instrumentos de seguridad, salvo cuando sea absolutamente indispensable para evitar su fuga o daños a otras personas.

En el curso del debate, el acusado tendrá derecho a solicitar la palabra para efectuar todas las declaraciones que considere pertinentes, incluso si antes se hubiere abstenido de declarar, siempre que se refieran al objeto del debate.

El acusado podrá, durante el transcurso del debate, hablar libremente con su defensor, sin que por ello la audiencia se suspenda; sin embargo, no lo podrá hacer durante su declaración o antes de responder a preguntas que le sean formuladas y tampoco podrá admitir sugerencia alguna.

Durante el interrogatorio y contrainterrogatorio del acusado, del testigo o del perito, podrán leer parte de sus entrevistas, manifestaciones anteriores, documentos por ellos elaborados o cualquier otro registro de actos en los que hubiera participado, realizando cualquier tipo de manifestación, cuando fuera necesario para apoyar la memoria del respectivo declarante, superar o evidenciar contradicciones, o solicitar las aclaraciones pertinentes.

Con el mismo propósito se podrá leer durante la declaración de un perito parte del informe que él hubiere elaborado.

Desarrollo de la audiencia de juicio. Quien la presida, verificará la presencia de los demás jueces, de las partes, de los testigos, peritos o intérpretes que deban participar en el debate y de la existencia de las cosas que deban exhibirse. Posteriormente declarará abierta la audiencia y advertirá al acusado y al público sobre la importancia y el significado de lo que acontecerá en la audiencia e indicará al acusado que esté atento a ella, señalará las acusaciones que deberán ser objeto del juicio contenidas en el auto de apertura y los acuerdos probatorios a que hubiesen llegado las partes.

Si surgen incidentes promovidos por las partes en el transcurso de la audiencia de debate se resolverán inmediatamente por el tribunal de enjuiciamiento, salvo que por su naturaleza sea necesario suspender la audiencia y las resoluciones que recayeren sobre estos incidentes no serán susceptibles de recurso alguno.

Alegatos de apertura. Abierto el debate, el juzgador que presida la audiencia de juicio concederá la palabra al Ministerio Público para que exponga de manera concreta y oral la acusación y una descripción sumaria de las pruebas que utilizará para demostrarla. Acto seguido se concederá la palabra al asesor jurídico de la víctima u ofendido, si los hubiere, para los mismos efectos. Posteriormente se dará el uso de la palabra al defensor, quien podrá expresar lo que al interés del imputado convenga en forma concreta y oral.

Recepción de las pruebas. Cada parte determinará el orden en que desahogará sus medios de prueba. Corresponde recibir primero los medios de prueba admitidos al Ministerio Público, posteriormente los de la víctima u ofendido del delito y finalmente los de la defensa.

Tanto en el alegato de apertura como en el de clausura, el Ministerio Público podrá plantear una reclasificación respecto del delito invocado en su escrito de acusación sin variar los hechos. En este supuesto, el juzgador que preside la audiencia dará al imputado y a su defensor la oportunidad de expresarse al respecto, y les informará sobre su derecho a pedir la suspensión del debate para ofrecer nuevas pruebas o preparar su intervención. Cuando este derecho sea ejercido, el tribunal de enjuiciamiento suspenderá el debate por un plazo que, en ningún caso, podrá exceder del establecido para la suspensión del debate.

Una vez desahogadas las pruebas, el juzgador que preside la audiencia de juicio otorgará sucesivamente la palabra al Ministerio Público, al asesor jurídico de la víctima u ofendido del delito y al defensor, para que expongan sus alegatos de clausura. Acto seguido, se otorgará al Ministerio Público y al defensor la posibilidad de replicar y duplicar. La réplica sólo podrá referirse a lo expresado por el defensor en su alegato de clausura y la dúplica a lo expresado por el Ministerio Público o a la víctima u ofendido del delito en la réplica. Se otorgará la palabra por último al acusado y al final se declarará cerrado el debate.

Una vez concluido el debate, el tribunal de enjuiciamiento ordenará un receso para deliberar en forma privada, continua y aislada, hasta emitir el fallo correspondiente.

Deliberación. El tribunal de enjuiciamiento se constituirá nuevamente en la sala de audiencias, después de ser convocadas oralmente o por cualquier medio todas las partes, con el propósito de que el juez relator comunique el fallo respectivo que podrá ser una decisión de absolución o de condena, si la decisión se tomó por unanimidad o por mayoría de miembros del tribunal, y la relación sucinta de los fundamentos y motivos que lo sustentan.

Si la resolución es de condena, en la misma audiencia de comunicación del fallo se señalará la fecha en que se celebrará la audiencia de individualización de las sanciones y reparación del daño.

En caso de absolución, el tribunal de enjuiciamiento podrá aplazar la redacción de la sentencia, el tribunal de enjuiciamiento dispondrá en forma inmediata el levantamiento de las medidas cautelares que se hubieren decretado en contra del imputado, así como su inmediata libertad, ordenándose la cancelación de las garantías de comparecencia que se hayan otorgado.

El tribunal de enjuiciamiento dará lectura y explicará la sentencia en audiencia pública. En caso de que en la fecha y hora fijadas para la celebración de dicha audiencia no asistiere persona alguna, se dispensará de la lectura y la explicación y se tendrá por notificadas a todas las partes.

 

VIGÉSIMO NOVENO

Tratándose de personas inimputables, el Código Nacional de Procedimientos Penales establece un procedimiento especial. En los casos en que un inimputable se encuentre retenido, el Ministerio Público deberá aplicar ajustes razonables para evitar un mayor grado de vulnerabilidad y el respeto a su integridad personal. Para tales efectos, estará en posibilidad de solicitar la práctica de aquellos peritajes que permitan determinar el tipo de inimputabilidad que tuviere, así como si ésta es permanente o transitoria y, si es posible definir si fue provocada por el propio retenido, ya que en caso de ser provocada se aplicará el principio de la acción libre en su causa, el cual consiste en que una persona es responsable de la comisión de un hecho delictivo, si voluntariamente se colocó en ese grado de inimputabilidad.

De igual forma si en el curso de la audiencia inicial, aparecen indicios de que el imputado está en alguno de los supuestos de inimputabilidad previstos en el Código penal aplicable, cualquiera de las partes podrá solicitar al juez de control que ordene la práctica de peritajes que determinen si efectivamente es inimputable y en caso de serlo, si la inimputabilidad es permanente o transitoria y, en su caso, si ésta fue provocada por el imputado.

La audiencia continuará con las mismas reglas generales pero se proveerán los ajustes razonables que determine el juez de control para garantizar el acceso a la justicia de la persona, aunque el Código Nacional de Procedimientos Penales no establece qué ajustes razonables, debiendo entender como todos aquellos aplicables, a excepción de la declaración del imputado, toda vez que no sería capaz de comprender la imputación, jugando un papel muy importante la defensa de que no se vulneren los derechos del imputado.

Si una vez dictada la vinculación a proceso se aprecia que se está en una situación de inimputabilidad, el procedimiento ordinario seguirá observando las reglas generales del debido proceso con los ajustes del procedimiento, que en el caso concreto acuerde el juez de control, escuchando al Ministerio Público y al defensor, con el objeto de acreditar la participación de la persona inimputable en el hecho atribuido y, en su caso, determinar la aplicación de las medidas de seguridad o cautelares que se estimen pertinentes.

En caso de que el estado de inimputabilidad cese, se continuará con el procedimiento ordinario.

Comprobada la existencia del hecho que la ley señala como delito y que el inimputable intervino en su comisión, ya sea como autor o como partícipe, sin que a su favor opere alguna causa de justificación prevista en los códigos sustantivos, el tribunal de enjuiciamiento resolverá indicando que hay base suficiente para la imposición de la medida de seguridad que resulte aplicable; asimismo, le corresponderá al órgano jurisdiccional determinar la individualización de la medida, en atención a las necesidades de prevención especial positiva, respetando los criterios de proporcionalidad y de mínima intervención. Si no se acreditan estos requisitos, el tribunal de enjuiciamiento absolverá al inimputable.

La medida de seguridad en ningún caso podrá tener mayor duración a la pena que le pudiera corresponder en caso de que sea imputable.

 

TRIGÉSIMO

Conforme a las reformas del 14 de agosto del 2001 al artículo 2.º de nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se reconoce entre otras cosas que «son comunidades integrantes de un pueblo indígena, aquellas que formen una unidad social, económica y cultural, asentadas en un territorio y que reconocen autoridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres. A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para …II. Aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus conflictos internos, sujetándose a los principios generales de esta Constitución, respetando las garantías individuales, los derechos humanos y, de manera relevante, la dignidad e integridad de las mujeres. La ley establecerá los casos y procedimientos de validación por los jueces o tribunales correspondientes. VIII. Acceder plenamente a la jurisdicción del Estado. Para garantizar ese derecho, en todos los juicios y procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus costumbres y especificidades culturales respetando los preceptos de esta Constitución. Los indígenas tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidos por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua y cultura».

De lo anterior expuesto se desprende que los pueblos y comunidades indígenas tienen un trato especial en la solución de sus conflictos por los usos y costumbres y cuando se trate de delitos que afecten bienes jurídicos propios de un pueblo o comunidad indígena o bienes personales de alguno de sus miembros, y que tanto el imputado como la víctima, o en su caso sus familiares, acepten el modo en el que la comunidad, conforme a sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus conflictos internos proponga resolver el conflicto, se declarará la extinción de la acción penal, salvo en los casos en que la solución no considere la perspectiva de género, afecte la dignidad de las personas, el interés superior de los niños y las niñas o del derecho a una vida libre de violencia hacia la mujer.

Los supuestos obedecen al respeto de los derechos humanos originados en los tratados internacionales y que nuestro orden normativo ha plasmado en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes secundarias; excluyendo de lo anterior, los delitos previstos para prisión preventiva oficiosa en este Código y en la legislación aplicable.

También se establece en el artículo constitucional mencionado el derecho de los indígenas que intervengan en un procedimiento penal, a ser asistidos por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua y cultura.

Si algún miembro o representante de una persona jurídica, con excepción de las instituciones estatales, cometa un hecho delictivo con los medios que para tal objeto le proporcione dicha persona jurídica, de modo que resulte cometido a nombre, bajo el amparo o en beneficio de aquélla, el Ministerio Público ejercerá acción penal en contra de ésta sólo si también ha ejercido acción penal en contra de la persona física que deba responder por el delito cometido.

En la audiencia inicial, llevada a cabo para formular imputación a la persona física, se darán a conocer al representante de la persona jurídica, asistido por el defensor, los cargos que se formulen en contra de su representado, para que dicho representante o su defensor manifiesten lo que a su derecho convenga y el representante de la persona jurídica, asistido por el defensor designado, podrá participar activamente en todos los actos del procedimiento. La autoridad judicial dictará auto por el que determine si la persona jurídica de que se trate debe o no estar vinculada a proceso.

De igual forma se prevé que para determinar la responsabilidad penal de la persona jurídica, se podrán aplicar las formas anticipadas de terminación del proceso y en lo conducente, los procedimientos especiales previstos en este Código y la sentencia que el tribunal de enjuiciamiento dicte resolverá lo pertinente a la persona física imputada y a la persona jurídica, imponiendo a ésta, en su caso, la sanción procedente.

 

TRIGÉSIMO PRIMERO

En el Código Nacional de Procedimientos Penales surge una nueva figura procedimental como lo es el ejercicio de la acción penal por los particulares que tengan la calidad de víctima u ofendido, siendo una excepción al monopolio que en este aspecto ha tenido el Ministerio Público a través de los años.

La acción penal privada (6)  se puede ejercer únicamente en los delitos perseguibles por querella, cuya penalidad sea alternativa, distinta a la privativa de la libertad o cuya punibilidad máxima no exceda de tres años de prisión. Por lo que la víctima u ofendido podrá acudir directamente ante el juez de control, ejerciendo acción penal por particulares cuando cuenten con datos que permitan establecer que se ha cometido un hecho que la ley señala como delito y exista probabilidad de que el imputado lo cometió o participó en su comisión, aportando los datos de prueba que sustenten su acción, sin necesidad de acudir al Ministerio Público.

Cuando de la investigación del delito sea necesaria la realización de actos de molestia que requieran control judicial, la víctima u ofendido deberá acudir ante el juez de control para la autorización correspondiente y si el acto de molestia no requiere control judicial, la víctima u ofendido deberán acudir ante el Ministerio Público para que éste los realice. En ambos supuestos, el Ministerio Público continuará con la investigación y, en su caso, decidirá sobre el ejercicio de la acción penal; sin embargo, el artículo 432 del Código Nacional de Procedimientos Penales establece que si la víctima u ofendido decide ejercer la acción penal, por ninguna causa podrá acudir al Ministerio Público a solicitar su intervención para que investigue los mismos hechos, lo anterior obedece a que no se permite una doble investigación y un doble ejercicio de la acción penal: el del particular y el del Ministerio Público.

Una vez admitida la acción penal promovida por el particular, el juez de control ordenará la citación del imputado a la audiencia inicial, apercibido que, en caso de no asistir, se ordenará su comparecencia o aprehensión, según proceda.

A la acusación de la víctima u ofendido, le serán aplicables las reglas previstas para la acusación presentada por el Ministerio Público.

De igual forma, en la substanciación de la acción penal promovida por particulares, se observarán en todo lo que resulte aplicable las disposiciones relativas al procedimiento y a los mecanismos alternativos de solución de controversias.

 

TRIGÉSIMO SEGUNDO

En este considerando se prevé la figura de la asistencia jurídica internacional, pues la delincuencia ha rebasado en mucho al límite territorial de los países, coadyuvado además los medios de comunicación, el uso desproporcionado y sin normatividad efectiva de las redes de internet, que puestos a disposición de cualquier usuario, ha sido aprovechado por la delincuencia para la realización de diversas conductas antisociales que, repercutiendo directamente en un estado determinado, tiene causas y consecuencias en otros.

Por tal motivo, el Código Nacional de Procedimientos Penales prevé la asistencia jurídica internacional en materia penal, que prestará a cualquier Estado extranjero que lo requiera o autoridad ministerial o judicial, tanto en el ámbito federal como del fuero común, consistente en la más amplia ayuda relacionada con la investigación, el procesamiento y la sanción de delitos que correspondan a la jurisdicción de éste.

El cumplimiento de las solicitudes se realizará atendiendo a nuestra legislación y a la mayor brevedad posible con la finalidad de cumplir con lo solicitado en la asistencia jurídica.

En la asistencia jurídica internacional se deberá de observar tratados internacionales suscritos por el Estado mexicano, así como de los respectivos ordenamientos internos, para prestar la mayor colaboración en la investigación y persecución de los delitos, y en cualquiera de las actuaciones comprendidas en el procedimiento penal que sean competencia de las autoridades de la parte requirente en el momento en que la asistencia sea solicitada.

En el presente Código se establece que la asistencia jurídica internacional tiene como finalidad la obtención de medios de prueba ordenados por la autoridad investigadora o judicial para mejor proveer, pero jamás para las ofrecidas por los imputados o su defensa, aun cuando sean aceptadas o acordadas favorablemente por las autoridades judiciales.

De igual forma, el Código Nacional de Procedimientos Penales establece los procedimientos determinados para el trámite y resolución de cualquier solicitud de asistencia jurídica que se reciba del extranjero, cuando no exista tratado internacional, y, en caso de existir, se atenderá a estos últimos.

En la asistencia jurídica internacional existen diversos principios que rigen su aplicación: el de conexidad, que consiste en que toda petición de asistencia para ser procedente debe estar vinculada a una investigación o proceso en curso; el de especificidad que establece que las solicitudes de asistencia jurídica internacional deben contener hechos concretos y requerimientos precisos; el de la identidad de normas que consiste en que la asistencia se prestará con independencia de que el hecho que motiva la solicitud constituya o no delito según las leyes del Estado requerido, con la excepción de que la asistencia se solicite para la ejecución de las medidas de aseguramiento o embargo, cateo o registro domiciliario, decomiso o incautación, en cuyo caso será necesario que el hecho que da lugar al procedimiento sea también considerado como delito por la legislación del Estado requerido, y el de reciprocidad que establece el deber de la colaboración internacional entre Estados soberanos en los que priva la igualdad.

El presente Código faculta a la Procuraduría General de la República, como Autoridad Central en materia de asistencia jurídica internacional, por lo que, cualquier solicitud con base en los instrumentos internacionales vigentes, podrá presentarse para su trámite y atención ante esta autoridad o a través de la vía diplomática. Cuando no exista tratado internacional, México prestará ayuda bajo el principio de reciprocidad internacional y este compromiso deberá asentarse por escrito en los términos que para tal efecto establezca la Autoridad Central.

La asistencia jurídica comprenderá la notificación de documentos procesales; obtención de pruebas; intercambio de información e iniciación de procedimientos penales en la parte requerida; localización e identificación de personas y objetos; recepción de declaraciones y testimonios, así como práctica de dictámenes periciales; ejecución de órdenes de cateo o registro domiciliario y demás medidas cautelares; aseguramiento de objetos, productos o instrumentos del delito; citación de imputados, testigos, víctimas y peritos para comparecer voluntariamente ante autoridad competente en la parte requirente; citación y traslado temporal de personas privadas de libertad en la parte requerida, a fin de comparecer como testigos o víctimas ante la parte requirente, o para otras actuaciones procesales indicadas en la solicitud de asistencia; entrega de documentos, objetos y otros medios de prueba y autorización de la presencia o participación, durante la ejecución de una solicitud de asistencia jurídica de representantes de las autoridades competentes del Estado o autoridad requirente.

La asistencia jurídica solicitada podrá ser denegada cuando el cumplimiento de la solicitud pueda contravenir la seguridad, el orden público, sea contrario a la legislación nacional, a las obligaciones internacionales adquiridas por los Estados Unidos Mexicanos; la solicitud se refiera a delitos del fuero militar o a un delito que sea considerado de carácter político por el gobierno mexicano o cuando el delito se encuentre sancionado con pena de muerte, a menos que la parte requirente otorgue garantías suficientes de que no se impondrá la pena de muerte, o de que, si se impone, no será ejecutada; cuando la solicitud se refiera a hechos con base en los cuales la persona sujeta a investigación o a proceso haya sido definitivamente absuelta o condenada por la parte requerida.

Toda aquella información o documentación que puede ser obtenida de manera informal por la Autoridad Central, sin que medie una solicitud oficial basada en un convenio o tratado internacional ni formalidad alguna, es una asistencia informal y la información o documentación sólo servirá como indicio a la autoridad investigadora y en ningún caso podrá formalizarse, a menos que sea requerida mediante la figura de asistencia jurídica internacional, cubriendo todos los requisitos señalados en los convenios y tratados internacionales.

 

TRIGÉSIMO CUARTO

El Código Nacional de Procedimientos Penales prevé un acotamiento en lo que a recursos se refiere, ya que los únicos previstos son: el de revocación y el de apelación, dejando fuera los recursos tradicionales como: el de denegada apelación, queja y casación; sin embargo, el artículo 135 del Código Nacional de Procedimientos Penales prevé la queja, pero conforme a las características que la regulan, no podemos hablar de un recurso de queja jurisdiccional, sino de una queja administrativa, toda vez que se interpone ante el Consejo de la Judicatura correspondiente por omisiones del órgano jurisdiccional, quien en caso de declararlo procedente ordenará la realización del acto omitido y apercibirá al órgano jurisdiccional de la imposición de las sanciones previstas por la Ley Orgánica respectiva, en caso de incumplimiento.

No obstante, conforme al Código Nacional de Procedimientos Penales, las resoluciones judiciales podrán ser recurridas sólo por los recursos de revocación y apelación, según corresponda. Las partes podrán impugnar las decisiones judiciales que pudieran causarles agravio, siempre que no hayan contribuido a provocarlo y el recurso deberá sustentarse en la afectación que causa el acto impugnado, así como en los motivos que originaron ese agravio.

Lo anterior es de vital importancia, ya que no es válido interponer el recurso si la resolución no causa agravio al recurrente de manera directa, pues para el caso de que así sea, se toma como que la parte inconforme sólo interpone el recurso para dilatar el procedimiento, la cual trae consecuencias administrativas o penales.

De igual forma, el alcance del recurso sólo es respecto de los agravios expresados por los recurrentes, quedando prohibido extender el examen de la decisión recurrida a cuestiones no planteadas en ellos o más allá de los límites del recurso, a menos que se trate de un acto violatorio de derechos fundamentales del imputado, pues en caso de serlo, el tribunal de alzada puede ordenar la reposición del procedimiento.

La víctima u ofendido podrán impugnar, por sí o a través del Ministerio Público, las resoluciones que versen sobre la reparación del daño causado por el delito, cuando resulte perjudicado por la misma; las que pongan fin al proceso, y las que se produzcan en la audiencia de juicio, sólo si en este último caso hubiere participado en ella. Sin embargo, los criterios emitidos por los juzgados federales en materia de amparo, han estimado que la parte ofendida puede incluso interponer el recurso ordinario, contra cualquier resolución diversas a la reparación del daño, como puede ser las que resuelvan sobre el hecho delictivo, la autoría o participación del imputado o acusado en su comisión.

Si el recurso ha sido interpuesto sólo por el imputado o su defensor, no podrá modificarse la resolución recurrida en perjuicio del imputado.

 

TRIGÉSIMO QUINTO

El recurso de revocación procederá en cualquiera de las etapas del procedimiento penal en las que interviene la autoridad judicial, en contra de las resoluciones de mero trámite, y ante el mismo órgano jurisdiccional que la emitió. El recurso de revocación debe interponerse de manera verbal en la audiencia donde se emitió la resolución impugnada y se resolverá de manera inmediata. Por escrito cuando la resolución se emitió fuera de la audiencia, para lo cual el órgano jurisdiccional resolverá el recurso dentro de los tres días siguientes a la interposición, y en caso de que sea necesario oír a las partes, citará a una audiencia para tal efecto y en la misma resolverá el recurso planteado.

 

TRIGÉSIMO SEXTO

El recurso de apelación procede en contra de las resoluciones emitidas por el juez de control en las que nieguen el anticipo de prueba, la posibilidad de celebrar acuerdos reparatorios o no los ratifiquen; los que nieguen o cancelen la orden de aprehensión o de cateo; las que se pronuncien sobre las providencias precautorias o medidas cautelares; las que pongan término al procedimiento o lo suspendan; las que resuelve la vinculación del imputado a proceso; las que concedan, nieguen o revoquen la suspensión condicional del proceso; la negativa de abrir el procedimiento abreviado; la sentencia definitiva dictada en el procedimiento abreviado, o las que excluyan algún medio de prueba.

De igual forma, se establece cuáles resoluciones del tribunal de enjuiciamiento son apelables; siendo éstas las que versen sobre el desistimiento de la acción penal por el Ministerio Público; la sentencia definitiva en relación a aquellas consideraciones contenidas en la misma, distintas a la valoración de la prueba, siempre y cuando no comprometan el principio de inmediación, o bien aquellos actos que impliquen una violación grave del debido proceso.

Otra novedad que se plasma en el Código Nacional de Procedimientos Penales es la relativa a la admisibilidad o inadmisibilidad del recurso de apelación, ya que anteriormente era el órgano jurisdiccional que emitió la resolución impugnada quien resolvía sobre la admisión o no del recurso de apelación interpuesto, ya sea por ser interpuesto de manera extemporánea, cuando contra dicha determinación no proceda la apelación o porque la persona que impugna no está legitimada para ello. Pero hoy dicha determinación sólo la podrá resolver el tribunal de alzada, e incluso si el escrito de interposición carece de fundamentos, de agravios o de peticiones concretas. Lo anterior tiene razón de ser, ya que los primeros supuestos mencionados eran materia del recurso de denegada apelación, el cual no existe en el presente ordenamiento.

Sobre el derecho a la adhesión es una figura mediante la cual, la persona que se haya favorecido con la resolución impugnada, se puede adherir al recurso planteado por su contraparte, por estimar que la resolución aun así le causa agravios, los que deberá de formular cumpliendo con los demás requisitos formales de interposición y sobre la adhesión se correrá traslado a las demás partes.

 

TRIGÉSIMO SÉPTIMO

En lo que toca al reconocimiento de inocencia, en forma indebida en el artículo 485 se prevé en el primer párrafo como una causa de extinción de la acción penal, aunque en el segundo se incluye tanto la extinción de la pretensión punitiva como la extinción de la potestad de ejecutar las penas y medidas de seguridad, dentro de las cuales se incorpora el reconocimiento de inocencia del sentenciado.

El reconocimiento de inocencia procede cuando, después de dictada la sentencia, aparezcan pruebas con valor pleno, que acrediten que no existió el delito por el que se dictó la condena, o que, existiendo éste, el sentenciado no participó en su comisión, o bien cuando se desacrediten formalmente, en sentencia irrevocable, las pruebas en las que se fundó la condena.

Por su parte, la anulación de la sentencia procede cuando el sentenciado hubiere sido condenado por los mismos hechos en juicios diversos, en cuyo caso se anulará la segunda sentencia, y cuando una ley se derogue o modifique el tipo penal o, en su caso, la pena por la que se dictó sentencia o la sanción impuesta, aplicar la más favorable al sentenciado.

El reconocimiento de su inocencia o la anulación de la sentencia por concurrir alguna de las causas señaladas, podrá tramitarse ente el tribunal de alzada que fuere competente para conocer del recurso de apelación y le expondrá detalladamente por escrito la causa en que funda su petición y acompañarán a su solicitud las pruebas que correspondan u ofrecerá exhibirlas en la audiencia respectiva.

Al presentar su solicitud, el sentenciado designará a un licenciado en derecho con cédula profesional como defensor, si no lo hace, el tribunal de alzada le nombrará un defensor público. Recibida la solicitud, el tribunal de alzada que corresponda pedirá inmediatamente los registros del proceso al juzgado de origen o a la oficina en que se encuentren, recibidos los registros y, en su caso las pruebas del promovente, el tribunal de alzada citará al Ministerio Público, al solicitante y a su defensor, así como a la víctima u ofendido y a su asesor jurídico, a una audiencia, se desahogarán las pruebas ofrecidas por el promovente y se escuchará a éste y al Ministerio Público, para que cada uno formule sus alegatos y dentro de los cinco días siguientes a la formulación de los alegatos y a la conclusión de la audiencia, el tribunal de alzada dictará sentencia.

Si se declara fundada la solicitud de reconocimiento de inocencia o anulación de la sentencia porque el sentenciado hubiere sido condenado por los mismos hechos en juicios diversos o cuando la ley en que se fundó se derogue, el tribunal de alzada resolverá anular la sentencia impugnada y dará aviso al tribunal de enjuiciamiento que condenó, para que haga la anotación correspondiente en la sentencia y publicará una síntesis del fallo en los estrados del tribunal; asimismo, informará de esta resolución a la autoridad competente encargada de la ejecución penal, para que, en su caso, sin más trámite, ponga en libertad absoluta al sentenciado y haga cesar todos los efectos de la sentencia anulada, y tratándose de modificación de sentencia ordenará se registre la modificación de la pena comprendida en la nueva sentencia.

También lo novedoso del reconocimiento de inocencia lo es que, en caso de resultar procedente, se resolverá de oficio sobre una indemnización a favor del beneficiario o de sus herederos, según el caso.

 

TRIGÉSIMO OCTAVO

Respecto de la entrada en vigor del Código Nacional de Procedimientos Penales se establece como requisito indispensable la Declaratoria que al efecto emita, a nivel federal, el Congreso de la Unión, previa solicitud del Poder Judicial de la Federación, la Secretaría de Gobernación y la Procuraduría General de la República. En tanto que, a nivel local, la Declaratoria la deberá emitir el órgano legislativo correspondiente, previa solicitud de la autoridad encargada de la implementación del Sistema de Justicia Penal Acusatorio.

Sin la Declaratoria, no es viable la entrada en vigor del Código Nacional de Procedimientos Penales (7) .
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	Vid. «Uso abusivo de la prisión preventiva en las Américas» Comisión Interamericana de Derechos Humanos, OEA – CIDH, Washington, D.C. 2013, disponible en: http://www.dplf.org/sites/default/files/informe_sobre_el_uso_abusivo_de_la_prision_preventiva_en_las_americas.docx.pdf], consultada en: 2017-07-1 e «Informe sobre el uso de la prisión preventiva en las Américas», Comisión Interamericana de Derechos Humanos, OEA–CIDH, Washington, D.C. 2013, disponible en: [http://www.oas.org/es/cidh/ppl/informes/pdfs/informe-pp-2013-es.pdf], consultada en: 2017-07-1
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	Vid. Décima Época; Registro: 160509; Instancia: Primera Sala; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro III, diciembre de 2011, Tomo 3; Materia(s): Constitucional; Tesis: 4; Página: 2057; bajo el rubro «Prueba ilícita. El derecho a un debido proceso comprende el derecho a no ser juzgado a partir de pruebas obtenidas al margen de las exigencias constitucionales y legales».
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	 (5) 

	Vid. Décima Época, Registro: 160744, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro I, octubre de 2011, Tomo 3, Materia(s) Constitucional, Tesis: II.2.ºP.272 P (9.ª), Página: 1754.
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	 (6) 

	Vid. Décima Época; Registro: 2016711; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Libro 53, abril de 2018, Tomo III; Materia(s): Penal; Tesis: VI.1.ºP.43 P (10.ª); Página: 1889: «Acción penal ejercida por particulares. Casos en que se actualizan sus dos hipótesis de procedencia (interpretación de los artículos 426 y 428 del Código Nacional de Procedimientos Penales)».
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	Vid. Novena Época; Registro: 167829; Instancia: Primera Sala; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XXIX, febrero de 2009; Materia(s): Constitucional, Penal; Tesis: 1.ª XXVI/2009; Página: 430; con el rubro: «Sistema Procesal Penal Acusatorio. La entrada en vigor del Decreto de reformas constitucionales publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008 también depende de la emisión de la declaratoria a que aluden los artículos segundo y tercero transitorios del propio decreto, lo cual es determinante para el estudio de constitucionalidad relativo».
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Libro primero Disposiciones Generales



Título I Disposiciones preliminares






Capítulo único Ámbito de aplicación y objeto


 Artículo 1  Ámbito de aplicación




Las disposiciones de este Código son de orden público y de observancia general en toda la República Mexicana, por los delitos que sean competencia de los órganos jurisdiccionales federales y locales en el marco de los principios y derechos consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte.



CORRELACIÓN: 2-14, 20-29, 31, 35, 77, 133, 134, 177 Fs. XI, XII, 420, 480, 482 Fs. II, III, 488, artículo quinto transitorio.


COMENTARIO

El CNPP establece, en su primer numeral, la naturaleza de esta ley, disponiendo que es de orden público; esto es, que contiene un conjunto de principios e instituciones primordiales en la organización social del país y en base a las cuales se moldea su ordenamiento jurídico, manifestándose así la potestad soberana del Estado para dictar leyes de observancia general, ya que además de ese carácter son abstractas y obligatorias.

En cuanto a su ámbito de aplicación señala, de manera genérica, los aspectos material y espacial, ya que se establece que es aplicable en toda la República mexicana, y que lo será por los delitos que sean competencia de los órganos jurisdiccionales federales y locales, lo cual es resultado de las competencias establecidas en los artículos 73, 115 y 124 de la CPEUM.

Es importante destacar que el artículo en comento establece la pauta a seguir en el proceso penal, acorde a las obligaciones del Estado de respeto, protección, garantía y promoción de los derechos humanos, pieza fundamental en la configuración del nuevo sistema de justicia penal; recordemos que la reforma constitucional del diez de junio de dos mil once fue un cambio de paradigma en el sistema jurídico mexicano, dicha reforma y las sentencias de la CIDH en contra del Estado mexicano han venido configurando una nueva forma de entender el derecho interno y su relación con los ciudadanos.

Estas bases establecen, claramente, la obligación de los jueces de todo el país, de interpretar y aplicar el orden jurídico nacional a la luz de los derechos establecidos en la Constitución Federal y las normas de derechos humanos contenidas en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, por virtud de los cuales se favorezca la protección más amplia de las personas, ello para evaluar si existe alguno que resulte más favorecedor y procure una protección más amplia del derecho que se pretende proteger.

En tal virtud, se puede preferir la norma que sea más protectora a los derechos humanos, y aun llegar al grado de inaplicar una ley cuando no es posible alinear esas normas en una interpretación armoniosa, lo que se tendrá que analizar en cada caso concreto.

Así, el reconocimiento de la fuente internacional no rompe con el principio de supremacía constitucional, pues es ésta la que en materia de derechos humanos reenvía a las normas de origen internacional para conocer los alcances de la más amplia protección en esa materia, con la salvaguarda de las restricciones que la misma establece. Al hacerlo crea un parámetro de control de regularidad constitucional, en torno a los derechos humanos contenidos tanto en nuestra carta magna, como en los tratados internacionales que contengan normas relativas a derechos humanos; no todo el tratado tiene ese rango, sino sólo la disposición concreta que regula a dicha materia.

En este sentido, las normas integrantes de dicho parámetro, ya no han de entenderse en términos de jerarquía normativa, pues todas tienen jerarquía constitucional, sino que será el análisis, interpretación y aplicación al caso concreto, lo que posibilitará la protección más amplia de las personas, en un juicio de ponderación acorde al principio de proporcionalidad.

Artículo 2  Objeto del código




Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte.



CORRELACIÓN: 1, 3 F XI, 4-20, 21 F IX, 93, 109 Fs. II, XIV, XVII, XXI, XXII, XXIV, 113 F VIII, 127-131 Fs. I, XII, 132, 137-140, 183, 184, 186, 187, 190, 191, 193, 194, 196, 201 F I, 204, 206, 211-259 pfo. 2.º, 267, 303, 307, 320, 335 F VII, 338 F IV, 347 F VI, 401, 403 F IX, 406 pfo. 3.º, 408, 409, 413, 422, 428, 430 F II, 432-444, 459 F I, 480, 485 F III, 486, 488-490.


COMENTARIO

Este precepto, además de citar el objeto del proceso penal tal como lo establece la CPEUM, introduce un diverso concepto en el que se recalca la importancia de resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, haciendo sustantivo el derecho penal material.

Se reitera que un objeto importante del proceso es esclarecer los hechos como manifestación del derecho a la verdad, aunado a la protección del inocente, el combate a la impunidad y la reparación del daño. Asimismo, es destacable que conceptualiza el objeto del proceso como un conflicto, cuando en el proceso tradicional el objeto del mismo lo era el justificar la imposición de la sanción.

Los medios de los que se valdrá abarcan no solamente el juicio oral, sino también todas las formas alternas de resolución, para atender el conflicto de manera rápida, eficiente, transparente, accesible y con respeto a los derechos humanos, cambiando la percepción actual que existe en la materia.

Este artículo también resalta la importancia del acceso a la justicia, que se encuentra contenido esencialmente en el artículo 17, párrafo segundo de la CPEUM, y es reconocido, también, por los numerales 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Se integra por los principios de justicia pronta, completa, imparcial y gratuita, pero se encuentra detallado en diversas especies como:


	
a)  El derecho de toda persona a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial establecido con anterioridad a la ley.

	
b)  la existencia de un recurso judicial efectivo contra actos que violen derechos fundamentales.

	
c)  que sea la autoridad competente según el sistema legal quien decida respecto de los derechos en disputa; 4) el desarrollo de las posibilidades de un recurso judicial

	
d)  el cumplimiento de toda decisión que haya estimado procedente el recurso.



Artículo 3  Glosario




Para los efectos de este Código, según corresponda, se entenderá por:


	
I.  Asesor jurídico: Los asesores jurídicos de las víctimas, federales y de las Entidades federativas;


	
II.  Código: El Código Nacional de Procedimientos Penales;


	
III.  Consejo: El Consejo de la Judicatura Federal, los Consejos de las Judicaturas de las Entidades federativas o el órgano judicial, con funciones propias del Consejo o su equivalente, que realice las funciones de administración, vigilancia y disciplina;


	
IV.  Constitución: La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;


	
V.  Defensor: El defensor público federal, defensor público o de oficio de las Entidades federativas, o defensor particular;


	
VI.  Entidades federativas: Las partes integrantes de la Federación a que se refiere el artículo 43 de la Constitución;


	
VII.  Juez de control: El Órgano jurisdiccional del fuero federal o del fuero común que interviene desde el principio del procedimiento y hasta el dictado del auto de apertura a juicio, ya sea local o federal;


	
VIII.  Ley Orgánica: La Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación o la Ley Orgánica del Poder Judicial de cada Entidad federativa;


	
IX.  Ministerio Público: El Ministerio Público de la Federación o al Ministerio Público de las Entidades federativas;


	
X.  Órgano jurisdiccional: El Juez de control, el Tribunal de enjuiciamiento o el Tribunal de alzada ya sea del fuero federal o común;


	
XI.  Policía: Los cuerpos de Policía especializados en la investigación de delitos del fuero federal o del fuero común, así como los cuerpos de seguridad pública de los fueros federal o común, que en el ámbito de sus respectivas competencias actúan todos bajo el mando y la conducción del Ministerio Público para efectos de la investigación, en términos de lo que disponen la Constitución, este Código y demás disposiciones aplicables;


	
XII.  Procurador: El titular del Ministerio Público de la Federación o del Ministerio Público de las Entidades federativas o los Fiscales Generales en las Entidades federativas;


	
XIII.  Procuraduría: La Procuraduría General de la República, las Procuradurías Generales de Justicia y Fiscalías Generales de las Entidades federativas;


	
XIV.  Tratados: Los Tratados Internacionales en los que el Estado mexicano sea parte;


	
XV.  Tribunal de enjuiciamiento: El Órgano jurisdiccional del fuero federal o del fuero común integrado por uno o tres juzgadores, que interviene después del auto de apertura a juicio oral, hasta el dictado y explicación de sentencia, y


	
XVI.  Tribunal de alzada: El Órgano jurisdiccional integrado por uno o tres magistrados, que resuelve la apelación, federal o de las Entidades federativas.






CORRELACIÓN: 1, 5, 9, 11, 13, 17, 20 F I, 23-29, 31, 33-35 F II, 37, 38, 41, 44, 45, 47, 49, 50, 52, 53, 55-57, 60-64, 66, 67, 69, 71-73, 75-77, 80, 85-87, 90, 92, 94, 96, 97, 99, 101, 103-105 Fs. II, IV, 107, 109 Fs. II, III, IV, V, VII, XV, 110, 113 Fs. V, X, XI, XIII, 115-126, 127-131, 132, 133 Fs. I, II, 134, 135, 136, 139, 141-145, 151, 156, 157, 161, 164, 166, 167, 169, 170, 172, 173, 178, 189, 195, 196, 198, 201-206, 211, 219, 220, 231, 249, 251, 252, 256-259, 261, 265, 270, 283 F I-285, 289, 291, 293, 296, 299-301, 304 F I, 305, 307-316, 319, 321, 323, 325-327, 330, 331-333, 335, 336, 339, 341-343, 345-347, 350, 351 F IV-353, 355, 359, 365 Fs. I, II, 372, 375, 377, 381, 389-394, 397-399, 400-406, 410, 411, 414-417, 419, 425, 428-431, 437, 449, 461, 465-468, 470-472, 474-477, 479, 481-483, 479, 488, 489, artículo séptimo transitorio.


COMENTARIO

El CNPP homologa la aplicación de la justicia penal con base en un modelo acusatorio, al establecer las normas para investigar, procesar y sancionar los delitos que sean competencia de los órganos jurisdiccionales locales y federales, ello derivado de la importancia de uniformar las legislaciones respecto a contenidos e interpretaciones derivadas de la reforma penal de junio de dos mil ocho.

Para garantizar este fin, se incluye el glosario de términos básicos para aclarar los que son esenciales a los operadores y usuarios del sistema, por ende, se advierte un carácter pedagógico en este código, al lado de la importante función normativa, pues permitirá identificar estructuras orgánicas locales y federales, en las que se plasmará el concepto más adecuado a su desarrollo normativo, pero siguiendo la directiva nacional, pues es tanto en el nombre como en la definición precisa de sus facultades, atribuciones, derechos y obligaciones en donde se advertirá el carácter de cada figura.

Cabe precisar que dadas las reformas constitucionales en materia política publicadas en el DOF el diez de febrero de dos mil catorce, la futura denominación del órgano de procuración de justicia a que se refiere la fracción XIII de este artículo, será Fiscalía General, como órgano público autónomo, dotado de personalidad jurídica y de patrimonio propio, dejando de lado la denominación de procuraduría. Asimismo, los tratados internacionales a que se refiere la fracción XIV, son aquellos de los que el Estado mexicano sea parte, esto es, los que han cumplido el requisito formal de validez, fundamentalmente la celebración del tratado por el presidente de la República y la ratificación por el Senado de la República (artículos 76, 89 y 133 del pacto federal).









Título II Principios y derechos en el procedimiento






Capítulo I Principios en el procedimiento


 Artículo 4  Características y principios rectores




El proceso penal será acusatorio y oral, en él se observarán los principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación y aquellos previstos en la Constitución, Tratados y demás leyes.

Este Código y la legislación aplicable establecerán las excepciones a los principios antes señalados, de conformidad con lo previsto en la Constitución. En todo momento, las autoridades deberán respetar y proteger tanto la dignidad de la víctima como la dignidad del imputado.



CORRELACIÓN: 1-3 F XV, 5-19, 27, 28, 40, 44, 55, 63, 67, 68, 112 in fine, 129 pfo. 2.º, 131, 201 Fs. I, III a), b), e), 202 in fine, 203, 205, 211 F II, 213, 220, 223, 261, 294, 305, 315, 322, 324 F III, 326, 327 F V, 333-336, 338-340, 342-345, 348, 349, 373, 393, 394, 396-398, 401, 403 F IV, 408, 432 pfo. 3.º, 466, 471, 476, 482 Fs. I, V.


COMENTARIO

La reforma constitucional en materia penal, de junio de dos mil ocho, estableció la transición hacia un nuevo modelo de justicia penal de corte acusatorio y oral, prevé una serie de garantías tanto para el imputado como para la víctima, y los principios generales que habrán de regir en el proceso, pues no se soslaya que, dentro de un Estado constitucional de derecho, deben adecuarse las instituciones para dar respuesta con efectividad al fenómeno delictivo, sin conculcar los derechos humanos.

El nuevo sistema de justicia establece las bases de un nuevo modelo procesal penal que facilite y garantice el acceso a la justicia, con juicios breves y expeditos, que generen confianza en la sociedad respecto de las instituciones. Cierto es que el sistema procesal anterior a dicha reforma era tipo mixto con tendencia al inquisitivo, sin embargo, ni el anterior que se supera ni el actual que recién se implementa se refieren dogmáticamente a determinado modelo teórico procesal; no representan en pureza un paradigma doctrinal concreto. De acuerdo con sus líneas más generales el nuevo sistema se ubica entre los llamados de tipo acusatorio (separación de funciones, carga de la prueba al órgano de acusación, igualdad de oportunidades, etcétera) y oral (sistema de audiencias, mecanismo de instrumentación), pero con características particulares, ya que el CNPP no hace referencia a un modelo adversarial que propiamente corresponda a un sistema de jurados, más sí establece un sistema de asignación de culpabilidad (artículo 493), aun cuando también determina como parte del objeto del proceso la búsqueda de la verdad (esclarecer los hechos), y no obstante que es un código de tipo garantista permite los criterios de oportunidad, los medios alternos a la solución de la controversia y la acción penal privada; estas y otras figuras, como el auto de vinculación, que desde la norma constitucional sigue siendo cabeza del proceso, y la «convicción motivada» para resolver en el juicio oral, son algunos datos que delinean un sistema acusatorio propio que habrá de guiarse por el principio de supremacía constitucional, pues es en la norma fundamental donde se prevén las bases generales a seguir.

Otro lineamiento a destacar es el principio que guía todo el sistema de derechos humanos: la dignidad de la persona, contenido en el artículo 1.º de la CPEUM, y define la condición del ser humano en cuanto entidad ontológica y jurídica, caracterizada por abarcar las condiciones que le son inherentes, así, lo que conforma la categoría de persona humana delimita lo que ha de entenderse por dignidad humana.

Artículo 5  Principio de publicidad




Las audiencias serán públicas, con el fin de que a ellas accedan no sólo las partes que intervienen en el procedimiento sino también el público en general, con las excepciones previstas en este Código.

Los periodistas y los medios de comunicación podrán acceder al lugar en el que se desarrolle la audiencia en los casos y condiciones que determine el Órgano jurisdiccional conforme a lo dispuesto por la Constitución, este Código y los acuerdos generales que emita el Consejo.



CORRELACIÓN: 4, 6, 15, 50, 55, 106, 113 F XIV, 220, 302, 348, 444, 482 F V.


COMENTARIO

El principio de publicidad se refiere a que todo acto jurisdiccional debe ser público, salvo que existan razones fundadas en la protección de las víctimas o el interés público, toda vez que en ocasiones es necesario limitar la publicidad de los juicios para los efectos de proteger bienes de jerarquía superior. Tiene relación con el acceso presencial de los actos procesales y abona a la transparencia en el proceso.

La restricción de la publicidad no debe por supuesto traducirse en la afectación del derecho a la defensa. En atención a este principio, el poder presenciar una audiencia es la regla general con la que cuenta todo el público, es la facultad de acceder a la sala en que se está desarrollando tal diligencia, y tal facultad no se concede sólo a las partes que directamente intervienen en el procedimiento, tal regla general será limitada en los excepcionales casos que el mismo ordenamiento prevé conforme a los postulados constitucionales.

Caso especial acontece cuando se trate de periodistas, y en general, cualquier persona que esté ejerciendo actividades relacionadas con los medios de comunicación, quienes si bien tienen igual facultad para ingresar a la sala y presenciar las audiencias, tal derecho se ejercerá de la forma que en el caso concreto determine el Juez de control, el tribunal de enjuiciamiento y el tribunal de alzada, únicamente respecto del caso que se esté ventilando en la sala a su cargo. La finalidad se orienta además a evitar la presión, el sensacionalismo y los juicios mediáticos. Esa atribución del órgano jurisdiccional será ejercida conforme los postulados constitucionales, esto es, atendiendo a los derechos a la intimidad, privacidad y honor de las partes en relación al caso que se tramite.

Es importante subrayar la obligación determinada para el órgano que realice las funciones de administración, vigilancia y disciplina, que en el caso de esta ciudad capital es el Consejo de la Judicatura de la Ciudad de México, para emitir acuerdos generales que regularicen las condiciones en que periodistas y demás agentes de los medios de comunicación acudan y presencien las audiencias, ello claro enfocado a aspectos meramente administrativos, ya que es el órgano jurisdiccional quien decidirá sustancialmente armonizando los derechos en conflicto.

Con este principio se garantizará la identidad de las personas y el diálogo entre las partes. La veracidad de las pruebas es uno de los pilares para lograr la transparencia en el proceso, pues permite la presencia de la ciudadanía para conocer y comprender el modelo, así como para controlar las decisiones de los participantes; teniendo así como sentido fundamental consolidar la confianza de la ciudadanía en la administración de justicia, que conozca los órganos jurisdiccionales responsables y sus resoluciones, las garantías judiciales y la vigencia de los valores sociales.

Dicho principio está contenido en la CPEUM en sentido amplio y en sentido estricto. En sentido amplio se encuentra regulado en la fracción I de su artículo 6, respecto del acceso a la información que sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes; en sentido estricto, este principio hace referencia a la impartición de justicia en el artículo 20, apartado B, fracción V y el artículo 94 del CNPP. En el primero de ellos se prevé el derecho del imputado de ser juzgado en audiencia pública por un juez o tribunal. La publicidad sólo podrá restringirse en los casos de excepción que determine la ley, por razones de seguridad nacional, seguridad pública, protección de las víctimas, testigos y menores, cuando se ponga en riesgo la revelación de datos legalmente protegidos o cuando el tribunal estime que existen razones fundadas para justificarlo.

Artículo 6  Principio de contradicción




Las partes podrán conocer, controvertir o confrontar los medios de prueba, así como oponerse a las peticiones y alegatos de la otra parte, salvo lo previsto en este Código.



CORRELACIÓN: 4, 61, 66, 348.


COMENTARIO

Con este principio se pretende que el proceso penal sea una verdadera contienda probatoria y argumentativa, en virtud de la posibilidad de refutar cualquier medio o elemento de prueba y alegato de la contraparte, el cual regirá todos los actos procesales, pues tiene por objeto garantizar que las partes procesales, en igualdad de oportunidades, presenten ante el órgano jurisdiccional sus argumentos para sostener la imputación o la defensa, apoyados en los elementos que allegaron al proceso, así como cuestionar la fuerza de los que haya presentado la contraparte, elementos que, acorde con la etapa en que se encuentre el proceso, se les ubicará como datos, medios o pruebas si son ya desahogados en el juicio. Lo anterior, permitirá al juzgador imponerse de los puntos de vista opuestos, así como del sustento de los mismos, en relación con las teorías del caso, jurídica y probatoria, que sean formuladas, tanto por el ministerio público y el ofendido, como por el imputado y su defensa.

Las partes en el proceso tendrán derecho de acceder a todos los datos que obren desde la carpeta de investigación llevada por el ministerio público, hasta los registros de las audiencias y sus complementos, exceptuando los expresamente establecidos en la ley (como por ejemplo el artículo 143 del CNPP, que prevé secrecía en los actos para resolver sobre la solicitud de orden de aprehensión y comparecencia), así como participar en la audiencia pública en que se incorporen y desahoguen, interviniendo de esta manera activamente inclusive en el examen directo de las demás partes que integran el proceso. Dicho principio pretende cumplir con el derecho a un proceso equitativo, pues impone al juzgador el deber de resolver sobre las promociones formuladas por las partes, sin que pueda resolver de plano las mismas, sin otorgar, previamente, la oportunidad para que la contraparte manifieste su postura; es por ello, que no debe asumir una actitud pasiva, tampoco debe de protagonismo, pues su intervención radica en poner de manifiesto el carácter dialéctico del proceso jurisdiccional, de conformidad con la legislación procesal y respetando en todo momento los derechos humanos de los participantes que se establecen en la Constitución y los tratados internacionales.

Tiene relevancia este principio en cuanto a que las partes podrán alegar la ilicitud (cómo se obtuvo el medio de prueba) o ilegalidad de un medio de prueba (introducir un medio de prueba contrario a derecho), en la etapa intermedia, de conformidad con el primer párrafo del artículo 20 constitucional; sin embargo, no pasa por alto que el juzgador podrá analizar de manera objetiva los medios de prueba presentados por las partes para verificar su licitud cuando sea muy evidente como requisito para que ésta pueda ser introducida al juicio, sin que con ello se viole el principio de debido proceso, ya que la finalidad reside en evitar que dicho medio de prueba llegue a juicio, se desahogue, sea valorado y tomado en consideración para emitir la resolución.

Artículo 7  Principio de continuidad




Las audiencias se llevarán a cabo de forma continua, sucesiva y secuencial, salvo los casos excepcionales previstos en este Código.



CORRELACIÓN: 4, 48, 65, 94-96, 348.


COMENTARIO

El principio de continuidad se refiere a que la presentación, recepción y desahogo de las pruebas, así como todos los actos del debate, se desarrollarán ante el juez y las partes en una audiencia que será continua, sucesiva y secuencial, salvo casos excepcionales previstos en la ley. La descripción de continuidad hace alusión a que ésta se extienda sin interrupción, y de forma sucesiva, por pasos ordenados, todo ello, dentro de la secuencia de actos procesales que en cada diligencia corresponda realizar. Se pretende que los temas a tratar se agoten hasta su conclusión, para evitar seccionar las decisiones del asunto en análisis.

Este principio rompe definitivamente con un sistema escrito de interminables audiencias diferidas y suspendidas que se concretaban a meros trámites procesales en cuanto existían múltiples impedimentos para su celebración o continuación. Coadyuva no sólo a la celeridad del proceso, sino a la calidad de las resoluciones en el mismo, pues la proximidad en tiempo en el desahogo de los datos de prueba, aunado al debate y la réplica originados por las partes en la propia diligencia, ayudará a tomar una decisión más apegada a los elementos materia de la correspondiente resolución.

Relacionado con este principio, el artículo 52 del CNPP señala disposiciones comunes para las audiencias, al precisar los actos procedimentales que deban ser resueltos por el órgano jurisdiccional, que se llevarán a cabo mediante audiencias y que las cuestiones debatidas deberán ser resueltas en ella. Admite sus excepciones como lo previsto en el párrafo cuarto del artículo 57 del CNPP, el cual establece que ante la necesidad de un ministerio público sustituto o un nuevo defensor, se aplace el inicio o suspenda por un plazo que no podrá exceder de diez días.

Artículo 8  Principio de concentración




Las audiencias se desarrollarán preferentemente en un mismo día o en días consecutivos hasta su conclusión, en los términos previstos en este Código, salvo los casos excepcionales establecidos en este ordenamiento.

Asimismo, las partes podrán solicitar la acumulación de procesos distintos en aquellos supuestos previstos en este Código.



CORRELACIÓN: 4, 30-36, 48, 61, 343, 348, 400, 482 F V.


COMENTARIO

Así como el principio de continuidad exige que cada uno de los actos procesales que se verifiquen en audiencia no sean fraccionados o interrumpidos, el principio de concentración, por su parte, se refiere a que diversos actos procesales se reúnan en una sola audiencia, preferentemente, celebrada en un solo día, y excepcionalmente, en días sucesivos.

De esta manera, es factible resolver en un solo acto distintas cuestiones que si bien guarden cierta independencia entre sí, atendiendo la naturaleza de cada una de ellas, se desarrollan en el marco de un solo proceso penal; ello permite economizar actuaciones y dar cabida a un proceso rápido que atienda de forma expedita con diversas determinaciones. Con ello, se evitan dilaciones innecesarias, pues aun en el caso de ser necesaria la suspensión, la misma será retomada en los días consecutivos por el órgano jurisdiccional para que no pierda conocimiento cercano del caso.

El numeral en comento menciona la posibilidad que tienen las partes para solicitar la acumulación de procesos prevista en el artículo 30 del CNPP, dadas las figuras de concurso, delitos conexos o la presencia de coautores o partícipes, así como acumular causas, según lo establece el 427 del ordenamiento legal en cita, que se deriven de una acción penal por particulares y procedimientos de acción penal pública iniciados por el ministerio público, ello cuando se trate de los mismos hechos y exista identidad de partes; resulta importante destacar que se prohíbe expresamente la acumulación de procesos penales cuando alguno de ellos se esté tramitando conforme al CNPP y, el otro proceso, conforme al código abrogado (artículo sexto transitorio del CNPP).

Este principio hace necesario que las partes preparen de manera oportuna sus medios de prueba, es decir, se aseguren de la presentación de sus testigos, la elaboración de sus dictámenes, los cuales deberán ser presentados junto con los peritos, cerciorándose, además, de contar de manera anticipada con los documentos que se van a llevar a juicio. Aunado a la valiosa herramienta prevista en el numeral 44 del CNPP, que autoriza la utilización de medios técnicos en la práctica de las actuaciones procesales que permitan darles mayor agilidad, exactitud y autenticidad.

Artículo 9  Principio de inmediación




Toda audiencia se desarrollará íntegramente en presencia del Órgano jurisdiccional, así como de las partes que deban de intervenir en la misma, con las excepciones previstas en este Código. En ningún caso, el Órgano jurisdiccional podrá delegar en persona alguna la admisión, el desahogo o la valoración de las pruebas, ni la emisión y explicación de la sentencia respectiva.



CORRELACIÓN: 4, 5, 7, 8, 52, 56, 57, 62, 66, 109 F XIV, 113 Fs. IV, V, IX, XIII, 114, 312, 342 348, 372, 377, 482, 391.


COMENTARIO

Con este principio se garantiza la presencia del órgano jurisdiccional y de las partes en las audiencias, así como en el desahogo de los medios de prueba, ya que se tomará conocimiento personal del material probatorio introducido en la audiencia, y se escucharán, directamente, los argumentos de las partes con la presencia ininterrumpida de los sujetos procesales que deben participar. Presupone que todos los elementos de prueba que sean vertidos en un proceso y que servirán para la toma de decisiones deberán de ser presenciados sin intermediarios por el juez que presida la audiencia, ello le permitirá estar en aptitud de determinar, previa valoración, las cuestiones en cuanto al fondo; de esta forma, también se eleva la calidad de la información con la que se resuelve, toda vez que además de permitir un contacto directo con las partes, las pruebas y los alegatos, la resolución se adoptará después del contradictorio, es decir, después de la posibilidad concedida a ambas partes contendientes de ser escuchadas, en tanto que el CNPP prevé la obtención de las pruebas en el mismo momento del juicio oral, ante el juez de la causa y en presencia de las partes involucradas.

Cabe señalar que este principio prevé no sólo la presencia física e ininterrumpida del titular o titulares del órgano jurisdiccional en cada audiencia que corresponda presidir, sino también el hecho de que sea ante el órgano jurisdiccional, ante quien las partes desarrollen su postura probatoria y argumentativa respecto del fondo de la cuestión a tratar; es decir, no se trata de una formalidad a cumplir, sino de dar materialidad sustantiva, en este caso, al derecho a ser oído en juicio, como cumplimiento de las prerrogativas constitucionales y convencionales. El órgano jurisdiccional deberá dirigir por sí mismo el desarrollo de la audiencia y dictar la resolución que proceda, pues su postura directiva es indispensable para su correcto desarrollo, de ahí que el CNPP prevenga la prohibición de delegar aspectos muy relevantes como la admisión, el desahogo y la valoración de las pruebas, así como la emisión y explicación de la sentencia, salvo casos muy excepcionales como la prueba anticipada, cuando se presuma que no podrá ser recibida durante el juicio. Considerando, además, que el nuevo sistema de justicia penal adopta el sistema de libre valoración de la prueba, lo que convierte a la inmediación en la herramienta más segura de la calidad y veracidad de la información con la que se toma la decisión.

Resulta importante hacer la distinción entre la inmediación y la inmediatez, conceptos que son totalmente diferentes y que se han venido confundiendo. Así tenemos que se entiende por inmediatez un tema de temporalidad, es decir, un criterio conforme al cual se le asigna más valor a aquella prueba más cercana en tiempo a los hechos; la inmediación, en cambio, es un tema de conexión, de cercanía, en cuanto a que el juez presencie el desahogo de las pruebas y no lo haga a través de intermediarios o delegados.

TESIS DE JURISPRUDENCIA

RECURSO DE APELACIÓN EN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO. EL HECHO DE QUE EL TRIBUNAL DE ALZADA REVISE LA VALORACIÓN DE LAS PRUEBAS REALIZADA DIRECTAMENTE POR EL JUZGADOR DE PRIMERA INSTANCIA, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN. El artículo 9.º del Código Nacional de Procedimientos Penales establece el principio de inmediación, el cual consiste en que toda audiencia se desarrollará íntegramente en presencia del órgano jurisdiccional, así como de las partes que deban intervenir en ella, incluido el desahogo, recepción y valoración de las pruebas. Este último aspecto, se refiere al conocimiento directo por el juzgador del medio probatorio que se desahoga ante su presencia, así como el señalamiento de que reúne o no los requisitos legales, ante las partes en audiencia pública. Ahora bien, esta valoración directa de la prueba realizada por el juzgado de primera instancia puede ser objeto de revisión por el tribunal de alzada al resolver el recurso de apelación, sin que ello implique una violación al principio mencionado, ya que no se trata de un nuevo análisis directo del medio probatorio, sino del escrutinio de la valoración hecha por el a quo, a fin de determinar la legalidad de dicha actuación, entendida como una consideración del fallo reclamado. Además, el principio de inmediación no es absoluto, pues tiene diversa intensidad dependiendo del momento procesal y admite excepciones, como la prueba anticipada a que se refiere el artículo 304 del propio ordenamiento y el desahogo de declaraciones a través de videoconferencias, previsto en el artículo 450 del mismo código.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de agosto de 2017 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Décima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 45, agosto de 2017, Tomo IV, Materia(s): Constitucional, Penal, Tesis: XXVII.3.º41 P (10.ª), Página: 3102, Registro: 2014910.

Artículo 10  Principio de igualdad ante la ley




Todas las personas que intervengan en el procedimiento penal recibirán el mismo trato y tendrán las mismas oportunidades para sostener la acusación o la defensa. No se admitirá discriminación motivada por origen étnico o nacional, género, edad, discapacidad, condición social, condición de salud, religión, opinión, preferencia sexual, estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y las libertades de las personas.

Las autoridades velarán por que las personas en las condiciones o circunstancias señaladas en el párrafo anterior, sean atendidas a fin de garantizar la igualdad sobre la base de la equidad en el ejercicio de sus derechos. En el caso de las personas con discapacidad, deberán preverse ajustes razonables al procedimiento cuando se requiera.



CORRELACIÓN: 4, 6, 11, 348.


COMENTARIO

La igualdad sustantiva, o de hecho, radica en alcanzar una paridad de oportunidades en el goce y ejercicio real y efectivo de los derechos de todas las personas, removiendo los obstáculos sociales, políticos, culturales, económicos o de cualquier otra índole que impidan a los integrantes de ciertos grupos sociales vulnerables gozar y ejercer los mismos.

En consecución de tal objetivo, todas las autoridades tienen la obligación de llevar a cabo actos que tiendan a obtener una correspondencia de oportunidades entre distintos grupos sociales, con el resto de la población, esto es, evitar que se siga produciendo una diferenciación injustificada o discriminación sistemática, revirtiendo los efectos de la marginación histórica y/o estructural de un grupo social relevante (para visibilizar acciones específicas se han señalado grupos especialmente vulnerables como: mujeres, niños, jóvenes, pueblos y comunidades indígenas, poblaciones callejeras, poblaciones LGBTTTI (1) , personas con discapacidad, adultos mayores, migrantes y víctimas de trata), esto, mediante acciones positivas o de igualación positiva, las cuales deben determinarse a la luz del análisis de las circunstancias fácticas, sociales, económicas, culturales, políticas o jurídicas que imperen al momento de tomarse la decisión, en aras de conferir un mismo nivel de oportunidades para el goce y ejercicio de los derechos humanos de los miembros de ciertos grupos sociales.

Atendiendo a estos aspectos, el CNPP establece como principio rector la igualdad sustantiva o real de todas las partes que intervienen en el proceso, no sólo evitando diferencias injustificadas que anulen o menoscaben los derechos y las libertades de las personas, sino buscando, en el mismo trámite procesal, ajustes razonables al procedimiento cuando se requiera igualar las oportunidades tanto de la acusación como de la defensa; estas medidas de suyo excepcionales habrán de tomarse en el marco del cúmulo de derechos que la misma CPEUM y que las leyes aplicables establezcan, a fin de determinar la razonabilidad de la medida en relación al fin propuesto y no incurrir en una nueva diferenciación injustificada en perjuicio de la contraparte. Así, esta distinción de trato deberá ser excepcional al caso concreto, justificada y proporcional, guardando una relación razonable con el fin que se procura alcanzar, dado que se quiere compensar una situación desventajosa sobre la base de la equidad, mas no crear una ventaja indebida.

Artículo 11  Principio de igualdad entre las partes




Se garantiza a las partes, en condiciones de igualdad, el pleno e irrestricto ejercicio de los derechos previstos en la Constitución, los Tratados y las leyes que de ellos emanen.



CORRELACIÓN: 4, 6, 10, 348.


COMENTARIO

El artículo anterior se refiere en términos generales a la igualdad sustantiva en relación a todos los aspectos del procedimiento y respecto de todas las partes intervinientes, con base en ello, se advierte que deberán tener idénticas expectativas, posibilidades y cargas procesales, precisando que las condiciones de igualdad de derechos se garantizan respecto del ejercicio de cada uno de los que se les reconocen desde su postura procesal, ya sea desde la acusación o la defensa.

Este principio protege la esencia del sistema acusatorio, pues de otra forma, al no contar con condiciones de paridad, el proceso presentaría vicios de fondo, pues la igualdad de oportunidades es uno de los principios que el sistema delineado por la CPEUM establece para las partes, específicamente, en el numeral 20, de los derechos tanto de las víctimas como para los imputados, en donde se precisan derechos específicos para cada una de las partes; es decir, no cuentan con idénticos derechos dada su posición en el proceso, lo que se asegura es una igualdad de fuerza para defender su postura en el proceso.

Otro ejemplo de dicha paridad de armas se haya en la prohibición al juez, como regla general, de mantener directa o indirectamente comunicación con alguna de las partes sobre los asuntos sometidos a su conocimiento, si no se cuenta con la presencia de la contraparte. Asimismo, las disposiciones constitucionales tienden a establecer una defensa pública de calidad en búsqueda del respeto al derecho humano de la igualdad, dándole sustantividad al proceso penal.

Artículo 12  Principio de juicio previo y debido proceso




Ninguna persona podrá ser condenada a una pena ni sometida a una medida de seguridad, sino en virtud de resolución dictada por un Órgano jurisdiccional previamente establecido, conforme a leyes expedidas con anterioridad al hecho, en un proceso sustanciado de manera imparcial y con apego estricto a los derechos humanos previstos en la Constitución, los Tratados y las leyes que de ellos emanen.



CORRELACIÓN: 1, 4, 14, 416, 480, 482, 487 F I.


COMENTARIO

El artículo 14, párrafo segundo de la CPEUM, reconoce el derecho humano al debido proceso al establecer que nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho.

El debido proceso tutela el derecho otorgado a toda persona para que, previo un acto de autoridad con el que se pueda llegar a privarla de su libertad, propiedades, derechos o posesiones, se le dé la oportunidad razonable de defenderse en juicio, de probar y alegar ante tribunales independientes, imparciales y establecidos con anterioridad en la ley.

Los requisitos se cumplen mediante la existencia de un juicio, de un tribunal competente y de las formalidades esenciales del procedimiento; respecto de estas últimas debe satisfacerse:


	
a)  el conocimiento del acto privativo que pretenda realizarse.

	
b)  la oportunidad de aportar pruebas y alegatos.

	
c)  la emisión de una resolución por parte de la autoridad que concluya con una resolución en la que se decida el litigio o asunto planteado, con posibilidad de ser revisada.



Las formalidades esenciales del procedimiento pueden observarse en dos perspectivas:


	
a)  Desde quien es sujeto pasivo en el procedimiento y puede sufrir un acto privativo, en cuyo caso adquieren aplicación las citadas formalidades (notificación del inicio del procedimiento, derecho a alegar y a ofrecer pruebas, así como la emisión de una resolución que dirima las cuestiones debatidas).

	
b)  Desde quien insta la función jurisdiccional para reivindicar un derecho como sujeto activo, desde la cual se protege que las partes tengan una posibilidad efectiva e igual de defender sus puntos de vista y ofrecer pruebas en apoyo de sus pretensiones, dimensión ligada estrechamente con el derecho de acceso a la justicia.



Tal catálogo de derechos se ha visto ampliado desde el sistema interamericano de derechos humanos y, en específico, en el desarrollo de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos que ha realizado la CIDH en sus sentencias, especialmente en las relativas a condenas al Estado mexicano (Caso Castañeda Gutman 2008, Caso González y otros —Campo Algodonero— 2009; Caso Radilla Pacheco 2009; Caso Fernández Ortega 2010; Caso Rosendo Cantú 2010; Caso Cabrera García y Montiel Flores 2010).

Especial mención dentro del debido proceso merece el principio de jurisdiccionalidad en materia penal (nulla culpa sine iudicio, no hay responsabilidad sin previo juicio penal), que tiene lugar cuando la investigación de los presupuestos de las penas y su aplicación se despojan a la parte ofendida y a sus próximos y se transfieren con carácter exclusivo a un órgano judicial, por ello extraño a las partes interesadas, investido de la potestad de decidir sobre sus razones contrapuestas. Esto significa, que sólo podrá imponerse una pena si un juez previamente determina la culpabilidad (responsabilidad) del ejecutoriado a través de un proceso indeclinable e insustituible.

TESIS DE JURISPRUDENCIA

DERECHO HUMANO AL DEBIDO PROCESO. ELEMENTOS QUE LO INTEGRAN. El artículo 14, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reconoce el derecho humano al debido proceso al establecer que nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho. Ahora bien, este derecho ha sido un elemento de interpretación constante y progresiva en la jurisprudencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, del que cabe realizar un recuento de sus elementos integrantes hasta la actualidad en dos vertientes: a) La referida a las formalidades esenciales del procedimiento, la que a su vez, puede observarse a partir de dos perspectivas, esto es: 1. Desde quien es sujeto pasivo en el procedimiento y puede sufrir un acto privativo, en cuyo caso adquieren valor aplicativo las citadas formalidades referidas a la notificación del inicio del procedimiento y de sus consecuencias, el derecho a alegar y a ofrecer pruebas, así como la emisión de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. 2. Desde quien insta la función jurisdiccional para reivindicar un derecho como sujeto activo, desde la cual se protege que las partes tengan una posibilidad efectiva e igual de defender sus puntos de vista y ofrecer pruebas en apoyo de sus pretensiones, dimensión ligada estrechamente con el derecho de acceso a la justicia. b) Por la que se enlistan determinados bienes sustantivos constitucionalmente protegidos, mediante las formalidades esenciales del procedimiento, como son: la libertad, las propiedades, y las posesiones o los derechos. De ahí que previo a evaluar si existe una vulneración al derecho al debido proceso, es necesario identificar la modalidad en la que se ubica el reclamo respectivo.
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Artículo 13  Principio de presunción de inocencia




Toda persona se presume inocente y será tratada como tal en todas las etapas del procedimiento, mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el Órgano jurisdiccional, en los términos señalados en este Código.



CORRELACIÓN: 50, 113 Fs. I, XV, 134 F V, 485 F II-490.


COMENTARIO

La presunción de inocencia constituye un derecho fundamental a favor de todas las personas sometidas a un proceso jurisdiccional, para que éstas sean consideradas inocentes hasta que fundadamente se haya declarado su culpabilidad, por lo que dicha presunción sólo podrá desvirtuarse mediante sentencia emitida por el juez de la causa, lo que nos lleva a establecer que además de un principio fundamental para el procesamiento, la presunción de inocencia representa una obligación de trato hacia los imputados.

Esta disposición recoge las demandas de la ciudadanía en cuanto a erradicar las actividades del órgano acusador que antes de la entrada en vigor del nuevo sistema gozaba de una presunción de veracidad, ya que los datos recabados por el ministerio público tenían el estatus de prueba virtualmente plena, pues rara vez podían ser controvertidos eficazmente en sede jurisdiccional por la defensa, por lo que a pesar de que hasta entonces, el principio de presunción de inocencia se encontraba inmerso en nuestra Constitución, en la práctica no tenía la fuerza debida, sobre todo en tanto que el ministerio público integraba unilateralmente un expediente, en el que existía una nula investigación profesional que después pudiera resistir un efectivo debate en el juicio.

La presunción de inocencia es un principio universalmente aceptado, consagrado en diversos instrumentos internacionales, entre ellos, en la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, que en su artículo 9.º señala: «Todo hombre será considerado inocente hasta que haya sido declarado culpable». En la Declaración Universal de Derechos Humanos, que en su artículo 11, párrafo primero, dispone: «Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa». En el artículo 14.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos que establece: «Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley». Y, por último, en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que en su artículo 8 prevé: «Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia, mientras no se establezca legalmente su culpabilidad».

Por tanto, este principio ha de observarse en sus dimensiones tanto como regla de trato, regla de juicio y regla de interpretación.

Cabe señalar que, en México, la previsión constitucional sobre el principio de presunción de inocencia tiene un amplio antecedente histórico, pues ya se preveía en el artículo 30 de la Constitución de Apatzingán de mil ochocientos catorce.

Artículo 14  Principio de prohibición de doble enjuiciamiento




La persona condenada, absuelta o cuyo proceso haya sido sobreseído, no podrá ser sometida a otro proceso penal por los mismos hechos.



CORRELACIÓN: 10, 12, 427, 432.


COMENTARIO

La CPEUM señala en su artículo 23, párrafo único, parte segunda: «Nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito, ya sea que en el juicio se le absuelva o se le condene». Contiene un principio de seguridad jurídica, que se reconoce como un valor fundamental del derecho, que en cuanto nos referimos a la materia penal, en donde no son menores los valores de la persona que se pueden llegar a afectar, la seguridad jurídica se torna esencial.

Este principio (non bis in ídem, no dos veces por lo mismo) resulta operante en materia penal cuando la pretensión de enjuiciamiento resulta idéntica, esto es, cuando en dos procesos diversos se pretende juzgar a un mismo acusado por los mismos hechos delictivos (considerando el hecho ilícito y no su nombre jurídico), existe así una identidad de pretensión sobre la persona (subjetiva) y sobre la conducta delictiva (objetiva).

Cabe precisar que acorde con la jurisprudencia de la SCJN, la reposición del procedimiento en el que ya se había dictado una sentencia por violaciones procesales o constitucionales en él, no implica violación a este principio, pues el mismo abarca el derecho a no padecer un doble juicio por el mismo delito, ya sea que se absuelva o se condene, por lo cual, el enjuiciado no debe ser sometido a una doble sentencia ejecutoriada, esto es, con la calidad de cosa juzgada, lo que no ocurre cuando no se ha dictado una sentencia definitiva incontrovertible en el proceso penal de que se trata (2) .

El derecho convencional recoge este principio en la cláusula 8.4 de la CIDH, que señala: «El inculpado absuelto, por una sentencia firme no podrá ser sometido a un nuevo juicio por los mismos hechos». De igual manera, la cláusula 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos expresa: «Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual ya ha sido condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la ley y el procedimiento de cada país». La fórmula utilizada por la citada Convención Americana —mismos hechos— resulta un término más amplio que otorga precisión en el aspecto objetivo del doble enjuiciamiento.






	 (1) 

	La población lésbico, gay, bisexual, transexual, travesti, transgénero e intersexual.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Décima época, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tesis: PC.XX. J/1 P (10.ª) 2005559. Jurisprudencia (Común), rubro: AMPARO DIRECTO EN MATERIA PENAL. SUS EFECTOS CUANDO SE CONCEDE AL INCULPADO POR INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRITORIO DEL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA QUE LO JUZGÓ».


	 Ver Texto 










Capítulo II Derechos en el procedimiento


 Artículo 15  Derecho a la intimidad y a la privacidad




En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que intervenga en él, asimismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los datos personales, en los términos y con las excepciones que fijan la Constitución, este Código y la legislación aplicable.



CORRELACIÓN: 1, 4, 5, 50, 55, 106, 220, 302, 379, 444.


COMENTARIO

El derecho a la intimidad deriva de la propia dignidad humana y se refiere al poder de que no sean conocidos por otros ciertos aspectos de nuestra vida; por tanto, cada sujeto puede decidir lo que desea revelar; es decir, es el reconocimiento del ámbito propio y reservado del individuo ante los demás, tanto de los poderes públicos como de los particulares. Con éste se garantiza la potestad de decisión sobre la publicidad de los datos relativos a la persona, familia, pensamientos y sentimientos, considerando que toda persona tiene derecho a vivir su propia vida y desarrollarse con libertad y con la posibilidad de resolver a voluntad propia qué información admite exponer al conocimiento de otros, en salvaguarda de tal dignidad.

Este derecho cobra especial relevancia en el proceso penal, pues habrá de ponderarse en armonía con los demás principios y derechos que integran el proceso, especialmente, respecto de la presunción de inocencia que se reconoce en el imputado y el derecho al honor y de resguardo de datos personales que se protegen, principalmente en la víctima, pues el ataque injustificado a la vida privada de cualquiera de las partes en el procedimiento puede ocasionarles un daño irreparable, por ende, se han constituido especiales obligaciones a la autoridad de respeto a ese derecho que eviten actos de difusión injustificada y ajena a la actuación jurisdiccional, tanto de los aspectos de la vida privada como de los datos personales, tales como los que contiene el artículo 50 del CNPP, que prevé la restricción de acceso a los registros de las audiencias y complementarios, para evitar que se afecte la normal substanciación del proceso, el principio de presunción de inocencia o los derechos a la privacidad o a la intimidad de las partes.

El numeral 54 de la norma en comento establece como prerrogativa de los declarantes hacer públicos o no sus datos personales. Y por su parte el artículo 106 se refiere a la obligación de reserva de la información confidencial respecto de cualquier persona relacionada o mencionada en el procedimiento, los estrictos derechos a favor de la víctima de menor de edad, o por delitos contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual, violencia familiar, secuestro, trata de personas, en los que se debe resguardar la identidad y demás datos personales, así como cuando a juicio del órgano jurisdiccional sea necesario para su protección, siempre salvaguardando los derechos de defensa (artículo 109 del CNPP), así como los derechos de los intervinientes en el juicio oral al momento de realizarles cuestionamientos (artículo 373 del CNPP).

En ese tenor, la ponderación deberá realizarse considerando además las leyes que protegen este derecho como la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, que se refiere a la protección de las conductas y situaciones que, por su contexto, y que por desarrollarse en un ámbito estrictamente privado, no están destinados al conocimiento de terceros o a su divulgación (artículo 11); así como por su parte, la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública considera información confidencial la que contiene datos personales concernientes a una persona identificada o identificable. Así también, se debe atender a los postulados de la Ley General de Víctimas y de la Ley de General de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, que enumeran con mayor detalle los datos que han de considerarse personales; lo anterior, sin dejar de lado los instrumentos internacionales que protegen a las personas de las injerencias abusivas y arbitrarias en su vida privada (artículos 12 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos).

Artículo 16  Justicia pronta




Toda persona tendrá derecho a ser juzgada dentro de los plazos legalmente establecidos. Los servidores públicos de las instituciones de procuración e impartición de justicia deberán atender las solicitudes de las partes con prontitud, sin causar dilaciones injustificadas.



CORRELACIÓN: 17, 107, 109 Fs. II, IX, 379.


COMENTARIO

Este artículo contiene menor precisión en relación a la CPEUM respecto al derecho del imputado a la brevedad de plazo para ser juzgado, ya que genéricamente se refiere a plazos legalmente establecidos; sin embargo, al encontrarse en el capítulo de los principios y derechos que rigen el proceso, habría de referirse a los plazos constitucionalmente establecidos, ya que la reforma penal de dos mil ocho preservó la regla de brevedad en el juicio, pues continúa señalando que el inculpado será juzgado antes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena máxima no exceda de dos años de prisión, y antes de un año, si la pena excediere de ese tiempo, además de que corroboró que la única situación que justifica exceder dichos plazos es que el imputado solicite mayor plazo para su defensa (artículo 20, apartado B, fracción VII de la CPEUM). Por ende, habrá de ajustarse a las temporalidades específicas de duración del proceso que prevé la norma fundamental, tal como lo establece la fracción X del artículo 113 del CNPP al respetar en su cita los plazos.

Dichos plazos constituyen el máximo permitido de duración del proceso, ya que no necesariamente todos deberán llegar a ese límite, por el contrario, desde el derecho internacional de los derechos humanos, especialmente en el sistema interamericano, se han venido construyendo los criterios para determinar si se ha incumplido el derecho fundamental de ministrar justicia en un plazo razonable, refiriendo que han de considerarse cuatro aspectos esenciales:


	
a)  la complejidad del asunto: relativo a la cantidad de procesados, delitos, hechos relacionados y pruebas.

	
b)  la actividad procesal de los interesados: ofrecimiento y desahogo de pruebas, medios de impugnación.

	
c)  La conducta de las autoridades judiciales: si se ha dejado de actuar, el retraso en la resolución.

	
d)  La afectación causada por la demora, pues se reconoce que no todo retraso implica un daño, ya que se encuentran en contienda tanto derechos de la víctima como del imputado. Es así que este derecho salvaguarda los que corresponden tanto al imputado como a la víctima.



Por ello, en el proceso penal se debe buscar un justo medio entre los derechos de las personas a quienes se les atribuye la comisión de un delito, con los legítimos y necesarios derechos de la víctima, aunados a las facultades para reprimir las conductas delictivas, respetando la dignidad humana de los intervinientes, pero sin hacer inoperable el ejercicio encomendado al Estado del ius puniendi.

Cabe referirnos a un derecho específico dentro del citado artículo, el derecho de las partes de ser atendidos con prontitud, mismo que si bien pudiera englobarse en el ámbito de las responsabilidades de los servidores públicos al prohibirles causar dilaciones injustificadas en el servicio que se presta, resulta de gran valía que se establezca dentro de los principios del propio proceso penal, ya que con éste los servidores públicos de las instituciones de procuración e impartición de justicia tienen el deber no sólo de atender con prontitud a las partes, sino que este derecho habrá de interpretarse en amplitud, y con ello, imponer la obligación de evitar obstáculos que hagan nugatorios sus derechos, esto es, el ejercicio de los mismos además de regirse por una inicial cualidad de celeridad, no deberán imponerse requisitos innecesarios, excesivos y carentes de razonabilidad o proporcionalidad.

Artículo 17  Derecho a una defensa y asesoría jurídica adecuada e inmediata




La defensa es un derecho fundamental e irrenunciable que asiste a todo imputado, no obstante, deberá ejercerlo siempre con la asistencia de su Defensor o a través de éste. El Defensor deberá ser licenciado en derecho o abogado titulado, con cédula profesional.

Se entenderá por una defensa técnica, la que debe realizar el Defensor particular que el imputado elija libremente o el Defensor público que le corresponda, para que le asista desde su detención y a lo largo de todo el procedimiento, sin perjuicio de los actos de defensa material que el propio imputado pueda llevar a cabo.

La víctima u ofendido tendrá derecho a contar con un Asesor jurídico gratuito en cualquier etapa del procedimiento, en los términos de la legislación aplicable.

Corresponde al Órgano jurisdiccional velar sin preferencias ni desigualdades por la defensa adecuada y técnica del imputado.



CORRELACIÓN: 16, 62, 66, 86, 105 Fs. II, IV, 109, 110, 113, 115-126, 151, 152, 336, 340, 347, 379.


COMENTARIO

El derecho de defenderse es aquel que tiene el imputado para oponerse a la acusación, pues ante la pretensión penal, que como tesis sostiene el ministerio público, la defensa sostiene la antítesis y queda reservado al poder jurisdiccional el efectuar la síntesis, esto al concebir el proceso como una relación entre los sujetos intervinientes para resolver una controversia, y al juicio como la necesaria síntesis de acusación y defensa, por lo que no es lógicamente posible pensar en la una sin la otra.

Es una institución a favor del imputado de carácter obligatoria, y en su caso gratuita, ya que si el inculpado no quiere nombrar defensor, después de haber sido requerido para ello o de haberse hecho notar la incapacidad técnica de aquel a quien hubiere nombrado, el juez le designará un defensor público, el cual no debe recibir emolumento ni dádiva alguna por parte de su defensor, y para ello también se ha asegurado la creación de un servicio de defensoría pública de calidad (artículo 17, penúltimo párrafo de la CPEUM), con dos directivas básicas: la creación de un servicio profesional de carrera para los defensores y que las percepciones de éstos no sean inferiores a las que correspondan a los agentes del ministerio público.

Se ha eliminado la figura de la persona de confianza, ya que antes de la vigencia de la reforma penal de dos mil ocho, la función de la defensa legalmente podía ejercitarse por abogado o por persona de la confianza del imputado; lo cual no aseguraba que fuese adecuada, y por el contrario, se prestaba a prácticas inconvenientes; para evitar ello, el CNPP establece, primeramente, que la defensa debe ser efectuada por un profesional debidamente autorizado para ejercer el Derecho, pero no bastará con contar con la cédula correspondiente para que dicha defensa sea adecuada, sino que se agrega un componente esencial y es que deberá ser técnica, pues si bien es cierto, un perito en derecho podrá hacer respetar las garantías que la Constitución consagra a favor del imputado y asumir en cada acto del proceso debidamente la función de oposición a la pretensión punitiva del Estado que representa el ministerio público, no menos cierto es que dados los grandes cambios procesales que se presentan con motivo del nuevo sistema de justicia penal, es indispensable que el defensor cuente con las capacidades técnicas necesarias que conlleva actuar en el nuevo sistema.

Cabe entonces la precisión de que no toda defensa (particular o pública) es una defensa técnica, contrario a lo que parece afirmar el artículo en comento, sino que esa cualidad habrá de ser calificada por el propio órgano jurisdiccional, en términos del artículo 121 del CNPP, ya que para lograr esa calificación, el profesional del derecho a cargo de tal función deberá dejar constantemente en claro sus capacidades en el manejo del nuevo sistema de justicia, específicamente, desde la postura que defiende; de no ser así, el juzgador puede asignar un defensor público colaborador del abogado particular que lleve a cabo la defensa, ello, si el imputado no designa a otro defensor aun cuando se le previene que su defensa particular no cumple la calidad técnica, y en el caso de que fuere el defensor público el que de origen muestre una manifiesta y sistemática incapacidad técnica, se podrá incluso dar vista al superior jerárquico para efecto de su sustitución. Se concederá el plazo de diez días para que el defensor sustituto o aquel que se le imponga como colaborador del defensor particular, asistan adecuadamente al imputado. Todo ello, sin perjuicio de los actos de defensa material que el propio imputado pueda llevar a cabo.

Cabe mencionar también, los novedosos criterios jurisprudenciales respecto de una defensa adecuada, en cuanto se trata de personas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, que no se referencian a hechos tales como que el traductor asignado deberá conocer no sólo su idioma, sino su cultura, para poder realizar una función apropiada.

Este derecho cuenta con una serie de especificaciones como esencialmente los desarrolla el artículo 113 del CNPP, resaltando por su innovación, el de ser informado tanto en el momento de su detención como en su comparecencia ante el ministerio público o el Juez de control, los hechos que se le imputan y los derechos que le asisten, el motivo de la privación de su libertad, el servidor público que la ordenó, así como el derecho de que se le muestre la orden emitida en su contra, a poder entrevistarse en privado con su defensor y no ser expuesto a los medios de comunicación, menos aún ser presentado ante la comunidad como culpable.

Por otra parte, el legislador toma en consideración a dos sujetos procesales, la víctima y el imputado, a los cuales en el nuevo sistema procesal penal se les da igualdad de oportunidades, asegurándoles de manera concreta una serie de derechos que no se contemplaban en el antiguo sistema, en que ambas partes, carecían de información de sus derechos esenciales; por ello, se establece como un derecho esencial de la víctima u ofendido, el poder contar con un asesor jurídico gratuito en cualquier etapa del procedimiento, deber que se encuentra señalado en el artículo 125 de la Ley General de Víctimas en donde se detallan, con mayor precisión, los derechos de éstas y las obligaciones de los asesores jurídicos.

De igual forma, el asesor jurídico deberá ser abogado titulado con cédula profesional, y deberá orientar, asesorar o intervenir legalmente en el procedimiento penal en representación de la víctima u ofendido en igualdad de condiciones que el defensor (artículo 110 del CNPP); deberá ejercer su función de forma adecuada, si esta fuere deficiente, se le informará a la víctima u ofendido su derecho a nombrar a otro asesor jurídico, y si no quisiera o pudiera nombrarlo, el órgano jurisdiccional lo informará a la instancia correspondiente para efecto de que se designe a otro; sólo de manera excepcional lo representará el ministerio público (artículo 57 del CNPP).

Artículo 18  Garantía de ser informado de sus derechos




Todas las autoridades que intervengan en los actos iniciales del procedimiento deberán velar porque tanto el imputado como la víctima u ofendido conozcan los derechos que le reconocen en ese momento procedimental la Constitución, los Tratados y las leyes que de ellos emanen, en los términos establecidos en el presente Código.



CORRELACIÓN: 108, 109, 114, 134, 152, 201 F III a), 307, 308, 311, 312, 314, 336, 338, 379.


COMENTARIO

El presente artículo reitera la importancia de que las partes sean informadas de los derechos que les asisten en el proceso penal. Si bien éste puede entenderse como parte del de defensa adecuada del imputado y del de asesoría jurídica de la víctima, el hecho de que se reitere su importancia con un artículo independiente tiene una triple finalidad, consideramos que, primeramente, se deriva del cambio de sistema jurídico procesal penal, pues será indispensable que en todo acto procedimental que se lleve ante la autoridad se oriente a ambas partes de los derechos sustantivos y procesales para un adecuado ejercicio de los mismos. Con esto se coadyuva a que el desconocimiento del nuevo sistema de impartición de justicia en materia penal no sea un obstáculo para el adecuado desarrollo del proceso y respeto a los derechos de las partes (artículos 45, 49, 57, 109, 113, 117, 149, 152, 307 del CNPP).

En segundo lugar, advertimos que el reiterar en cada etapa procedimental los derechos que asisten a las partes, también tiene su razón de ser, dada la reciente y creciente incorporación al ámbito interno de los estándares internacionales relacionados con los derechos humanos, y la ineludible obligación de respeto del principio pro persona, así como la obligación de toda autoridad de control convencional de los actos que están sujetos a su competencia; mandatos derivados directamente de la CPEUM.

Por último, resaltamos que esa reiteración encuentra sustento en el aspecto sustantivo de este derecho, lo cual, no se refiere al cumplimiento de formalidades relativas al mero suministro —a las partes de artículos— y conceptos que pudieran resultar ajenos a quien no es letrado en derecho, pues la función de la autoridad no se deberá limitar a dejar constancia (registro) del cumplimiento de esta obligación, sino que el cumplimiento de ella deberá hacerse con información accesible, clara, integral y suficientemente detallada del alcance de los derechos y la constancia a recabar deberá colmar las exigencias sustantivas y formalidades de esta disposición, ya que sólo así se podrá generar auténtica convicción de que ese derecho se respetó en toda su extensión esencial; por ello, no bastará que se reproduzcan o parafraseen los contenidos de las normas protectoras, sino que debe hacer constar que la información que se proporcionó fue explicada en relación al entendimiento y necesidades de las partes, sin que ello llegue al extremo de extensas diligencias, en las que, injustificadamente se relate o dé lectura a constancias o transcripciones, debiendo únicamente atender los aspectos sustanciales.

Artículo 19  Derecho al respeto a la libertad personal




Toda persona tiene derecho a que se respete su libertad personal, por lo que nadie podrá ser privado de la misma, sino en virtud de mandamiento dictado por la autoridad judicial o de conformidad con las demás causas y condiciones que autorizan la Constitución y este Código.

La autoridad judicial sólo podrá autorizar como medidas cautelares, o providencias precautorias restrictivas de la libertad, las que estén establecidas en este Código y en las leyes especiales. La prisión preventiva será de carácter excepcional y su aplicación se regirá en los términos previstos en este Código.



CORRELACIÓN: 1, 4, 113 Fs. XI, XVII, 137, 140, 143, 146-148, 153-175, 379, 406.


COMENTARIO

El derecho a la libertad personal se encuentra ampliamente regulado en el ámbito internacional en instrumentos tales como: la Declaración Universal de los Derechos Humanos, artículos 3 y 11.2; la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, artículos I y XXV; el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, artículos 9, 11, 14 y 15; la Convención Americana de los Derechos Humanos, artículos 5, 7, 8, 9, 10, 25; la Convención sobre los Derechos del Niño, artículos 37 y 39; la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, numerales 17 y 18; y en el Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión de las Naciones Unidas, principios segundo, cuarto y trigésimo sexto.

Es en las decisiones de la CIDH en donde se ha desarrollado y explicitado el contenido de los instrumentos del sistema interamericano, llegando a establecer que nadie puede verse privado de la libertad sino por las causas, casos o circunstancias expresamente tipificadas en la ley (aspecto material), con estricta sujeción a los procedimientos objetivamente definidos en la misma (aspecto formal).

Esto implica que nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento por causas y métodos que —aun calificados de legales— puedan reputarse como incompatibles con el respeto a los derechos fundamentales del individuo por ser, entre otras cosas, irrazonables, imprevisibles o faltos de proporcionalidad (1) .

Ahora, dentro de este esquema general resulta relevante que el CNPP en el artículo en comento excluye toda mención a las normas de derechos humanos derivadas del ámbito internacional, pues sabido es, que figuras como el arraigo y las detenciones iniciales (por flagrancia o urgencia) que no se presentan ante autoridad judicial inmediatamente sino hasta cuarenta y ocho horas después de ocurrida la detención, o aun la prisión preventiva y máxime cuando es oficiosa, rompen con el esquema protector del derecho humano a la libertad personal creado desde el ámbito internacional.

En atención a ello, y dado el bloque de constitucionalidad y las interpretaciones pro persona en torno a los derechos humanos que la SCJN ha desarrollado, será ineludible establecer, al momento de aplicar cada una de las medidas que señala este CNPP que sean restrictivas del derecho a la libertad personal, que la mismas resultan razonables, previsibles y proporcionales, pero también con la posibilidad de que, de no cumplirse dichos requisitos, se imponga una medida menos lesiva del derecho en comento.

Los actos restrictivos del derecho a la libertad personal en el CNPP son: medidas de protección (artículo 137), detención por flagrancia y urgencia (artículos 146 y 150), citación, orden de comparecencia y aprehensión (artículo 141), prisión preventiva (artículo 165) y sanciones privativas (artículo 406).
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